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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	11-5104-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gerardo Valle Sequeira
	02-05-11
	NOMBRAMIENTOS DE DIRECTIVOS EN CAPREDE

-Artículo 9 de la Ley Constitutiva de la Caja de Préstamos y Descuentos de los Empleados del Poder Judicial. (CAPREDE)

La norma señala que los puestos de dirección tienen un período máximo de 5 años. 



	11-05303-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Ramón Morales Mora
	05-05-11
	REENVÍO PARA EFECTOS DE DETERMINAR LA PENA

-Voto 259-11 del Tribunal de Casación. 

La sentencia del Tribunal de Casación y otra, que el accionante no cita de la Sala Tercera, ordena el reenvío para la fundamentación de la pena únicamente, dejando incólume el fallo respecto de la culpabilidad del imputado. 



	11-05308-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Álvaro Enrique Vásquez Vega
	05-05-11
	PARTES POR PORTEO

-Artículo 113 de la Ley de Tránsito por vías Públicas Terrestres y por conectividad el artículo 130 inciso tercero del mismo cuerpo legal. 

Las normas impugnadas prohíben el transporte de personas en vehículos particulares, sin contar con el permiso para transporte de servicio público, las cuales se imponen sin debido proceso y con violación al derecho de propiedad privada. 



	11-05359-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Hilda María Porras Alvarado y otros
	06-03-11
	FUNCIONES DE LOS GEOLOGOS

-Artículo 8 de la Ley Orgánica del Colegio de Geólogos de Costa Rica.

-Artículo 13 del Reglamento a la Ley del Colegio de Geólogos de Costa Rica. Decreto Ejecutivo 6419.

Las normas señalan que parte de las actividades de los profesionales en Geología, es la prospección y evaluación de aguas subterráneas. También la geohidrología, entre otras. Señalan los recurrentes que se ha establecido un monopolio ilegítimo a favor de los geólogos y en detrimentos de otros profesionales idóneos y habilitados para hacer esas funciones. 

	11-5462-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

Acción de Inconstitucionalidad


	J. Federico Campos Calderón
	10-05-11
	SANCIONES POR NO REPORTAR BIENES ARQUEOLÓGICOS

-Artículo 20 de la Ley sobre Patrimonio Nacional Arqueológico. Número 6703 del 22 de diciembre de 1981.

La norma señala que “La persona o personas que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3º de la presente ley, no dieren cuenta de un hallazgo de bienes arqueológicos, o no pusieren éstos en poder del Museo Nacional, serán sancionados con prisión inconmutable de tres a cinco años”. El recurrente estima que la norma es inconstitucional por establecer una sanción penal por el incumplimiento de un deber administrativo. 



	11-5506-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Eduardo Umaña Brenes
	10-05-11
	REGULACIÓN DE LA PARTICIPACION DE LOS SUJETOS FISCALIZADOS EN EL FINANCIAMIENTO

DEL PRESUPUESTO DE LAS SUPERINTENDENCIAS

-Artículo 10 párrafo segundo del Decreto Ejecutivo número 36345-H "Reglamento para Regular la Participación de los Sujetos Fiscalizados en el Financiamiento del Presupuesto de las Superintendencias"

La norma impugnada señala que las personas físicas o jurídicas que se inscriban ante la SUGEF, deberán pagar un monto mínimo anual de un mil dólares, moneda de los Estados Unidos de América, pagadero en colones al tipo de cambio de compra de referencia del Banco Central de Costa Rica vigente a la fecha de pago, a más tardar el último día hábil del mes de enero de cada año, por concepto de contribución al gasto de la SUGEF del año en curso. Consecuentemente, dichas personas no están sujetas a los pagos parciales que establece el artículo 2. Considera el recurrente que es inconstitucional el que se tenga que pagar un monto fijo por parte de las empresas, aún cuando la certificación de ingresos de la empresa determine que el monto percibido es muy poco. 


	11-5560-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Andrés Rojas Chávez y otros 
	11-05-11
	NOMBRAMIENTOS EN EL SERVICIO CIVIL

-Artículo 11 y transitorio segundo del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil. Decreto Ejecutivo número 36320.

El Decreto impugnado adiciona el artículo 11 del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil y permite que los interinos que ocupan las plazas formen parte de la terna que se envía para nombramiento en propiedad, sin tomar en cuenta la calificación del postulante y la orden de prevalencia que corresponde. Solicita que se ordene la publicación de las calificaciones y posición de oferentes en el concurso NE-01-2010.



	11-5594-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Alberto Echeverría Alfaro y otros

Edcotal Eden de Ocotal S.R.L. y otros


	12-05-11
	PRORROGA AUTOMATICA DE LOS CENTROS DE RESOLUCION ALTERNA DE CONFLICTOS

-Decreto Ejecutivo 32152-MJ del 27-10-2004. Publicado en La Gaceta numero 249 del 21-12-2004 y por conexión, parcialmente contra el artículo 72 y transitorio primero de la Ley sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social. Número 7727 de 1997.

Las normas indican que la autorización de los centros de resolución alterna de conflictos será por un plazo de tres años, salvo que la Dirección en resolución razonada revoque. El Ministerio de Justicia autorizará y reglamentará la operación de estos centros. El recurrente cuestiona el tema de la renovación de las autorizaciones, pues no resulta conforme a la Constitución que esa potestad sea del Ministerio de Justicia, así como la prórroga automática de la concesión, lo cual solicitan que se declare inconstitucional. 



	11-5596-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jesús Antonio Verán Tagliabue
	12-05-11
	REQUISITOS PARA EL CAMBIO DE USO DE SUELO

-Artículo IV.6.4.1 del Reglamento de Construcciones. Aprobado en Asamblea Extraordinaria de Representantes del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos del 16 de setiembre de 1980, bajo el título de Código de Construcción. Promulgado como Reglamento a la Ley de Planificación Urbana, promulgada pro el INVU. Ley 4240 del 15-11-1983. Publicado en La Gaceta No. 56  del 22-03-1982.

Al recurrente se le niega cambio de uso de suelo, para poner un negocio comercial en zona residencial en Heredia, porque no lleva el registro de firmas de los vecinos, lo que considera violatorio del su derecho de propiedad, libertad de comercio y a los principios de razonabilidad y proporcionalidad.  

 



	11-5614-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan Carlos Madrigal Durán
	12-05-11
	REQUISITOS DE INGRESO AL REGIMEN DE SERVICIO CIVIL

-Artículo 9 inciso d) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil.

La norma impone como requisito de ingreso, no haber sido destituido por infracción de las disposiciones del Estatuto o de los  reglamentos autónomos respectivos en los tres años anteriores a la fecha de ingreso, o en un plazo mayor si a juicio de la Dirección, la gravedad de la falta lo amerita. 



	11-5757-0007-CO

Consulta Legislativa


	Víctor Danilo Corrales Cubero y otros
	12-05-11
	LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS

-Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales. Expediente legislativo número 16.679



	11-5643-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Guillermo Alvarado Álvarez
	14-05-11
	RECONOCIMIENTO DE EFECTOS PATRIMONIALES A LAS PERSONAS SIN LIBERTAD DE ESTADO

-Artículo 242 del Código de Familia

La unión de hecho pública, notoria, única y estable, por más de tres años, entre un hombre y una mujer que posean aptitud legal para contraer matrimonio, surtirá todos los efectos patrimoniales propios del matrimonio formalizado legalmente, al finalizar por cualquier causa. Señala el recurrente que es inconstitucional el que no se reconozcan efectos patrimoniales para las personas que estén casadas, separadas y mantengan una relación de hecho. 



	11-5696-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Eduardo González Herrera
	13-05-11
	OBLIGACION DE AFILIARSE DE TRABAJADORES INDEPENDIENTES

-Artículo 3 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social.

-Artículo 7 del Reglamento de Seguro de Salud

Los artículos impugnados regulan la afiliación al seguro de salud de los trabajadores independientes. En el caso concreto, el recurrente es abogado con oficina abierta y se le quiere obligar a cotizar como trabajador independiente para la CCSS.



	11-5726-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Roberto Granados Marín y otros
	16-05-11
	PODER JUDICIAL NO RECONOCE TIEMPO SERVIDO EN LA EMPRESA PRIVADA

-Artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial

En lo que se impugna, la norma señala lo siguiente: Para el cómputo del tiempo servido, no es  necesario que los servidores del Poder Judicial hayan servido en él consecutivamente ni en puestos de igual categoría.  Se tomarán en cuenta también los años de trabajo remunerado que se hubiesen servido en otras dependencias o instituciones públicas estatales, debiendo haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años. El recurrente cuestiona el que no se tomen en cuenta los años servidos en la empresa privada, por ser violatorio del derecho fundamental a la pensión. 



	11-5728-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Lechtman Meltzer
	16-05-11
	FORMALIDADES DE LA QUERELLA

-Artículo 76 del Código Procesal Penal

La querella por delito de acción pública deberá reunir, en lo posible, los mismos requisitos de la acusación, y será presentada ante el representante del Ministerio Público que realiza o debe realizar la investigación. Si el querellante ejerce la acción civil, deberá indicar el carácter que invoca y el daño cuya reparación pretende, aunque no precise el monto. El querellante deberá actuar con el patrocinio de un abogado. La querella podrá ser iniciada y proseguida por un mandatario, con un poder especial para el caso. Se cuestiona fundamentalmente la frase que dice que “en lo posible” la querella deberá reunir los requisitos que tiene una acusación del Ministerio Público.

	11-5726-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Roberto Granados Marín y otros
	16-05-11
	PODER JUDICIAL NO RECONOCE TIEMPO SERVIDO EN LA EMPRESA PRIVADA

-Artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial

En lo que se impugna, la norma señala lo siguiente: Para el cómputo del tiempo servido, no es  necesario que los servidores del Poder Judicial hayan servido en él consecutivamente ni en puestos de igual categoría.  Se tomarán en cuenta también los años de trabajo remunerado que se hubiesen servido en otras dependencias o instituciones públicas estatales, debiendo haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años. El recurrente cuestiona el que no se tomen en cuenta los años servidos en la empresa privada, por ser violatorio del derecho fundamental a la pensión. 


	11-5728-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Lechtman Meltzer
	16-05-11
	FORMALIDADES DE LA QUERELLA

-Artículo 76 del Código Procesal Penal

La querella por delito de acción pública deberá reunir, en lo posible, los mismos requisitos de la acusación, y será presentada ante el representante del Ministerio Público que realiza o debe realizar la investigación. Si el querellante ejerce la acción civil, deberá indicar el carácter que invoca y el daño cuya reparación pretende, aunque no precise el monto. El querellante deberá actuar con el patrocinio de un abogado. La querella podrá ser iniciada y proseguida por un mandatario, con un poder especial para el caso. Se cuestiona fundamentalmente la frase que dice que “en lo posible” la querella deberá reunir los requisitos que tiene una acusación del Ministerio Público.



	11-5757-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de Goicoechea


	
	CONCILIACION EN MATERIA PENAL JUVENIL

-Artículo 36 del Código Procesal Penal, que se aplica de forma supletoria en la Justicia Penal Juvenil. 

Aplicación de la conciliación en materia penal juvenil, cuando las partes (ofendido e imputado) sean menores de edad. 



	11-5778-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gustavo Alvarado Sánchez
	16-05-11
	FUNCIONARIOS JUDICIALES NO PUEDEN RECIBIR PENSION Y SALARIO DEL ESTADO

-Artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. No. 7302 del 05-05-1993

La norma impugnada prohíbe que los pensionados reciban su pensión y salario producto de su trabajo en el sector público.  



	11-5826-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Vilma Solano Pérez
	17-05-11
	LIMITE DE SUBSIDIO POR INCAPACIDADES DE LA CCSS

-Artículo 34 del Reglamento de Seguro de Salud

La norma impugnada señala que tendrá derecho al pago de subsidios por incapacidad, el trabajador activo que haya cotizado el mes anterior y además haya aportado 6 cuotas mensuales dentro de los 12 meses anteriores a la fecha de inicio de la incapacidad. Los subsidios por incapacidad se pagarán hasta por un máximo de 52 semanas. No obstante, si el asegurado ha cotizado con 8 cuotas mensuales dentro de los 12 meses anteriores a la fecha de la incapacidad, podría prorrogar el pago de subsidios hasta por 26 semanas adicionales en los términos que establece el Reglamento para el otorgamiento de incapacidades. 

 

	11-5832-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	John Claudio Blanco Pérez
	17-05-11
	SANCIONES EN MATERIA DE TRANSITO

-Artículos 131 en concordancia con los artículos 108 y 83 inciso c) de la Ley de Tránsito número 7331.

Las normas impugnadas regulan el establecimiento de multas por conducción temeraria, referente a los límites de velocidad en zonas urbanas.



	11-6088-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rocío Aguilar Montoya

Contralora  General de la República


	23-05-11
	LICENCIA CON GOCE DE SALARIO EN EL MINISTERIO DE HACIENDA

-Artículo 23 del Reglamento Autónomo de Servicios del Ministerio de Hacienda. Decreto Ejecutivo número 25271 del 14-06-96, publicado en La Gaceta número 133 del 12-07-96.

La norma señala que los servidores que tienen más de 20 años de salario, gozarán de una licencia con goce de salario una vez al año, los que tienen más de 20 años una semana, los de 25 años quince días, los de 30 años veintidós días y los de 35 años un mes. 



	11-6155-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Diego Núñez Vargas
	25-05-11
	INTEGRACIÓN DE LA JUNTA DIRECTIVA DE INCOPESCA

-Artículos 7 y 17 de la Ley de Creación del Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura. Ley Número 7384 del 16 de marzo de 1994. (modificados ambos por el artículo 168 de la Ley 8436; asimismo reformado el segundo por el artículo 36 de la Ley número 8823), que regulan la composición de la Junta Directiva de ese ente descentralizado.

-Artículo 159 de la Ley de Pesca y Acuicultura, número 8436 del 01 de marzo del 2005.

Las normas impugnadas regulan lo relativo a la conformación de la Junta Directiva del Instituto de Pesca y Acuicultura y sus atribuciones. Afirma el recurrente que la conformación de la Junta Directiva no toma en cuenta a sectores fundamentales de la sociedad costarricense que deben ser representados en la misma, violando con ello los principios de proporcionalidad, razonabilidad y el principio democrático. 

 

	11-6186-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Lidy María Chaves González
	25-05-11
	RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN PARA VIUDAS QUE SE VUELVEN A CASAR

-Artículo 47 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Reformado por la Junta Directiva en sesión número 4375 del 24-11-1971, vigente hasta el mes de marzo de 1995.

La norma reconoce la pensión a las personas que la recibían por viudez y, que contrajeron nupcias después del año 1995, a las que se casaron antes no les mantuvo la pensión, lo que a juicio de la recurrente, viola el principio de igualdad. 



	11-6190-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Merciades Campos Miranda
	25-05-11
	CERTIFICACIONES QUE EMITE CONAVI SOBRE VEHICULOS

-Artículo 221 de la Ley de Tránsito por vías Públicas Terrestres. 

La norma señala que  todo propietario o interesado deberá cancelar todas las obligaciones pendientes que, a la fecha, aparezcan a su nombre, como multas, gravámenes o anotaciones, establecidas en esta Ley, además de impuestos, seguro obligatorio de vehículos y derechos, para realizar inscripciones, reinscripciones, desinscripciones, inscripción de gravámenes, etc. Quedan igualmente obligados a tal cancelación, los propietarios de vehículos destinados al transporte público, cuando se trate de gestiones referentes a concesiones, permisos, exoneración de impuestos, trámites ante la Comisión Técnica de Transportes y otros. Se acusa que COSEVI interpreta que para emitir  una certificación que un vehículo está al día en sus deudas, todos los vehículos del mismo propietario deben estar igualmente al día en el pago de sus obligaciones. 


	11-6198-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edwin Duartes Delgado
	25-05-11
	SANCIONES PARA ABOGADOS POR SU ACTUAR EN EL EJERCICIO DE LA PROFESION

-Artículo 17 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. Aprobado en sesión número 47-2004 del 11-11-2004. Publicado en La Gaceta número 242 del 10-12-2004.

La norma señala que los abogados y abogados deben actuar correctamente en el ejercicio de su profesión, la cual considera una norma imprecisa y abierta.



	11-6232-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	César Hines Céspedes
	26-05-11
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA SOBRE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS Y PRESCRIPCIÓN

-Jurisprudencia de la Sala Segunda, en donde ha aplicado el artículo 71 de la Ley Orgánica de la Contraloría  General de la República, en cuanto a los plazos de prescripción (dos años para iniciar el proceso sancionatorio), para cualquier persona que considere como funcionario público, sin observar que, en un primer término, el artículo se refiere a quienes tienen custodia, percepción y administración de fondos públicos y no aplica para los que aún siendo funcionarios de la Administración Pública, nos son funcionarios públicos, como es el caso de los empleados de los bancos estatales. Sentencias 477-00 y 342-02.

-Jurisprudencia de la Sala Segunda en cuanto determinó que no es necesario  repetir en  sede judicial, las pruebas  recabadas en sede administrativa en los procedimientos sancionatorios. Sentencias 285-98, 328-00 y 475-01.



	11-6287-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Arias Valle y otros 
	27-05-11
	APELACION RESUELTA EN PERJUICIO

-Artículo 351 incisos 2) y 3) de la Ley General de Administración Pública.

Las normas impugnadas señalan que el recurso de apelación podrá ser resuelto aun en perjuicio del recurrente cuando se trate de nulidad absoluta y que si existiere algún vicio de forma de los que originan nulidad, se ordenará que se retrotraiga el expediente al momento en que el vicio fue cometido, salvo posibilidad de saneamiento o ratificación. El accionante considera que la  reforma en perjuicio contra el investigado, atenta contra la igualdad procesal y el debido proceso. 

	11-6440-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Adrián Fernández Rodríguez
	31-05-11
	AFILIACION OBLIGATORIA DE TRABAJADORES INDEPENDIENTES

-Artículo 2 del Reglamento para la Afiliación de Trabajadores Independientes de la Caja Costarricense del Seguro Social.

En lo que interesa, la norma señala que toda persona que califique como trabajador independiente, está obligada a cotizar para los regímenes de Enfermedad y Maternidad e Invalidez, Vejez y Muerte, que la condición de trabajador asalariado, y como tal, obligado a cotizar sobre el total de las remuneraciones que reciba, no exime a la persona de la obligación de cotizar como trabajador independiente, cuando ostente ambas condiciones. La Caja se reserva la potestad de practicar revisiones de la situación de estos trabajadores, de tal forma que si detecta que sus ingresos igualan o superan el ingreso mínimo indicado, los incluirá como asegurados obligatorios. Señala que la CCSS pretende hacer un doble cobro para los trabajadores que laboran para un patrono y además tiene ingresos propios, producto de su actividad profesional, cotizando por todas las actividades que tenga una persona. 



	11-6483-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado de Familia de Desamparados
	31-05-11
	MATRIMONIO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO

-Artículo 52 de la Constitución Política
-Artículo 14 inciso 6) del Código de Familia

Las normas prohíben en matrimonio entre personas del mismo sexo. 


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	11-004830-0007-CO

Voto 2011-005655
	03-05-11
	A las dieciséis horas con dieciséis minutos. Consulta Judicial. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste en lo referente a la resolución de las ocho horas doce minutos del ocho de abril del dos mil once, dictada dentro del expediente número 09-201548-0413-PE, que es proceso seguido contra Miguel Mendoza Palacios por Infracción a la Ley de Tránsito. Se suspende el trámite de esta consulta, hasta tanto no sea resuelta la consulta judicial número 10-009043-0007-CO que se tramita en esta Sala.-

	11-004829-0007-CO

Voto 2011-005656
	03-05-11
	A las dieciséis horas con diecisiete minutos. Consulta Judicial. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste en lo referente a la resolución de las trece horas treinta minutos del treinta de marzo del dos mil once, dictada dentro del expediente número 09-000003-0412-PE, que es proceso seguido contra Juvenal Moreno Marchena por Infracción a la Ley de Tránsito. Se suspende el trámite de esta consulta, hasta tanto no sea resuelta la consulta judicial número 10-009043-0007-CO que se tramita en esta Sala.-

	11-004472-0007-CO

Voto 2011-005698
	04-05-11
	A las quince horas con seis minutos. Consulta Judicial Preceptiva de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal de San Ramón en lo referente al Proceso para la revisión de la sentencia promovido por Hazel Arias Santamaría, mayor, cédula de identidad número 1-1269-0653, contra la resolución número  2008-00371 del Tribunal de Casación Penal de San Ramón,  de las diez horas cincuenta minutos del doce de agosto de dos mil ocho. Se evacua la consulta formulada en el sentido de a) la anulación de una sentencia absolutoria como resultado de un recurso de casación presentado por el Ministerio Público no lesiona el principio de no reforma en perjuicio; b) las posibles incorrecciones de naturaleza legal de una sentencia anulatoria del tribunal de Casación que retrotrae el proceso para un nuevo juicio, no forman parte de las faltas al debido proceso que cabe proteger mediante el procedimiento establecido en el artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal.-

	09-010478-0007-CO

Voto 2011-005966
	11-05-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bolcomer Bolsa de Comercio s.a. en contra del Transitorio IX de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, así como el reglamento para las Bolsas de Comercio del CONASSIF. Se declara con lugar la Acción de Inconstitucionalidad por mayoría. Se anula el Transitorio IX de la Ley Reguladora del Mercado de Valores N° 7732 de 17 de diciembre de 1997, publicada en La Gaceta N° 18 de 27 de enero de 1998 y el Reglamento para las Bolsas de Comercio, emitido por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y publicado en La Gaceta N° 188 de 22 de octubre de 2006. De acuerdo con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensiona en el tiempo la nulidad aquí pronunciada, la que regirá prospectivamente al cumplirse un año de la presente Sentencia, con el objeto de evitar dislocaciones a la seguridad, a la justicia y a la paz social. Lo anterior, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, las situaciones jurídicas consolidadas por prescripción, caducidad o sentencia con autoridad de cosa juzgada material. Comuníquese a la Procuraduría General de la República, al accionante, a las partes del asunto previo y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. Publíquense los avisos e íntegramente el voto en el Boletín Judicial y reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese. Los Magistrados Mora, Jinesta y Araya salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-

	10-015314-0007-CO

Voto 2011-006010
	11-05-11
	A las quince horas con veintitrés minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Inmobiliaria Topus Uranus S.A. en contra del párrafo segundo del artículo 10 bis, el párrafo primero y cuarto del artículo 12, así como el artículo 23, todos de la LEY DE IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES, NO. 7509 DE 9 DE MAYO DE 1995. Se rechaza de plano la acción.-

	11-001911-0007-CO

Voto 2011-006011
	11-05-11
	A las quince horas con veinticuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rafael Gerardo Mora Ordóñez en contra del artículo 30 del Reglamento para la Autorización, Reconocimiento y Compensación del tiempo Extraordinario en la Dirección General de Migración y Extranjería. No ha lugar a la gestión formulada.-

	11-004801-0007-CO

Voto 2011-006012
	11-05-11
	A las quince horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marvin Carmona Ruiz en contra  del  artículo 99 del Reglamento sobre la Apertura y Funcionamiento de las Entidades Autorizadas y el Funcionamiento de los Fondos de Pensiones, Capitalización Laboral y Ahorro Voluntario Previstos en la Ley de Protección al Trabajador, No. 216 de 19 de marzo de 2001. Se rechaza de plano la acción.-

	11-004204-0007-CO

Voto 2011-006013
	11-05-11
	A las quince horas con veintiséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Francisco Bolaños Montero en contra del criterio aplicado por el Juzgado de Tránsito del Segundo Circuito Judicial de Alajuela y por el Juzgado Penal de ese mismo Circuito, en relación con el cómputo del plazo de diez días para apersonarse, en los casos de accidentes de tránsito. Se rechaza de plano la acción.-

	11-004336-0007-CO

Voto 2011-006014
	11-05-11
	A las quince horas con veintisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alberto Chacón Novoa en contra de la OMISIÒN DE LAS AUTORIDADES COMPETENTES PARA REGLAMENTAR LA LEY DE PESCA Y ACUICULTURA, NO. 8436 DE 1º DE MARZO DE 2005. Se rechaza de plano la acción.-

	11-003765-0007-CO

Voto 2011-006015
	11-05-11
	A las quince horas con veintiocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Manuel Emilio Rodríguez Rodríguez, Taxis Unidos Aeropuerto Internacional Juan Santamaría S.A. en contra del INCISO M) DEL ARTÍCULO 41 DE LA LEY 7593, “LEY DE LA AUTORIDAD REGULADORA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS”. Se rechaza por el fondo la acción.-

	11-004871-0007-CO

Voto 2011-006016
	11-05-11
	A las quince horas con veintinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alfredo Núñez Gamboa en contra de los artículos 200 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y 254 bis del Código Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-015571-0007-CO

Voto 2011-006017
	11-05-11
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Beatriz Eugenia Alfaro Pérez en contra los incisos j) y k) del artículo 4) del Reglamento de Orden y Disciplina de los Estudiantes de la Universidad de Costa Rica, aprobado en la sesión 4207-05, 21 de agosto de 1996, según reforma adoptada en la sesión del Consejo Universitario de la Universidad de Costa Rica # 5414 del 9 de diciembre del 2009, publicado en la Gaceta Universitaria N. 45-2009. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a la alegada infracción de los principios de legalidad, tipicidad y la libertad de expresión. En lo demás se rechaza de plano.-

	10-002328-0007-CO

Voto 2011-006018
	11-05-11
	A las quince horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Jacob Campos Torres en contra  del ARTÍCULO 114 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL Y 78 DE LA LEY DE JURISDICCÓN CONSTITUCIONAL. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-012511-0007-CO

Voto 2011-006019
	11-05-11
	A las quince horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Municipalidad de Tibás en contra del artículo 31 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad. Se rechaza por el fondo la acción. La magistrada Calzada Miranda y los magistrados Armijo Sancho y Jinesta Lobo salvan el voto y rechazan de plano la acción.-

	10-004182-0007-CO

Voto 2011-006020
	11-05-11
	A las quince horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yenny Padilla Aguilar en contra del  ARTICULO 15 DEL REGLAMENTO DEL FONDO DE PENSIONES Y JUBILACIONES PARA LOS MIEMBROS DEL BENEMÉRITO CUERPO DE BOMBEROS DE COSTA RICA. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 11-002274-0007-CO se tramita ante esta Sala.-

	11-004899-0007-CO

Voto 2011-006021
	11-05-11
	A las quince horas con treinta y cuatro minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al proyecto de ley de aprobación del "ACUERDO DE ASOCIACIÓN ESTRATÉGICA ENTRE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA Y LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS", que se tramita en el expediente legislativo número 17.587. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que esta Sala no encuentra, en el trámite legislativo dado al proyecto de ley para la aprobación del "Acuerdo de Asociación Estratégica entre la República de Costa Rica y los Estados Unidos Mexicanos", suscrito el 30 de julio de 2009, ni en las normas en él contenidas, disposiciones que contraríen los preceptos constitucionales vigentes, ni la doctrina y principios que los informan.-

	11-004598-0007-CO

Voto 2011-006022
	11-05-11
	A las quince horas con treinta y cinco minutos. Consulta Judicial. Juzgado Penal Juvenil de San José, del Primer Circuito Judicial de San José en lo referente a la resolución de las catorce horas del treinta de marzo de dos mil once, dictada dentro del expediente número 09-000387-952-PJ, que es proceso penal juvenil de Luis Miguel Zeledón Vargas, contra los menores de edad imputados Donovan Badilla Brenes y Kevin José Campos Sibaja, por el delito de robo agravado. No ha lugar a evacuar la consulta.-

	10-008634-0007-CO

Voto 2011-006077
	11-05-11
	A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Excavaciones Quinientos Veinte, Sociedad Anónima, Francisco Javier Vargas Solano, José Manuel Echandi Meza, Maquinarias SLV, Limitada, Motilevi, Limitada, Multiservicios Fobo, Sociedad Anónima en contra de la interpretación del  artículo 9 de la Ley número 7088 del 30 de noviembre de 1978 (Ley de Reajuste Tributario) y de la Resolución 18 inciso a) del Consejo Arancelario y Aduanero Centroamericano, así como de los Decretos Ejecutivos números 34109-H, 34871-H y 35605-H, por considerarlos contrarios a los principios de razonabilidad, proporcionalidad, legalidad, igualdad, principio de reserva de ley en materia tributaria  y al debido proceso, dispuesto en los artículos 10, 11, 27, 39, 41, 121 y 129 de la Constitución Política. Se le reitera a la Administración Tributaria, abstenerse de dictar resolución administrativa final en los procedimientos administrativos en trámite que supongan la aplicación de las normas impugnadas. Lo anterior implica que no puede dictarse resolución final en el procedimiento de determinación tributaria donde son aplicadas las normas cuestionadas.-

	10-012558-0007-CO

Voto 2011-006348
	18-05-11
	A las catorce horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yuribeth Méndez Castro en contra de los Artículos 152 y 153 de la Ley de Tránsito. Se declara sin lugar la acción.-

	10-016918-0007-CO

Voto 2011-006349
	18-05-11
	A las catorce horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad.      Carlos Báez Sossa, Unión Nacional de Empleados de la Caja y la Seguridad Social en contra del artículo 2.6 inciso a), del Manual de Reclutamiento y Selección de la Caja Costarricense del Seguro Social. Se declara con lugar la acción y en consecuencia, se anula la frase "hasta uno de ellos" establecida en el artículo 2.6 inciso a), del Manual de Reclutamiento y Selección de la Caja Costarricense del Seguro Social. Asimismo por existir conexidad con la misma restricción del derecho fundamental del trabajo se elimina de los incisos b) y c) del mismo artículo las frases que señalan "hasta tres y hasta un máximo de dos" respectivamente, debido a que de conformidad con el principio de razonabilidad y proporcionalidad no puede existir restricción en número, lo anterior en respeto al derecho a la Constitución. Esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de entrada en vigencia de la disposición ahora declarada inconstitucional. Reséñese este pronunciamiento en La Gaceta (Diario Oficial), publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y comuníquese al Poder Judicial y a la Asamblea Legislativa. El Magistrado Gilbert Armijo Sancho salva el voto y declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. Notifíquese.-

	10-012026-0007-CO

Voto 2011-006350
	18-05-11
	A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alvaro Justo Quirós Sánchez, Walter Xavier Niehaus Bonilla en contra de las instrucciones o circulares verbales de la Procuraduría General de la República que rechazan la aplicación de medidas alternativas en las causas penales por conducción temeraria, delitos contra la autoridad pública e infracción a la Ley de Armas. Se declaran CON LUGAR las acciones acumuladas. En consecuencia se anulan las instrucciones giradas por la Procuraduría General de la República, que limitan en forma absoluta la posibilidad de negociar salidas alternativas en los procesos penales seguidos por los delitos de conducción temeraria, contra la Autoridad Pública e infracción a la Ley de Armas. Para evitar graves dislocaciones de la seguridad jurídica, la justicia y la paz social, esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos prospectivos a partir de la publicación íntegra de la sentencia en el Boletín Judicial, de manera que se aplicará, únicamente, para los procesos en trámite o suspendidos que no hayan sido resueltos, consecuentemente no será aplicable a las causas penales fenecidas por sentencia firme o que se encuentren en la fase de impugnación, salvo en los asuntos base de esta acción, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese a la Procuradora General de la República, el accionante, las partes del asunto base,   al Ministerio Público y a la Defensa Pública. Publíquense los avisos e íntegramente el voto en el Boletín Judicial y reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese. El Magistrado Mora declara con lugar la acción únicamente en cuanto se refiere a la falta de legitimación de la Procuraduría General de la República para actuar como parte en los delitos de conducción temeraria. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Castillo Víquez salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Castillo Víquez consigna nota.-

	07-012763-0007-CO

Voto 2011-006351
	18-05-11
	A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Víctor Hugo González Montero en contra de los artículos 34 y 63 de la Décima Reforma a la Quinta Convención Colectiva del Banco Nacional. Por mayoría se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "hasta por el tope de 25 meses" del artículo 34 de la Quinta Convención Colectiva del Banco Nacional. En lo demás se declara sin lugar. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Los magistrados Calzada Miranda, Armijo Sancho y Jinesta Lobo salvan el voto y rechazan de plano en su totalidad la acción planteada por razones separadas. Notifíquese.-

	08-010483-0007-CO

Voto 2011-006391
	18-05-11
	A las quince horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. RANDALL TREJOS ALVARADO en contra del artículo 34, párrafo segundo, del Reglamento a la Ley de Carrera Docente (Decreto Ejecutivo No. 2235-E-P de 14 de febrero de 1972), el artículo 90 del acta de la sesión No. 10-90 de la Conferencia Episcopal de Costa Rica, celebrada el 13 de setiembre de 1990, el “Reglamento sobre el otorgamiento y la revocatoria de la missio canónica”, aprobado por la Conferencia Episcopal el 30 de noviembre de 2001 y reformado el 20 de febrero de 2003 y el “Instructivo del Reglamento sobre el otorgamiento y revocatoria de la missio canónica”, promulgado por la Conferencia Episcopal de Costa Rica el 20 de febrero de 2003. No ha lugar a la gestión de adición y aclaración. Archívese el expediente.-

	11-002125-0007-CO

Voto 2011-006392
	18-05-11
	A las quince horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. GRUPO DE COMUNICACIÓN CREATIVO SOCIEDAD ANÓNIMA en contra del artículo 36 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-

	10-014202-0007-CO

Voto 2011-006394
	18-05-11
	A las quince horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ASOCIACIÓN SOLIDARISTA DE EMPLEADOS DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA (ASELEGIS) en contra de la JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA EN RELACIÓN CON LA ASOCIACIONES SOLIDARISTAS, SU NATURALEZA, SU FORMA DE ADMINISTRAR RECURSOS, EL PROPÓSITO DEL APORTE PATRONAL Y LAS CARACTERÍSTICAS DEL FONDO DE CESANTÍA. Se rechaza de plano la acción.-

	10-013682-0007-CO

Voto 2011-006395
	18-05-11
	A las quince horas con diecinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Manrique Cónstenla Umaña en contra del artículo 1280 del Código Civil y su interpretación. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-016033-0007-CO

Voto 2011-006396
	18-05-11
	A las quince horas con veinte minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente a la resolución número 4176-2010 de las once horas treinta minutos del ocho de noviembre de dos mil diez, dictada dentro del expediente número 10-000294-1001-LA, que es proceso de conocimiento de Alexander Rodríguez Vargas contra Manolo Bogantes Bolaños y la Municipalidad de Turrialba. Se adiciona y aclara la sentencia número 2011-003605 de las trece horas y treinta y dos minutos del dieciocho de marzo de dos mil once en los términos establecidos en el considerando único de esta resolución.-

	10-006476-0007-CO

Voto 2011-006400
	18-05-11
	A las quince horas con veinticuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Camposanto La Piedad S.A. en contra del Artículo 27 del Reglamento General de Cementerios. Decreto Ejecutivo No. 32833-S del 03 de agosto del 2005. Se declara sin lugar la acción.- Los Magistrados Calzada y Jinesta salvan el voto y declaran la acción con lugar con todas sus consecuencias.-

	09-016911-0007-CO

Voto 2011-006401
	18-05-11
	A las quince horas con veinticinco minutos. Consulta judicial facultativa. JUZGADO DE FAMILIA DE HEREDIA en lo referente a la resolución de las 14:30 horas de 6 de noviembre de 2009, dictada dentro del proceso de investigación de paternidad y reembolso de gastos de embarazo y maternidad de K.V.V.Z. contra A.B.S.C., tramitado en el expediente No. 09-000069-0364-FA, del artículo 96, párrafo primero, del Código de Familia. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la frase del artículo 96, párrafo primero del Código de Familia que dice: durante los doce meses posteriores al nacimiento, resulta inconstitucional en los términos expuestos en el considerando VI de esta sentencia. Esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, relaciones o situaciones jurídicas consolidadas por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa jugada material. Por lo anterior debe entenderse que el órgano jurisdiccional estará habilitado para condenar al padre, incluso, a rembolsar a la madre aquellos gastos de maternidad del hijo o de la hija, debidamente acreditados, posteriores a los doce meses del nacimiento siempre que no estén cubiertos por la prescripción decenal a tenor de lo dispuesto en el mismo artículo 96 del Código de Familia. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa, al Juzgado Consultante y a la Procuraduría General de la República.-

	11-002147-0007-CO

Voto 2011-006793
	25-05-11
	A las quince horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. NANCY ARIAS MORA, WILLIAM EMILIO FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ y DANIEL CHACÓN SOLÓRZANO en contra de la OMISIÓN DE ASAMBLEA LEGISLATIVA EN PROMULGAR UNA LEY QUE CUMPLA LOS COMPROMISOS ACORDADOS EN EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE ESTADOS UNIDOS CON CENTROAMÉRICA Y REPÚBLICA DOMINICANA (CAFTA). Se rechaza de plano la acción.-

	11-005778-0007-CO

Voto 2011-006794
	25-05-11
	A las quince horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. GUSTAVO ALAVARADO SÁNCHEZ en contra del ARTÍCULO 234 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL. Se rechaza de plano la acción.-

	11-004839-0007-CO

Voto 2011-006795
	25-05-11
	A las quince horas con diecisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carmen María Fernández Robles en su condición de representante legal de “Las Cóncavas S. A. en contra de la omisión legislativa y reglamentaria de crear un marco regulatorio para levantar las prohibiciones que contiene el artículo 9 del Código de Minería. Se rechaza de plano la acción.-

	11-004854-0007-CO

Voto 2011-006796
	25-05-11
	A las quince horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Alvarado Moya en contra del ARTICULO 25 DEL DECRETO 33876-J, de 11 de julio de 2007, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 148, el 3 de agosto 2007, al estimarlo contrario a los artículos 33, 34, 39, 40 y 41 de la Constitución Política y a los numerales 1, 2, 8.1, 8.2, 8.2.c, 8.2.d, 8.2.h, 9, 25.1, 25.2.b de la Convención Americana de Derechos Humanos, Pacto de San José. Se rechaza de plano la acción.-

	11-005308-0007-CO

Voto 2011-006798
	25-05-11
	A las quince horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Álvaro Enrique Vásquez Vega en contra de los artículos 113 y 130 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Se rechaza de plano la acción.-

	10-013066-0007-CO

Voto 2011-006803
	25-05-11
	A las quince horas con veinticinco minutos. Consulta Judicial. Juez Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón en lo referente a la resolución de las dictada dentro del expediente número 09-000021-219-PE que es causa por el delito de conducción temeraria seguida contra Jimmy Gerardo Garro Chaves. Estése el consultante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2011-06350 de las catorce horas treinta y cuatro minutos del dieciocho de mayo del dos mil once.  El Magistrado Hernández Gutiérrez pone nota.-

	08-006355-0007-CO

Voto 2011-006976
	27-05-11
	A las trece horas con veintidós minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Vista Sociedad de Fondos de Inversión S. A. en contra de los  artículos 157.1), 6), 159.14), 15), 158.18), 159.21), 158.2), 158.4) y 160.3), 160.5), 160.6) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores. Estése la parte accionante a lo resuelto en la sentencia número 2011-004430 de las 10:31 horas del 1° de abril de 2011 en relación con los artículo 157 inciso 6) y 158 inciso 2) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, donde se consideró que no eran inconstitucionales. En lo atinente a las otras normas impugnadas, numerales 157 inciso 1), 158 inciso 4), 159 incisos 14), 15) 18) y 21) y 160 incisos 3), 5) y 6) de la citada Ley, se declara sin lugar la acción.-

	10-005132-0007-CO

Voto 2011-006805
	27-05-11
	A las diez horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Hilman Salazar Ruiz en contra del Artículo 131.K de la Ley de Tránsito. No. 7331 del 13 de abril de 1994 y sus reformas. Por mayoría se declara inconstitucional el inciso k del artículo 131 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres en cuanto a la multa que se impone por el no uso del cinturón de seguridad. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el diario oficial la Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora Mora, Araya García y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Hernández Gutiérrez pone nota.-

	11-005308-0007-CO

Voto 2011-007096
	31-05-11
	A las dieciséis horas con veintiocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Álvaro Enrique Vásquez Vega en contra de los artículos 113 y 130 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Se corrige el error material contenido en la sentencia número 06798-2011 en el sentido de que la misma fue dictada a las quince horas veinte minutos del veinticinco de mayo del dos mil once.


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	11-4241-007-CO
	Lemuel Byram López contra los artículos 31 de la Leyi número 7302,  “Ley de Creación del Régimen General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional y los artículos 47, 48, 49, 50 Y 51 del Decreto Ejecutivo 33080-MTSS-H, que es el Reglamento a la Ley 7302.

Resolución de las 15:35 horas del 02 de mayo del 2011

Boletín judicial 093, 094, 095 del 16, 17 y 18 de mayo del 2011.

	DERECHO A RECIBIR PENSIÓN Y SALARIO DEL ESTADO

Las normas se impugnan en cuanto establecen que el disfrute de la pensión se suspenderá por el desempeño de cualquier cargo remunerado en la Administración Pública, por lo que una persona que reciba pensión no puede recibir salario por parte del Estado, situación que lesiona el derecho al trabajo y a la seguridad social del pensionado. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. 

	10-13570-007-CO
	Ramón De Mendiola Sánchez, apoderado generalísimo de la sociedad Florida Ice And Farm Company, Sociedad Anónima contra la jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia vertida en los votos números 290-F-S1-2009 de las 10:30 horas del 20 de marzo del 2009 y 000794-S1-F-2010 de las 14:10 horas del 1° de julio de 2010, según la cual se fija en un treinta por ciento el margen de utilidad del distribuidor, sin que exista fundamento normativo vigente para establecer dicho porcentaje. 

Resolución de las 09:40 horas del 02 de mayo del 2011
Boletín judicial 093, 094, 095 del 16, 17 y 18 de mayo del 2011.

	JURISPRUDENCIA DE LA SALA  PRIMERA SOBRE LA DETERMINACIÓN DEL MARGEN DE UTILIDAD DEL DISTRIBUIDOR DE UN  30%

La jurisprudencia se impugna en cuanto fija el margen de utilidad, sin que exista fundamento normativo para ello, lo cual el violatorio del régimen constitucional tributario. 



	11-3582-007-CO
	Dennis Janik contra el artículo 27 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres, número 8589 del veinticinco de abril del dos mil siete. 

Resolución de las 11:05 horas del 25 de abril del 2011.

Boletín judicial 093, 094, 095 del 16, 17 y 18 de mayo del 2011.

	AMENAZAS CONTRA LA MUJER

La norma se impugna en cuanto establece una serie de tipos penales indeterminada, que violenta los principios de legalidad y tipicidad penal, los cuales constituyen una garantía para todas las personas, en cuanto a que toda conducta que se repute delictiva debe estar claramente descrita en una figura penal. Considera el accionante que el precepto infringe lo dispuesto en los artículos 28, 37, 39, 40 y 41 de la Constitución Política; 5.2, 7.2 y 9 de la Convención Americana de Derechos Humanos; 3, 5, 11 y 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos. La generalidad y amplitud de esa norma permite adecuar cualquier conducta, lo que deja a las personas en una situación de desprotección frente al Estado, que podría ejercer su poder punitivo de manera abusiva, dado que para sancionar a una persona por los delitos contenidos en el artículo 27, pueden invocarse muy diversas conductas. La misma establece: “Quien amenace con lesionar un bien jurídico de una mujer o de su familia o una tercera persona íntimamente vinculada, con quien mantiene una relación de matrimonio, en unión de hecho declarada o no, será sancionado con pena de prisión de seis meses a dos años.” Afirma el accionante que se trata de una norma escueta, abstracta y general. Cada juzgador puede interpretarla de manera distinta, lo que impide saber exactamente qué conductas podrían configurar el delito sancionado. Por la falta de concreción y determinación conceptual se deja un margen de discrecionalidad muy grande en manos del juzgador, y eventualmente, del Ministerio Público, en perjuicio de las personas que podrían verse como parte de un proceso penal por conductas poco o nada específicas, lo que resulta inconstitucional. Estima que frente a figuras tan amplias y generales, es claro que lo que ocurrirá es precisamente lo que el constituyente originario pretendió evitar, que el Estado intervenga en circunstancias muy variadas, dejando a las personas en completa inseguridad, evento inaceptable en un Estado democrático de derecho, dado que sin parámetros especificados, distintas conductas podrían ser objeto de persecución penal, con las graves implicaciones que representa encontrarse sometido a un proceso criminal. Las personas no podrían adecuar su conducta a la norma, por ni siquiera saber cuál es la conducta delictiva precisa y concreta, porque en el artículo cuestionado no se señala, dejando un peligroso portillo abierto para que sea la creatividad, cuando no el capricho y la arbitrariedad del Estado, lo que defina finalmente qué es amenaza y cuándo es una real. 



	11-0738-007-CO
	María Gisela Ortiz Rivera contra el artículo 160 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros, así como las Disposiciones para la Aplicación del Beneficio por Incapacidad firmadas por la Gerencia de ese Instituto, e incorporadas a dicha Convención Colectiva.

Resolución de las 13:37 horas del 13 de abril del 2011

Boletín judicial 093, 094, 095 del 16, 17 y 18 de mayo del 2011.

	CONVENCIÓN COLECTIVA DEL INS

Las normas se impugnan en cuanto las referidas Disposiciones para la Aplicación del Beneficio por Incapacidad establecen límites al período de las incapacidades, llegando al caso de otorgar unilateralmente licencias sin goce de salario, y en otros casos el despido. Asimismo, la accionante indica que las Disposiciones aludidas fueron emitidas a modo de reglamento por la Gerencia del INS, e incorporadas a la Convención Colectiva, sin haber sufrido el procedimiento de negociación y homologación convencional, todo lo cual estima lesiona el derecho a la salud, a la estabilidad en el trabajo y al principio de legalidad. Por otra parte, alega que el párrafo primero del numeral 160 ídem, lesiona el principio constitucional del debido proceso, toda vez que otorga la posibilidad de despedir a cualquier trabajador del INS sin darle el derecho de defensa, y sin respetar las garantías del debido proceso, como sucedió en su caso, ya que fue cesada de su puesto el 3 de enero de este año.

	11-2680-007-CO
	Luis Fernando Ortiz Mata contra el artículo 122 inciso c) punto 2) de la Ley de Tránsito, número 7331 de 17 de diciembre de 2008. 

Resolución de las 10:39 horas del 25 de abril del 2011

Boletín judicial 093, 094, 095 del 16, 17 y 18 de mayo del 2011.

	MEDICIÓN DE RUIDOS Y GACES DE MOTOCICLETAS

Refiere el accionante que dicha disposición normativa incluye en una misma categoría la medición decibélica a vehículos que son totalmente diferentes, tanto en sus dimensiones de carrocerías, como en sus prestaciones de tamaño, motor, cilindrada, potencia, dimensiones de escape, año de fabricación, carburado, inyectado, pues en el punto 2) incluye en una sola categoría a los siguientes vehículos, bici-motos, motocicletas, microbuses, vehículos cuyo peso sea entre 35 y 8 toneladas. Enfatiza que dicha ley, en el punto dos diferencia los vehículos por su pesaje y a pesar de las diferencias, los cataloga primero por su peso, además de ser diferente por las características  de cilindrada, potencia, año de fabricación, tipo de escape, por ello estima un perjuicio al aplicársele una misma medición decibélica a todos, sin valorar que sus prestaciones técnicas son completamente distintas. Afirma que la norma en cuestión resulta arbitraria por quebrantar el principio de igualdad y discriminatoria como consecuencia de un error legislativo, pues el afectado se le multa con un parte de aproximadamente 151.000.00 colones, se le retiran las placas, debe someterse a un proceso, impugnar la boleta de tránsito, además de la sanción, indica que se desminuyen 15 puntos en la licencia de conducir. Agrega que el error implícito en el punto 2 inciso c) de la citada ley, de igual modo causa agravio a todos los conductores de vehículos, que son controlados por el Ministerio de de Obras Públicas y Transportes, debido a que en cualquier momento se les podría aplicar una prueba de sonido ilegal, por tal razón le bajarían las placas y el Estado le cobra un multa sobre un procedimiento que a su parecer el MOPT no tiene regulado, generando la inaplicabilidad de una normativa.  Reitera que la sanción es ilegítima porque se le aplicó una prueba de sonido, de la cual no existe regulación escrita para realizarla, insiste que le impusieron un medidor de sonido en las muflas originales, le aceleraron el vehículo al máximo sin conocimiento técnico. Alega que el legislador tomó como iguales vehículos que por sus características tecnológicas y mecánicas son absolutamente diferentes, lo cual perjudica al aplicarse una medición sónica. Refiere que no es lo mismo medir el sonido de una bici-moto de 49 centímetros cúbicos de un pistón a un vehículo de 8 pistones con 8000 cc. 



	11-0238-007-CO
	Guillermo Sanabria Ramírez, Presidente de la Cámara de Patentados de Costa Rica contra el primer párrafo de los artículos 27 y 28 de la Ley 8767 del 1 de octubre de 2009, "Protección de los niños, las niñas y las personas adolescentes contra la Ludopatía"

Resolución de las 10:14 horas del 14 abril del 2011

Boletín judicial 095, 096, 097 del 18, 19 y 20 de mayo del 2011.

	INSTALACIÓN DE MÁQUINAS DE JUEGOS

La norma se impugna en cuanto estima que al regular esta materia orientada para los menores de edad, se ha provocado una inconsistencia constitucional contra los Derechos Fundamentales de los Patentados de Licores, dado que en los artículos 27 y 18 impugnados se establece una prohibición general de operación de estas máquinas en negocios que no sean "salas de juegos" dejando de lado la operación en establecimientos donde si pueden operar, dado que es su actividad únicamente para adultos, como lo son bares, cantinas, restaurantes, night clubes (sic), y centros nocturnos que pueden tener juegos permitidos por ley, dentro de los que se ubican las máquinas de juegos. 




	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	093
	16 de mayo del 2011
	Sentencia 2011-01361

Expediente 06-07779-0007-CO. A las nueve horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Elizabeth Fonseca Corrales, Rodrigo Castillo Escalante en contra de loa Actos dictados por el Presidente de la Asamblea Legislativa, sobre la Conformación de las Comisiones Permanentes Especiales y Especiales. Se declara PARCIALMENTE CON lugar la acción. En consecuencia se declaran inconstitucionales los acuerdos tomados por el Presidente de la Asamblea Legislativa, identificados con los números 02-06-07 y 06-06-07 tomados en las sesiones del 22 y 23 de mayo del 2006, en lo que respecta a la conformación de la Comisión Permanente Especial de Nombramientos y la Comisión Permanente Especial de Turismo para el periodo 2006-2007. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta declaratoria para que la inconstitucionalidad declarada no afecte la validez de los acuerdos tomados por las comisiones parlamentarias mencionadas. En lo demás se declara SIN lugar la acción. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	093-094-095
	16-17-18 de mayo del 2011
	Sentencia 2011-04575

Expediente 10-11565-0007-CO. A las quince horas con veintisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Delsa María Calvo Soto, Ruth Calvo Soto en contra del Artículo 572 inciso 4 del Código Civil. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional las frases del inciso 4) del artículo 572 del Código Civil que siguen: "legítimos o naturales por parte de madre" "legítimos o natural por parte de la madre". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada no afecta los procesos sucesorios firmes o en los que se haya decretado en firme la exclusión de herederos con fundamento en las normas declaradas inconstitucionales. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	093-094-095
	16-17-18 de mayo del 2011
	Sentencia 2011-04780

Expediente 10-04048-0007-CO. A las catorce horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Carlos Saldarriaga y María Villagra Morales en contra del Artículo 173 del Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica. Se acoge la gestión de aclaración planteada y se dispone que la declaración de inconstitucionalidad y eliminación del ordenamiento jurídico no es de la totalidad del texto del artículo 173 del Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica, sino exclusivamente de la palabra "costarricense" contenida en la parte final de dicha norma, la que, en consecuencia, debe leerse así: "Para ejercer la representación estudiantil de cualquier orden será requisito indispensable ser estudiante regular y no ser funcionario universitario." Notifíquese.-



	093-094-095
	16-17-18 de mayo del 2011
	Sentencia 2011-04781

Expediente 08-08518-0007-CO. A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Oscar López Arias en contra de los artículos 29 inciso f) y 136 inciso c) de la Ley General de la Administración Pública y el 6 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República y los acuerdos del Consejo de Gobierno que constan en el artículo 2° de la sesión ordinaria número 85 del 2 de abril y primero y segundo, de la sesión número 92 del 18 de abril, ambas del 2008. Estése el accionante a lo resuelto por este Tribunal Constitucional en las sentencias Nos. 2010-12299 de las 14:45 hrs. de 21 de julio de 2010 y 2011-2698 de las 15:05 hrs. Del 2 de marzo del 2011. En lo demás, se rechaza de plano la acción de inconstitucionalidad.-



	093-094-095
	16-17-18 de mayo del 2011
	Sentencia 2011-04879

Expediente 10-17061-0007-CO. A las dieciséis horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Alberto Chavarría Guzmán, en su condición de Fiscal General de la República en contra de los artículos 20 y 21 de la Ley de Control de Ganado Bovino, Prevención y Sanción de su Robo, Hurto y Receptación, número 8799 del diecisiete de abril del dos mil diez, por estimarlos contrarios a los principios de legalidad, tipicidad penal y seguridad jurídica, previstos en los artículos 11, 121.1 y 39 de la Constitución Política y 11 párrafo segundo de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 9 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 15 párrafo primero del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Por extemporánea se rechaza la coadyuvancia planteada por la Corporación de Fomento Ganadero. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta.- Notifíquese.-



	093-094-095
	16-17-18 de mayo del 2011
	Sentencia 2011-05269

Expediente 08-05263-0007-CO. A las quince horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Defensoría de Los Habitantes de la República en contra de la Jurisprudencia del Tribunal de Familia de San José en Materia de Adopciones Internacionales. Se declara CON lugar la acción. En consecuencia se declara inconstitucional la jurisprudencia del Tribunal de Familia de San José, según la cual las disposiciones del Convenio de la Haya no son aplicables a los casos de la adopción internacional directa. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la jurisprudencia anulada, sin perjuicio de las sentencias pasadas en autoridad de cosa juzgada. Se dimensionan los efectos de esta sentencia para que se entienda que, los Tribunales de Familia están obligados a aplicar las disposiciones del Convenio de La Haya a todo tipo de adopción internacional que todavía no esté firme, y atendiendo siempre el interés superior del menor.  Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	093-094-095
	16-17-18 de mayo del 2011
	Sentencia 2011-05270

Expediente 10-05556-0007-CO. A las quince horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. LESLIE BARBARA ZELINSKY LEVY en contra de la última frase del inciso 6) del artículo 11 de la Ley de Opciones y Naturalizaciones. No. 1155 del 29 de abril de 1950, que dice "A la vez, deberá expresar, en igual forma, que renuncia a su nacionalidad excepto si se tratara de nacionales de países con los que existan tratados de doble nacionalidad." por estimarlo contrario al artículo 33 de la Constitución Política y al principio de razonabilidad y proporcionalidad. Se rechaza la solicitud de adhesión planteada por Alfred Blaser.- Se declara SIN LUGAR la acción interpuesta.  Notifíquese.-



	093-094-095
	16-17-18 de mayo del 2011
	Sentencia 2011-05271

Expediente 10-06788-0007-CO. A las quince horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. EDUARDO SANCHO GONZALEZ Y JAVIER COTO ECHEVERRIA, Apoderados Especiales Judiciales de HACIENDA URASCA, SOCIEDAD ANONIMA en contra de los artículos 22 y 23 de la Ley de Adquisiciones, Expropiaciones y Constitución de Servidumbres del Instituto Costarricense de Electricidad, número 6313 del 04 de enero de 1979, el artículo 13 de la Ley de Expropiaciones, número 7495 del 08 de junio de 1995, del artículo 79 de la Ley de Modernización y Fortalecimiento del Instituto Costarricense de Electricidad, número 8660 del 8 de agosto del 2008, las referencias que se hacen a "la imposición de la servidumbre" en los párrafos del tercero en adelante y las disposiciones 5.2.8, 5.2.9, 5.2.10, 5.2.11, y 7.1.2 del "Manual para la Elaboración de Avalúos para Expropiación" del Instituto Costarricense de Electricidad, publicado en La Gaceta N.109 de 7 de junio del 2005, por estimarlos contrarios al artículo 45 de la Constitución Política. Se declara sin lugar la acción de Inconstitucionalidad.-



	093-094-095
	16-17-18 de mayo del 2011
	Sentencia 2011-05272

Expediente 09-10666-0007-CO. A las quince horas con diecisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. JOSE RAFAEL CORDERO GONZALEZ en contra del párrafo segundo del artículo 22 de la Ley de Contratación Administrativa, por estimarlo contrario al artículo 33 de la Constitución Política y a los principios de razonabilidad y proporcionalidad. Se declara sin lugar la acción.-



	093-094-095
	16-17-18 de mayo del 2011
	Sentencia 2011-05273

Expediente 09-07149-0007-CO. A las quince horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos José Gómez Quintanilla en su condición de apoderado especial judicial de Manuel Garrón Chacón en contra de la Jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia vertida en los votos números 00052-2006 de las 09:30 horas del 8 de febrero del 2006,  00808-2007 de las 10:10 horas del 31 de octubre y 00025-2008 de las 09:35 horas del 18 de enero. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad.
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AMBIENTE 

6955-11. CONTAMINACIÓN SÓNICA. GENERADA POR  PRUEBAS DE SONIDO EN EL ESTADO NACIONAL. Alega el recurrente que en el Estadio Nacional se han realizado pruebas de sonido a un volumen muy elevado en horas posteriores a la media noche, situación que no le permite descansar. Se declara sin lugar el recurso porque no consta que el amparado haya planteado denuncia alguna sobre los hechos alegados ante el Área Rectora de Salud de Hospital-Mata Redonda, ni ante la Municipalidad de San José. Por otra parte, las autoridades recurridas indicaron a este Tribunal que se han fiscalizado, controlado y monitoreado las diferentes actividades y procesos que se han realizado en el Estadio Nacional y en las mismas no se ha denunciado ningún problema que provoque contaminación sónica, razón por la cual si el amparado considera que está siendo afectado con la situación planteada, deberá gestionar la denuncia ante las autoridades correspondientes, a fin de que ellos resuelvan lo pertinente y no ante este Tribunal. SL
6949-11. MANTOS ACUÍFEROS. CONSTRUCCIÓN DE PROYECTO URBANÍSTICO DENTRO DE ZONA DE RESERVA DE LA NACIENTE RIO CLARO EN TURRIALBA. Señala el recurrente que en el sector de Río Claro de Santa Rosa,  de Turrialba, existe una naciente de agua que es utilizada por la Municipalidad accionada para el acueducto de Turrialba. Acusa que dichas instituciones han permitido la construcción de viviendas, bodegas y hasta una urbanización dentro de los doscientos metros de retiro. Alega que actualmente se producen movimientos de tierra a escasos veinticinco metros de donde están los tanques de captación. En este caso concluye la Sala que las autoridades accionadas encargadas por ley, de velar que se impida la construcción dentro de la zona de protección de la naciente, hayan realizado una actuación diligente y efectiva, por medio de acciones concretas, por lo antes expuesto procede declarar con lugar el recurso. Se le ordena a la Directora del Área de Salud de Turrialba, a la Alcaldesa de la Municipalidad de Turrialba y al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones,  adoptar, inmediatamente, las medidas administrativas que se encuentren en la esfera de sus competencias para: a) impedir la construcción y movimiento de la tierra dentro de la zona de reserva de la naciente de Río Claro; b) determinar con certeza técnica y científica si las construcciones de la bodega y movimiento de tierra afectan o no la naciente captada para proveer agua potable en Río Claro; y c) velar por el efectivo cumplimiento de las órdenes de suspensión, paralización o cierre que sean dictadas. CL

6968-11. CONTAMINACIÓN SÓNICA. PROVOCADA POR VEHÍCULOS QUE TRANSITAN LA CARRETERA A CALDERA. Alega la recurrente  que desde la apertura de  la carretera a Caldera, el ruido producido principalmente por los vehículos pesados que por ahí transitan, se ha venido incrementando en detrimento de la salud de quienes viven en las zonas aledañas a esa vía. Afirma que ahí se produce un exceso de ruido artificial causado por los motores y tubos de escape de vehículos, principalmente de carga pesada, ya que se utiliza indiscriminadamente el freno de motor para reducir la velocidad en las pendientes y curvas, provocando un ruido insoportable tanto en el día como en la noche. Conforme lo ha dicho en su informe el Departamento de Estudios y Diseños del Ministerio de Obras Públicas y Transportes: “Luego de analizar esta solicitud se concluyó que es imposible implementar tal prohibición por cuanto el freno de motor es un dispositivo de seguridad propio de este tipo de vehículos que previene el mal funcionamiento de los frenos convencionales por calentamiento de sus componentes”.  Luego, no existen en el proceso elementos de juicio para valorar el nivel de ruido que se desprende del uso normal de esa carretera nacional, ni información técnica sobre las formas de contención.  En consecuencia, el recurso es demasiado general.  Dado lo anterior, procede desestimarlo; sin perjuicio del derecho de la recurrente de ocurrir ante las propias autoridades de tránsito y de salud, con el objeto de que se hagan las mediciones correspondientes. Se declara sin lugar el recurso. SL

6516-11. CONSTRUCCIÓN. SE ALEGA VIOLACION AMBIENTAL EN CONSTRUCCION DE ESCUELA NACIONAL DE POLICIA. Alegan los recurrentes que el propietario de la finca donde residen procedió en forma intempestiva a segregar treinta y dos hectáreas y las donó al Estado y ahora, el Ministerio de Gobernación, Policía y Seguridad Pública pretende construir la Escuela Nacional de Policía en ese terreno, por lo que ha iniciado obras sin permiso municipal ni de la SETENA, ha cerrado un camino que existía desde hace más de cuarenta años. Afirman que han ingresado empleados de la fuerza pública con motosierras a cortar árboles. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

6546-11. AGUAS. DESCARGA DE AGUAS RESIDUALES EN QUEBRADA. Manifiesta el recurrente que las viviendas de la urbanización La Colima, ubicada en Santa Rosa de Turrialba, desfogan las aguas residuales directamente en una quebrada que se encuentra en las cercanías. Reclamó que, pese a tener conocimiento de la problemática, las autoridades recurridas no han intervenido, con el fin de solventar las anomalías. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Turrialba del Ministerio de Salud, al Subgerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y, a la Alcaldesa, así como a quien ocupe el cargo de Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Turrialba, adoptar, de manera coordinada, las medidas pertinentes que se encuentren dentro de la esfera de sus competencias para que, dentro del plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se solucione el problema de la inadecuada disposición de aguas residuales en la urbanización La Colima, ubicada en Santa Rosa de Turrialba y su vertido directo en una quebrada cercana. CL
6575-11. AGUAS. DESCARGA DE AGUAS RESIDUALES EN QUEBRADA.  Que los vecinos del Barrio Los Ángeles de Eslabón de Pavones, Turrialba,  tiran las aguas residuales de sus viviendas sin tratamiento  a un canal que va directo a una quebrada, lo cual provoca un daño ambiental. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara  con lugar el recurso. Se ordena a  la Directora del Área Rectora de Salud de Turrialba  y a la Alcaldesa Municipal de Cantón de Turrialba, que en el plazo de UN AÑO adopten las medidas necesarias para resolver definitivamente el problema sanitario aquí acusado, en coordinación con los demás órganos y entes que tengan competencias específicas en esta materia, en particular, el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. CL
6511-11. AGUAS. DESCARGA DE AGUAS NEGRAS POR OBSTRUCCIÓN DE ALCANTARILLADO. Reclama el recurrente que desde el mes de noviembre del año pasado planteó un reclamo a la Municipalidad de Alajuela por causa de un problema de flujo de aguas negras, el cual no ha sido resuelto. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de Alajuela que disponga lo necesario para eliminar el problema de acumulación de aguas residuales en el sector señalado por el recurrente, dentro de los ocho días posteriores a la notificación de esta sentencia, en el evento que aún no lo haya realizado en las fechas indicadas en el informe. CL

6336-11. PERMISOS. RELLENO SANITARIO EN OROTINA NO CUENTA CON ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL. Reclama el recurrente que para  la construcción de un relleno sanitario en el cantón de Orotina, no se realizó un estudio de impacto ambiental. En ese sentido, reclama que producto de los lixiviados existe el riesgo de contaminación de las aguas subterráneas y superficiales, lo que solo se puede determinar con un estudio de impacto ambiental previo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
6197-11. TALA DE ÁRBOLES. UBICADOS EN ACERAS Y PARQUES.  Acusa el recurrente que las Municipalidades recurridas han incurrido en una tala injustificada e indiscriminada de árboles que se ubican en las aceras y parques de tales cantones. En este caso consta que las Municipalidades recurridas se han limitado a realizar aquellas podas o talas de árboles que han resultado necesarias para garantizar la seguridad de los habitantes y personas que transitan por sus cantones, así como para proteger las viviendas e infraestructura urbana de la zona. Se agrega que, en el caso de ambas Municipalidades, se informa que existen programas de reforestación de árboles que, por sus características, no se constituyan en fuente de riesgo o peligro. Por lo que no se constata que se haya incurrido en una infracción a los derechos fundamentales del amparado. SL

6126-11.  AGUAS. DESCARGA DE AGUAS NEGRAS EN URBANIZACIÓN. Aduce el recurrente que la autoridad recurrida no ha cumplido con las órdenes sanitarias dictadas por el Área Rectora de Salud de Limón, en las que se les ordena brindar una solución adecuada al problema de aguas negras que existe en la Urbanización Limón 2000. En este caso considera la Sala que se han realizado las acciones del caso para brindar una solución efectiva a la problemática que existe en la Urbanización Limón 2000, toda vez que, ya se cuenta con un presupuesto para la rehabilitación del sistema de recolección y tratamiento, y se haga la contratación de dicha rehabilitación, a solicitud del Ministerio de Vivienda, por lo expuesto procede declarar sin lugar el recurso. SL  

6248-11. AGUAS. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL GENERADA POR ACEQUIA.  Alega el recurrente que  en el Roble de Puntarenas existe una acequia que se ubica en las cercanías del templo católico, la cual constituye un foco de contaminación para la población; no obstante, las autoridades recurridas no adoptan las medidas correspondientes, a fin de evitar la situación.  Consta en este caso que las autoridades recurridas han tomado las acciones necesarias para resolver el problema, razón por la que procede declarar sin lugar el recurso, no sin antes advertir a las autoridades recurridas, que deben de tener presente la obligación de darle seguimiento a las acciones adoptadas para mitigar el problema de contaminación acusado por el amparado en el presente recurso, así como también de adoptar las medidas autorizadas por la Ley y que sean pertinentes, cuando así se requiera. Se declara SIN lugar el recurso. Tomen nota las autoridades recurridas de lo dispuesto en el último considerando de esta sentencia. SL
5931-11. AGUAS. SE ORDENA REALIZAR ESTUDIO TÉCNICO SOBRE EL TRATAMIENTO DE AGUAS RESIDUALES DEL CONDOMINIO RESIDENCIAL SAN AGUSTIN DE HEREDIA. Alega el recurrente  que en el año dos mil cuatro inició la construcción del Residencial Hacienda San Agustín de aproximadamente novecientas casas de clase media alta, en San Francisco de Heredia. Establece que desde entonces el tanque de tratamientos de aguas residuales (negras) de dicha urbanización nunca ha operado, por lo que despide malos olores los cuales afectan las viviendas de dicho lugar y ponen en peligro su salud y la de las familias vecinas. Señala que a pesar de sus denuncias, el problema no ha sido resuelto. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Salud, que en forma inmediata dicte las disposiciones e instrucciones que correspondan, para que se  realice un estudio técnico completo y definitivo sobre la situación del sistema de tratamiento de aguas residuales del Condominio Residencial San Agustín, y que en un plazo no mayor a 6 meses contado a partir de la comunicación de esta sentencia, le ordene a todos los administrados responsables de su funcionamiento, que verifique la realización de los trabajos que se requieran, para evitar el problema de contaminación aquí acusado.  Se ordena al Presidente del Tribunal Ambiental Administrativo, que en forma inmediata notifique la resolución que ese órgano hubiere dictado respecto del caso por contaminación a que se refiere este asunto, a todos los denunciantes e interesados que en el procedimiento administrativo hubieren señalado medio para comunicaciones. Notifíquese además al Ministro de Ambiente, al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, al Servicio Nacional de Aguas Subterráneas Riego y Avenamiento en la persona del Presidente de su Junta Directiva, a la Secretaría Técnica Nacional Ambiental en la persona de su Secretario General, y a la Empresa de Servicios Públicos de Heredia en la persona de su Gerente General, para que conforme con sus respectivas competencias legales, cada institución determine si debe intervenir en el rediseño de la obra, con el objetivo de salvaguardar los bienes jurídicos que se han lesionado. CL
5918-11. AGUAS. SE ORDENA RESOLVER PROBLEMA DE AGUAS ESTANCADAS EN ACEQUIA. Alega la recurrente que su propiedad limita con una acequia, que produce  malos olores, ratas, insectos, y las aguas se encuentran estancada, además que el vecino corrió el cauce para tener más espacio, lo cual la ha afectado por cuanto desestabilizó su terreno. Debido a  lo anterior,  acudió a  la Municipalidad de Desamparados y al Ministerio de Salud, pero el problema  no ha sido solucionado. Se declara con lugar el recuso únicamente por la acusada contaminación de la acequia. Se ordena a la Directora a.i. del Área Rectora de Salud de Desamparados y a la Alcaldesa de la Municipalidad de Desamparados, que en el plazo de UN AÑO contado a partir de la comunicación de esta sentencia adopten las medidas necesarias y resuelvan definitivamente el problema sanitario aquí acusado, en coordinación con los demás órganos y entes que tengan competencias específicas en esta materia, en particular, el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. En los demás extremos alegados, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
5862-11. EMPRESA PRIVADA GENERA CONTAMINACIÓN A HUMEDALES EN LIMÓN.  Menciona el recurrente que el  Área de Conservación Amistad Caribe del MINAET no ha realizado las gestiones tendientes a proteger los humedales ubicados en Limón ante la contaminación realizada por la empresa RADA S.A. En este caso estima la Sala, que actualmente se tienen paralizadas las obras hasta tanto no se cumpla con lo ordenado por SETENA, razón por la cual, procede declarar sin lugar el recurso. SL 

5868-11. CONTAMINACION SONICA. GENERADA POR EMPRESA DE TRANSPORTES. Acusa el recurrente que frente a su propiedad funciona sin los permisos correspondientes la empresa de Transportes Carrizal, la cual además  genera contaminación sónica. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

ASAMBLEA LEGISLATIVA
6021-11. ACUERDO. ACUERDO DE ASOCIACIÓN COSTA RICA Y MEXICO. Consulta Legislativa referente al proyecto de ley de aprobación del "ACUERDO DE ASOCIACIÓN ESTRATÉGICA ENTRE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA Y LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS", que se tramita en el expediente legislativo número 17.587. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que esta Sala no encuentra, en el trámite legislativo dado al proyecto de ley para la aprobación del "Acuerdo de Asociación Estratégica entre la República de Costa Rica y los Estados Unidos Mexicanos", suscrito el 30 de julio de 2009, ni en las normas en él contenidas, disposiciones que contraríen los preceptos constitucionales vigentes, ni la doctrina y principios que los informan.

5550-11. VOTACION. SE IMPUGNA ELECCIÓN DE PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA. Señala el recurrente que el día primero de mayo del año en curso, el Directorio Legislativo, procedió a realizar la elección del Presidente de la Asamblea Legislativa para el presente periodo. No obstante, considera que no se siguió el procedimiento para tal efecto, conforme lo dispone la normativa correspondiente. En virtud de lo señalado, estima la parte recurrente que se debe anular la votación referida y el resultado del plenario. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano el recurso. RP
BANCARIO 
5846-11. OPERADORA DE PENSIONES. DEMORA EN EL PAGO DEL FCL.  Alega el recurrente que el día dos de abril de  este año le solicitó a la Operadora de Pensiones BN VITAL del Banco Nacional que le fuera depositado el fondo de capitalización laboral –FCL; no obstante, ha transcurrido el tiempo concedido por la Superintendencia de Pensiones y no se le ha depositado el dinero que le corresponde. Considera que se le debe obligar a la entidad recurrida a depositar de forma inmediata el fondo de capitalización en disputa y los intereses por mora. En este caso, concluye la Sala que por ser un  asunto de legalidad ordinaria, deberá la parte recurrente acudir ante la vía de legalidad respectiva, por lo que procede rechazar de plano el recurso. RP
5786-11.  INFORMACIÓN CREDITICIA. NIEGAN PRÉSTAMO POR RECORD CREDITICIO.  Indica el recurrente que el Banco Popular y de Desarrollo Comunal debido a un atraso en el pago de sus cuotas bancarias, le negó la posibilidad a concederle un préstamo para arreglar su situación económica. Refiere que como consecuencia, la Superintendencia General de Entidades Financieras le ha imposibilitado ser sujeto de crédito ante diversas entidades bancarias. En este caso la Sala  cambió su criterio en relación a la posibilidad de los bancos comerciales de mantener en sus bases de datos la información crediticia de sus clientes, lo anterior sin sujeción a un límite temporal y con el propósito de valorar el riesgo de las operaciones crediticias (sentencia número 2007-01455 de las 8:05 horas del 2 de febrero de 2007),  por lo expuesto se rechaza por el fondo el recurso. RF 

5809-11. CUENTAS BANCARIAS. SE ORDENA EXPLICAR MOTIVOS DE BLOQUEO DE CUETAS. Indica el recurrente que debido a un negocio de ventas promocionales que realizó se presentó a la sucursal del Banco Interfin, donde realizaron varias gestiones financieras y al finalizarlas el oficial de seguridad del banco los trasladó a una oficina, donde los mantuvieron detenidos. Un oficial de seguridad bancaria les quitó sus tarjetas. Al día siguiente volvió al Banco para obtener información sobre lo sucedido, y allí tuvo conocimiento que lo estaban ligando con una banda de estafadores bancarios. Afirma que sus cuentas fueron bloqueadas desde hace cuatro años tanto en el Banco Interfin  como en el Banco de Costa Rica, sin que se haya resuelto aún nada sobre lo sucedido, ni se les haya informado de ningún proceso en su contra, con los perjuicios que eso implica para su negocio e imagen.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Junta Directiva del Banco Scotiabank de Costa Rica Sociedad Anónima, y al Gerente General del Banco de Costa Rica, hacer constar al actor, por escrito, los motivos por los cuales sus cuentas con esa institución permanecen bloqueadas, en el plazo de tres días, contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. CL

CIVIL
6802-11. REMATES. REQUISITOS PARA REMATE DE PROPIEDADES HIPOTECADAS. Acción de Inconstitucionalidad en contra del artículo 71 inciso 5), último párrafo de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional. La norma dispone: “5) Para participar en remates judiciales no es necesaria la presencia de gerentes o apoderados judiciales del Banco, pudiendo hacerlo -aparte de sus personeros- los abogados, a quienes se les haya encargado la dirección profesional del asunto de que se trate, siempre y cuando en los autos aparezca autorización expresa en ese sentido. Si el respectivo personero o abogado director no estuvieren presentes, la subasta no se llevará a cabo.”.  Alega la accionante que la norma es inconstitucional en cuanto dispone que en los remates judiciales en que participen Bancos, la subasta no se podrá realizar si el respectivo personero o abogado director del Banco no está presente. Estima que tal disposición lesiona los principios de igualdad, debido proceso y acceso a la justicia pronta y cumplida, establecidos en los artículos 33, 39 y 41 de la Constitución Política pues somete la realización del remate – y con ello la terminación del proceso y la recuperación de la deuda-,  a la actuación de un tercero, sin que las otras partes del proceso accionar para continuar con el mismo. Se declara con lugar la acción planteada y en consecuencia se anula por inconstitucional la oración "Si el respectivo personero o abogado director no estuvieren presentes, la subasta no se llevará a cabo" que está contenida en el inciso 5) del artículo 71 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, número 1664 del veintiséis de setiembre de mil novecientos cincuenta y tres y sus reformas.-  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. CL

6395-11. MANDATO. TERMINACIÓN DEL MANDATO Y SU INTERPRETACIÓN JURISPRUDENCIAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 1280 del Código Civil y su interpretación. Alega el accionante que la norma cuestionada lesiona el derecho de acceso a la justicia, en una interpretación evolutiva del derecho procesal general según la cual el legislador no está facultado para imponer obstáculos excesivos o irrazonables al acceso al proceso. Asimismo, estima que la denegatoria de los jueces del recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia supone un uso excesivo e irrazonable de sus potestades, pues deja de lado que la falta que se acusa es subsanable. Considera la Sala que la norma no provoca una violación al derecho de acceso a la justicia, pues bastaría con que el mandante tome las previsiones del caso, para que esa revocatoria tácita no se produzca. Por seguridad jurídica la emisión de un nuevo poder tiene efectos restrictivos; sin embargo, esa circunstancia no viola ningún derecho fundamental. Ciertamente, el legislador podría haber escogido otro esquema; sin embargo, el escogido no roza con el Derecho de la Constitucional y los jueces deben aplicarlo tal cual, pues además, el contenido de la norma no deja margen para duda o confusión. RF
COMERCIO
6976-11. SANCIONES. SE IMPONEN SANCIONES A EMPRESAS FINANCIERAS. Acción de inconstitucionalidad en contra de los  artículos 157.1), 6), 159.14), 15), 158.18), 159.21), 158.2), 158.4) y 160.3), 160.5), 160.6) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores.  Las normas se impugnan por los siguientes motivos: El artículo 157,  incisos 1), 6) y 18) se impugna en cuanto contiene disposiciones abiertas, a saber, realizar ‘actividades ajenas al objeto legal o reglamentariamente autorizado’, ‘irregularidades esenciales que dificulten conocer la situación patrimonial o financiera de la entidad o las operaciones en que participen’, ‘inviertan en cualesquiera activos distintos de los autorizados legalmente’, que no describen de forma concreta las conductas descritas como ‘infracciones muy graves’. El inciso 6) no define que es un vicio o irregularidad ‘esencial’, lo que deja su determinación en manos de las autoridades. Se acusa que las normas impugnadas no cumplen los principios de tipicidad, proporcionalidad y racionalidad, tutelados por el artículo 39 de la Constitución Política, pues no definen conductas sino que las delegan en reglamentos dictados por el Conassif o la Sugeval, algunos de los cuales aún no han sido dictados. El artículo 158 incisos 2) y 4), establece sanciones totalmente desproporcionadas cuya aplicación, más que sancionar, puede llevar a la quiebra de una empresa. El artículo 159, incisos 15, 18 y 21 se impugna en cuanto no describe las conductas consideradas graves, pues las delega en el texto de los artículos 64, 71 inciso d) o 84 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, disposiciones que tampoco las definen. Por su parte, el artículo 160 incisos 3), 5) y 6) establece una pena fija, sin ningún tipo de gradación, lo que hace que las sanciones sean desproporcionadas y provoquen arbitrariedades.  Estése la parte accionante a lo resuelto en la sentencia número 2011-004430 de las 10:31 horas del 1° de abril de 2011 en relación con los artículo 157 inciso 6) y 158 inciso 2) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, donde se consideró que no eran inconstitucionales. En lo atinente a las otras normas impugnadas, numerales 157 inciso 1), 158 inciso 4), 159 incisos 14), 15) 18) y 21) y 160 incisos 3), 5) y 6) de la citada Ley, se declara sin lugar la acción. SL

6400-11. CEMENTERIOS. PORCENTAJE DE NICHOS QUE DEBEN CONTEMPLAR CEMENTERIOS PRIVADOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 27 del Reglamento General de Cementerios. Decreto Ejecutivo No. 32833-S del 03 de agosto del 2005. La norma se impugna en cuanto dispone: “Artículo 27. Deberá contemplarse un número no menor del 5% del total de los nichos para indigentes y contingencias.” Manifiestan los accionantes que la norma lesiona los artículos 45, 46 y 140 inciso 3) de la Constitución Política. El Reglamento General de Cementerios es un reglamento ejecutivo que desarrolla el contenido de varios artículos de la Ley General de Salud. Sin embargo, ni esos artículos ni cualquier otro de la Ley de Salud, autorizan al Poder Ejecutivo para desarrollar las limitaciones al derecho de propiedad y libre empresa que establece el artículo 27 impugnado. La limitación impuesta por el artículo 27 es materia de reserva de ley, por tratarse de limitaciones a derechos fundamentales. Adicionalmente, al haber excedido este reglamento los límites de la potestad reglamentaria ha violado el artículo 140 inciso 3) de la Constitución Política. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Jinesta salvan el voto y declaran la acción con lugar con todas sus consecuencias. SL

5966-11. BOLSAS DE COMERCIO. REGULACIÓN DE LAS BOLSAS DE COMERCIO. Acción de Inconstitucionalidad contra del Transitorio IX de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, así como el reglamento para las Bolsas de Comercio del CONASSIF. Señala el recurrente que el transitorio impugnado indica que las bolsas de producto estarán sujetas a la regulación y supervisión de la Superintendencia, con base en las normas y principios conferidos en la ley que les sean racionalmente aplicables y mientras no se dicte una legislación especial que las regule, para lo cual, la Superintendencia dictará una reglamentación especial. Aduce que en esa norma no está claro a cuáles bolsas se refiere. Afirma que el Código de Comercio se ocupó de las bolsas de comercio, que incluían las de valores y según el mismo CONASSIF (Reglamento para Bolsas de Comercio) bolsas de comercio en sentido estricto son las que comercian cualquier tipo de bienes, diferentes de los valores. Sin embargo, el transitorio IX no se refiere a bolsas de comercio, sino sólo a bolsas de productos y productos no es sinónimo de cualquier tipo de bien diferente de los valores, sino sólo los resultantes de la actividad humana, incluyendo la mera recolección. Se permite regular y supervisar a las bolsas, no a otros sujetos. Por eso, no pueden regularse los puestos de bolsa ni los agentes de bolsa. En cuanto al Reglamento, señala que dado que el mismo se emite con base en el transitorio, que es meridianamente inconstitucional, dispone una delegación ilícita y por esa razón es inconstitucional. Acusa que con el transitorio IX las bolsas de productos quedaron sin regulación legal alguna y precisamente lo que se hace es facultar a la Sugeval-Conassif para dictarla discrecionalmente, pues la remisión a las normas y principios de la Ley Reguladora del Mercado de Valores es inocua respecto de las bolsas de productos, que son otra cosa, comparadas con las bolsas y el mercado de valores. En el caso de las bolsas de productos y fuera de lo que prescribe el Código de Comercio, no hay regulación alguna a nivel de ley. Lo que hay es simplemente una delegación a favor de un órgano cualquiera para que dicte la regulación primaria, sin siquiera ofrecer un parámetro razonable, pues no es la Ley Reguladora del Mercado de Valores, dictada para otro tipo de actividad, sustancialmente diferente, la que debe aplicarse. Se declara con lugar la Acción de Inconstitucionalidad por mayoría. Se anula el Transitorio IX de la Ley Reguladora del Mercado de Valores N° 7732 de 17 de diciembre de 1997, publicada en La Gaceta N° 18 de 27 de enero de 1998 y el Reglamento para las Bolsas de Comercio, emitido por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y publicado en La Gaceta N° 188 de 22 de octubre de 2006. De acuerdo con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensiona en el tiempo la nulidad aquí pronunciada, la que regirá prospectivamente al cumplirse un año de la presente sentencia, con el objeto de evitar dislocaciones a la seguridad, a la justicia y a la paz social. Lo anterior, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, las situaciones jurídicas consolidadas por prescripción, caducidad o sentencia con autoridad de cosa juzgada material. Comuníquese a la Procuraduría General de la República, al accionante, a las partes del asunto previo y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. Publíquense los avisos e íntegramente el voto en el Boletín Judicial y reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese. Los Magistrados Mora, Jinesta y Araya salvan el voto y declaran sin lugar la acción. CL
CONTRATOS O LICITACIONES
6015-11. PERMISOS. REVOCATORIA DE CONCESIÓN O PERMISO DE TAXI. Acción de Inconstitucionalidad contra el inciso m) del artículo 41 de la Ley 7593 “Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. El accionante reclama que la norma impugnada vulnera el principio de tipicidad y constituye una norma penal en blanco, porque la conducta calificada como objeto de la sanción no está precisada, lo que permite la libre interpretación del juez o de la Administración.  Alega que al disponer la revocatoria del permiso por las causales que establezca la ley,  en forma general, sin indicar a cuál ley se refiere, crea incerteza jurídica. No obstante lo anterior,  esta Sala en reiteradas ocasiones, ha considerado que el principio de tipicidad en materia disciplinaria, no se aplica de la misma forma que en el Derecho Penal, por cuanto las condiciones para ambos son diferentes. En  primer término, las conductas a sancionar en materia disciplinaria, no son reserva de ley, por lo que pueden ser establecidas vía reglamento, en virtud de la potestad reglamentaria de algunos órganos. Además, en esta materia  surge la necesidad de utilizar conceptos jurídicos indeterminados o de remitir a otras leyes, las cuales deberán interpretar y aplicar los órganos encargados,  ya que las faltas sancionables lo son en razón del incumplimiento de deberes y cada una de esas conductas pueden variar y  tener diferentes niveles de gravedad, lo que hace  imposible  su tipificación. En ese sentido, no resulta inconstitucional la utilización de normas abiertas para sancionar conductas en el régimen de disciplinario, siempre que estos conceptos permitan ser concretados (ver en igual sentido las sentencias 12402-04, 9685-2001, 7631-2001, 9389-2001, 454-2001, 1265-95, 5594-94 y 1877-90).  Por otra parte, hay que tomar en cuenta, que en materia administrativa existe una amplia gama de normas y principios que conforma  el Derecho Administrativo, las cuales deben ser aplicadas e interpretadas por los diferentes órganos y entes de la Administración, en forma integral y no aisladamente.  Específicamente, en el caso de los permisos o concesiones de transporte público, existen diferentes normas relacionadas con su otorgamiento, control y eliminación, por lo que es posible encontrar varias normas, en las que se contemplen distintas clases de causales de revocatoria, sin que éstas sean excluyentes. En consecuencia, al momento de aplicarse dichas normas deben, necesariamente, analizarse en conjunto e incluso hacer remisiones a otras leyes, a fin de evitar contradicciones entre sí.  Así las cosas, no es contrario al Derecho de la Constitución, la remisión a la ley que establece la norma  impugnada. RF
DERECHO A LA EDUCACIÓN

6881-11. EDUCACIÓN ESPECIAL. SE ORDENA INTEGRAR A MENOR EN EL SISTEMA DE AULA ABIERTA. Menciona la recurrente que a su hijo se le prohibió continuar en un proyecto de educación especial para niños y jóvenes que sobrepasan la edad y aún  no ha culminado el sexto grado en la  Educación Formal,  denominado " Programa de Aula Abierta". Explica que  el  director de la escuela le informó que debido a que la administración anterior, por un error, no llenó la boleta de transferencia de aula regular a un aula abierta, se procedería a devolver  a su hijo  al último año que cursó en  la educación regular, por cuanto lo había reprobado. Explica que durante los tres primeros meses del presente curso lectivo, el amparado ha permanecido en el Programa mencionado y hasta en este momento, el Director se percata del error cometido, por lo que le comunicó que se  devolverá al amparado a tercer grado. Refiere que el tutelado no quiere volver a  la escuela, por cuanto para él es un retroceso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de la Escuela Ismael Coto F., en San Josecito de Alajuelita, disponer lo necesario para que el menor se integre en el sistema de aula abierta, de inmediato, en el nivel que le corresponda, así como que se le brinde el apoyo educativo necesario para regularizar su situación escolar. CL
6852-11. MATERIAS. CLASES DE RELIGIÓN. SE ORDENA RESTITUIR LECCIONES. Alegan los recurrentes la omisión  de las autoridades recurridas de nombrar un docente que le imparta a los amparados, alumnos de la Escuela Andrés Corrales Mora, la materia de educación religiosa. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Ministro, a la Viceministra Administrativa y a la Viceministra Académica, todos del Ministerio de Educación Pública, realizar las gestiones pertinentes a efecto que, DE MANERA INMEDIATA, se nombre un profesor, con especialidad en educación religiosa, en la Escuela Andrés Corrales Mora, a efecto de garantizar el proceso educativo de los amparados. CL
6880-11. SANCIÓN.  SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO.  Manifiesta la recurrente  que la amparada es estudiante de undécimo año del centro educativo recurrido, y la Directora del Liceo junto con algunos profesores e integrantes del Comité de Evaluación, se apersonaron al aula donde se encontraban recibiendo matemáticas, e informó que tenían conocimiento de las personas estudiantes de ese grupo que habían robado el examen de biología que ese mismo día se había aplicado al estudiantado. Establece que algunos padres fueron convocados al Liceo a una reunión, y se les  informó que sus hijos e hijas estaban involucrados en el robo de dicho examen, motivo por el cual, serían suspendidos, se les aplicaría un rebajo en la nota de conducta, y se le impondría la obligación de realizar una acción correctiva. Dice que efectivamente se le entregó un comunicado en el que se le comunicaba la  suspensión de clases por siete días naturales, así como el rebajo de diecinueve puntos en la nota de conducta. Se declara con lugar el recurso. Se anula la acción correctiva impuesta a la amparada el 14 de abril de 2011, de suspensión de 7 días naturales y de rebajo de 19 puntos de la nota de conducta en el Liceo Virgen de la Medalla Milagrosa de Rancho Redondo de Guadalupe y, en ese sentido, se ordena retrotraer el procedimiento a fin de que se le haga nuevamente el respectivo traslado de cargos, cumpliendo con todas las garantías constitucionales. CL
6946-11. BECA. SUSPENSIÓN INJUSTIFICADA Y NOMBRAMIENTO DE PROFESORA DE EDUCACIÓN ESPECIAL. Reclama la recurrente que su hijo sufre de "síndrome de Noonan", el cual le ha provocado un retardo mental y en el centro educativo donde estudia no se ha nombrado docente especializada en enseñanza especial, lo que afecta la educación del menor; además es  beneficiario de una beca de FONABE y durante el curso lectivo 2011 no se le ha depositado. En cuanto al derecho a la educación, consta que a raíz del amparo, se procedió a nombrar una profesora de enseñanza especial en la especialidad de retardo mental, a fin de garantizarle al amparado su derecho a la educación. En ese orden de ideas, se impone declarar con lugar el recurso, únicamente, para efectos indemnizatorios. Respecto de la suspensión de la beca, se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Fondo Nacional de Becas, disponer lo necesario para que, de inmediato, se informe a la recurrente,  los datos que debe actualizar para poder continuar el trámite de beca de su hijo y, una vez suministrados, de ser procedente, conferir sin demora el beneficio. CL
6552-11. CENTRO EDUCATIVO. CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA. Indica la recurrente que funcionarios del Área Rectora de Salud recurrida, procedieron a clausurar por medio de una orden sanitaria, una aula en la Escuela Monseñor Clodoveo Hidalgo, en donde se impartía preescolar y además operaba como aula integrada para niños con discapacidad. Además, se ordenó el cierre de dos servicios sanitarios, una bodega y el aula de orientación. Refiere que dichas clausuras se ordenaron en virtud de que el centro educativo limita con el IBAIS de Salud de San Isidro de San Ramón, cuyo muro divisorio fue afectado a consecuencia de las aguas lluviosas y fluviales. Manifiesta que en el centro educativo se realizaron trabajos tendentes a dar solución al problema, tales como la construcción de drenajes y alcantarillados, con lo cual, actualmente dichas aguas no caen directamente al muro. No obstante, autoridades del Ministerio recurrido se niegan a ordenar el levantamiento de la orden de clausura, bajo el supuesto de que debe realizarse un muro nuevo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Salud, y a la Directora del Área Rectora de Salud de San Ramón, adoptar de inmediato las actuaciones que se encuentren dentro de sus ámbitos de competencia, para que se valore la situación real actual del muro divisorio entre la Escuela Monseñor Clodoveo Hidalgo y el EBAIS de San Isidro de San Ramón, y se adopten y cumplan de manera efectiva las órdenes tendentes a la solución integral del problema planteado, que permita en su momento el consiguiente levantamiento de la declaratoria de inhabitabilidad dictada en el oficio número RCO-URPAH-ING-LAM-002-2007. CL

6580-11. CENTRO EDUCATIVO.  CIERRE DE CENTRO POR PARTE DE LA JUNTA DE EDUCACIÓN. Alega la recurrente que el centro educativo donde estudian  las menores amparadas fue cerrado por cuarta vez por los miembros de la Junta de Educación  sin considerar las consecuencias de dicha actuación, lo cual impidió la realización de las pruebas del primer periodo y a ella como docente, le impidió laborar. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia se ordena a: 1) al Director Regional de Educación de Puntarenas, que en caso de que se vuelva a presentar la situación que originó la presentación de este recurso, proceder de inmediato a tomar todas las acciones pertinentes -en cuenta solicitar el auxilio de la fuerza pública- para que exactamente en el mismo instante en que se pretenda cerrar el centro educativo por parte de padres de familia, miembros de la Junta de Educación o cualesquiera otra persona, se impida el cierre, y el centro educativo continúe abierto prestando el servicio público de educación, 2) al Presidente de la Junta de Educación de la Escuela Augusto Colombari Chicoli,  no interrumpir más nunca en el futuro el proceso educativo de dicha centro educativo como medida de presión. 3) al Director Regional de Educación de Puntarenas, y al Director interino de la Escuela Augusto Colombari, proceder de inmediato a adoptar las medidas pertinentes para reponer las clases perdidas por los estudiantes de dicha escuela a fin de cumplir a cabalidad con el plan de estudios establecido. 4) Se ordena testimoniar piezas ante el Ministerio Público para que investigue el incumplimiento de lo resuelto en la Sentencia número 2010-011937 de las once horas y diecisiete minutos del nueve de julio del dos mil diez por parte del Director Regional de Educación de Puntarenas, y a la Presidente de la Junta de Educación de la Escuela Augusto Colombari Chicoli, 5) Al Ministro de Educación que, en el plazo de cuarenta y ocho horas, contado a partir de la notificación de esta resolución, le abra al Director Regional de Educación de Puntarenas un procedimiento administrativo disciplinario por incumplir las órdenes impuestas por este Tribunal en la Sentencia número 2010-011937 de las once horas y diecisiete minutos del nueve de julio del dos mil diez. 6) Al Presidente del Concejo Municipal de Puntarenas llevar a discusión de dicho Concejo la desobediencia de los miembros de la Junta de Educación de la Escuela Augusto Colombari de la resolución de esta Sala número 2010-011937 de las once horas y diecisiete minutos del nueve de julio del dos mil diez y tomar las acciones que correspondan en contra de dicha Junta.  CL

6554-11. CENTRO EDUCATIVO. SE ORDENA CONTINUAR CON APLICACIÓN DE TERAPIA DEL LEGUAJE.  Menciona la recurrente que su hija recibe terapia de lenguaje en la Escuela Ciudadela de Pavas, en condiciones deplorables, tanto de higiene, seguridad y accesibilidad, inclusive, en el año dos mil nueve el Ministerio de Salud giró una orden sanitaria y declaró inhabitable el inmueble. Indica que por la situación descrita, su hija no recibe terapia del lenguaje. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por la lesión del derecho a la educación. En consecuencia se ordena a la Directora de la Escuela Ciudadela de Pavas, que DE MANERA INMEDIATA, tome las medidas necesarias que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se brinde la especialidad de terapia del lenguaje a la tutelada y a los demás menores debidamente matriculados. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL

6584-11. CENTRO EDUCATIVO. SE ORDENA CONTINUAR CON APLICACIÓN DE TERAPIA DEL LEGUAJE. Acusa la recurrente que  su hijo  padece de Síndrome de Down y está matriculado en la escuela recurrida. Alega que actualmente la amparada no recibe las lecciones de terapia de lenguaje, lo cual le impide potenciar su desarrollo integral. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a  la Jefa del Departamento de Educación Especial, de la Dirección de Desarrollo Curricular, a la Directora del Centro Educativo Ciudadela de Pavas de la Dirección Regional de San José Oeste, y al Ministro de Educación, todos del Ministerio de Educación Pública, de inmediato realicen las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se garantice la continuidad de las lecciones de terapia de lenguaje que se le venían impartiendo a la menor amparada en la Escuela Ciudadela de Pavas. CL

6017-11. SANCIONES. REGLAMENTO DISCIPLINARIO DE LA UCR. Acción de Inconstitucionalidad contra los incisos j) y k) del artículo 4) del Reglamento de Orden y Disciplina de los Estudiantes de la Universidad de Costa Rica, aprobado en la sesión 4207-05, 21 de agosto de 1996, según reforma adoptada en la sesión del Consejo Universitario de la Universidad de Costa Rica # 5414 del 9 de diciembre del 2009, publicado en la Gaceta Universitaria N. 45-2009. La accionante considera que las normas impugnadas lesionan los principios de legalidad y tipicidad penal y la libertad de expresión. En este caso, no encuentra esta Sala que las infracciones que se regulan en los incisos j) y k) del artículo 4 del Reglamento sean vagas o imprecisas. Aunque la accionante señala que el vocablo “plagiar” contenido en el inciso j) del artículo 4 impugnado, tiene varias acepciones en el idioma castellano, y que no define taxativamente las “obras intelectuales” que regula, lo cierto es que la norma no es imprecisa ni vaga pues al indicar que la conducta considerada falta muy grave es “plagiar una obra intelectual de cualquier tipo” se entiende que claramente que se trata de sancionar una acción que irrespete el derecho a la propiedad intelectual de un tercero. Asimismo el inciso k) es claro en el sentido de que la conducta sancionable es la del estudiante que presente como suya una obra intelectual elaborada por otro, con el fin de cumplir requisitos de cursos, trabajos finales de graduación o actividades académicas similares. La frase “actividades académicas similares” no resulta inconstitucional a la luz de los precedentes transcritos, ya que sería imposible enlistar la totalidad de los trabajos o actividades que los estudiantes universitarios deben realizar a fin de cumplir sus deberes como estudiantes, tomando en cuenta la diversidad de disciplinas que allí se imparten. La accionante señala que los incisos j) y k) del artículo 4 del Reglamento de Orden y Disciplina de la Universidad de Costa Rica lesionan la libertad de expresión consagrada en el numeral 29 constitucional, así como el 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos, porque no indican taxativamente cuáles son las obras intelectuales que se prohíbe plagiar ni las excepciones a los derechos de autor que nuestro ordenamiento contempla. Tales reparos tampoco son de recibo, pues la libertad de expresión se refiere a la libertad de difundir ideas o pensamientos propios sin previa censura, sujeto únicamente a responsabilidad posterior  por abusos cometidos en su ejercicio en los casos que la ley establezca. Las normas cuestionadas no limitan ilegítimamente esta libertad sino que son  acordes con otro principio básico, reconocido por el constituyente, en el sentido de que el autor e inventor de una obra artística, tiene derecho de propiedad sobre su obra, con arreglo a la ley (artículos 47y 121, inciso 18, de la Constitución Política). Finalmente, los reclamos de la recurrente  por la supuesta infracción al derecho al debido proceso y derecho de defensa en el procedimiento disciplinario seguido en su contra, no pueden ser resueltos en la acción de inconstitucionalidad,  sino en el recurso de amparo. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a la alegada infracción de los principios de legalidad, tipicidad y la libertad de expresión. En lo demás se rechaza de plano.  RF y RP
5865-11. CENTRO EDUCATIVO. NOMBRAMIENTOS PROFESORES PARA ESTUDIANTES NO OYENTES. Menciona la recurrente violación al derecho de educación de los estudiantes no oyentes del Colegio Gregorio José Ramírez debido a que el Ministerio de Educación Pública no quiso abrir nuevos códigos de intérpretes para la demanda existente.  En este caso concluye la Sala que en ningún momento se demuestra que los alumnos de ese proyecto se les haya suspendido las clases, o bien, que no hayan tenido un maestro a su disposición, con lo que se comprueba que no se les ha interrumpido el proceso educativo a los estudiantes, razón por la cual procede declarar sin lugar el recurso. SL

5914-11. CENTRO EDUCATIVO. CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA PARA ALUMNOS CON DISCAPACIDAD. Menciona la recurrente que el amparado padece discapacidad visual y una enfermedad que le produce un debilitamiento progresivo en su sistema óseo. Manifiesta que el tutelado es alumno de cuarto grado del Centro Educativo El Bosque, y en dicho lugar se le violenta el derecho a la educación, por cuanto el centro educativo en mención carece de rampas y condiciones aptas para sus necesidades, según lo establecido en la Ley 7600. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Supervisor de la Dirección Regional de Cartago del Ministerio de Educación Pública y a la Directora del Centro Educativo El Bosque; garantizar de forma inmediata a la comunicación de este recurso, el acceso y continuidad de la educación del menor amparado, por los medios que resulten necesarios y óptimos que contempla la misma Ley 7600 y que de manera inmediata giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que en el plazo de tres meses, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, las instalaciones del Centro Educativo El Bosque cuente con las respectivas rampas de acceso y movilización externas e internas para las personas con discapacidad. CL
5928-11. CENTRO EDUCATIVO PRIVADO. NIEGAN ENTREGA DE NOTA. Alega la recurrente que se le esta violando  el derecho a la educación a su hijo, por  cuanto la escuela recurrida se niega a entregarle las notas del I y II periodo del año 2010, así como constancia  de estudios, lo cual le impediría aprobar el año.  Se declara CON lugar el recurso. Se ordena al Representante Legal del Sistema Educativo Whitman Costa Rica, entregarle de inmediato a los representantes del menor amparado las certificaciones de notas obtenidas y toda la documentación requerida para continuar su proceso educativo. 

DERECHO A LA INFORMACIÓN
6216-11. MUNICIPAL. CONVOCATORIA A AUDIENCIA PÚBLICA PARA DISCUTIR PLAN REGULADOR DE SAN JOSE. Alega la recurrente que la Municipalidad de San José, realizó un cambio en la convocatoria de una audiencia para analizar el Proyecto de Reformas al Plan Regulador de San José, denominado Plan Director Urbano (PDU), y sus reglamentos, pero no se consignó el lugar y la hora de la misma ni se indicó el texto del proyecto de reforma, lo cual genera una violación constitucional. Además, reclama que el Concejo aprobó el Proyecto de Reformas y autorizó a la Administración para que fuera publicado y puesto en conocimiento de la ciudadanía de previo a la audiencia; en ese acuerdo se indicó que se debían incluir dentro del Plan Regulador las variables ambientales solicitadas por la SETENA. En este caso consta que la convocatoria de la audiencia pública fue publicada con antelación suficiente; el acuerdo a que se refiere la recurrente, publicado, también, con antelación suficiente, modificó únicamente la fecha de la audiencia, no así ninguno de los demás elementos a considerar; por otra parte, la información sobre el proyecto, documentos y mapas, fueron puestos a disposición del público en la página web de la Municipalidad y en la plataforma de servicios. Por último, la aprobación del proyecto por parte del Concejo Municipal es un acto preparatorio, previo a su presentación al público, en el sentido de que el Concejo avala el proyecto de reformas y no implica la aprobación de las reformas. Por otra parte, las disposiciones ambientales que requieren incorporarse al Plan Regulador fueron incorporadas al proyecto y las demás están en proceso de aprobación de la SETENA, para su posterior aprobación independiente de la del Plan, mediante el procedimiento legalmente previsto. 

6123-11. LABORAL. NIEGAN INFORMACIÓN SOBRE PROYECTO HIDROELÉCTRICO. Alega el recurrente que se le denegó el derecho de acceso a la información pública, porque el Instituto Costarricense de Electricidad le negó una información sobre un proyecto hidroeléctrico que no tiene nada que ver con el sector de telecomunicaciones. Estima esta Sala que si la información fue solicitada por la parte acusada dentro del marco de un procedimiento administrativo sancionatorio, con el objeto de ejercer su derecho de defensa, según se argumentó, ello no es razón para denegarla, pues al ser de carácter pública, es irrelevante la finalidad para la cual se requiere, e incluso, no puede la Administración cuestionar, para efectos de proporcionarla, su eventual utilidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Coordinador de Consultorías del Instituto Costarricense de Electricidad, brindar acceso y facilitar al recurrente la información que solicitó en su condición de representante legal de Ecoplan S.R.L., mediante oficio No. ACO-015-11 del 14 de febrero del 2011, dentro del plazo de diez días, contado a partir de la notificación de esta resolución. CL

5874-11. REDES SOCIALES. PUBLICACIÓN DE FOTOS EN FACEBOOK. Alega la recurrente que en la página de Facebook de la Universidad de Costa Rica, existe un afiche posteado, el cual considera que lesiona gravemente la moral y las buenas costumbres, al exponer imágenes sexuales aberrantes. En este caso, quedó probado que la publicación a que hace alusión la accionante, no fue elaborada ni publicada por la Universidad de Costa Rica, ni corresponde a la página oficial en Facebook de esa institución, que además hizo una aclaración pública de lo ocurrido. Es importante advertir que dado el funcionamiento y manejo de las redes sociales en Internet, no resulta irrazonable que este tipo de situaciones se puedan dar, máxime al considerar que se trata de un sitio web cuya administración pertenece a un sujeto de derecho privado y que es de fácil acceso y manipulación. SL
5851-11. MUNICIPAL. NIEGAN COPIAS DE GRABACIONES DE SESIONES. Indica el recurrente que se le denegó las grabaciones de las sesiones del Concejo Municipal, las cuales fueron requeridas en forma verbal el quince y veintiuno de marzo del año en curso. En este caso concluye la Sala que no es necesario un acuerdo del Concejo Municipal donde se autorice la disponibilidad de las grabaciones de las sesiones del Concejo Municipal. ( En este mismo sentido ver sentencias 11273-2000 y 1659-2005.). Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Presidente Municipal de la Municipalidad de Barva de Heredia, proporcionar  las grabaciones de las sesiones del Concejo Municipal que requiera el accionante  quién deberá de aportar el medio tecnológico que permita efectuar la grabación. CL

5835-11. INDÍGENA. NIEGAN INFORMACIÓN RELACIONADA CON ASPECTOS DE TERRITORIO INDÍGENA.  Argumenta el recurrente que el once de enero del dos mil once, solicitó información al Director del Proyecto Hidroeléctrico El Diquís, en Buenos Aires de Puntarenas, específicamente, sobre aspectos propios y circunscritos al Territorio Indígena de Térraba,  la cuál le fue denegada arbitrariamente. En este caso concluye la Sala que el interesado,  quién es miembro de la comunidad indígena, solicita información referente a contratos o convenios en tierras indígenas, por lo que se descarta que la información solicitada se encuentre en los casos de excepción del derecho a la información. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Director del Proyecto Hidroeléctrico El Diques del Instituto Costarricense de Electricidad, que de forma inmediata,  suministre al amparado la información que solicitó el once de enero del dos mil once, punto a). CL
5752-11. JUDICIAL. NIEGAN CERTIFICACIÓN. Menciona la recurrente que su representado solicitó una certificación a la autoridad judicial y a la fecha no ha sido emitida. En este caso estima la Sala que ese plazo transcurrido es excesivo para cumplir una labor administrativa, particularmente, sencilla como es la emisión de una certificación. Establece que la justificación brindada por la Jueza no es de recibo, pues si la gestión carecía de interés y habida cuenta que el memorial no se había extraviado, así debió indicado, razón  por el cual procede declarar con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Juez de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, emitir la certificación solicitada por el petente. CL

5815-11 LABORAL. NIEGAN  INFORMACIÓN DE EMPLEADO PÚBLICO. Menciona la recurrente que la autoridad recurrida se ha negado a brindarle información de interés público, referente a un funcionario del Consejo  de Seguridad Vial.  En este caso concluye la Sala que la información solicitada es de evidente interés público, referente a los puestos que ha venido desempeñando un funcionario público, la descripción de las funciones correspondientes a tales puestos y su grado académico. Información que no puede estimarse como confidencial ya que no afecta la intimidad o esfera privada de dicha persona, sino que se circunscribe a información netamente de interés público  relativa al puesto que ocupa o que ha ocupado un servidor público, la descripción de las funciones correspondientes a ese puesto y los atestados académicos del servidor para ocupar el puesto en cuestión, razón por la cual procede declarar con lugar el recurso. Se ordena al Encargada a. i. del Departamento de Gestión y Desarrollo Humano del Consejo de Seguridad Vial, que dentro del plazo de diez días contado a partir de la notificación de esta sentencia, brinde a la recurrente la información solicitada por medio del documento identificado con el número CDP-OF-046-2011. CL

DERECHO A LA SALUD

7063-11. TRATAMIENTO. SE ORDENA A LA C.C.S.S. REPARACIÓN DE EQUIPOS TÉCNICOS.  Señala el recurrente que en el Hospital San Juan de Dios se le practicó una cirugía para extraer un tumor cancerígeno que se encontraba en su lengua, y se le indicó que debía recibir tratamiento de radioterapia en un plazo máximo de seis semanas luego de la intervención, no obstante lo cual a la fecha no se le ha suministrado el mismo porque la máquina se encuentra descompuesta. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Gerente Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social y  a la Directora General del Hospital San Juan de Dios, adoptar de inmediato las actuaciones que se encuentren dentro de sus ámbitos de competencia, para que se reparen los equipos técnicos del Servicio de Radioterapia del Hospital San Juan de Dios, y que con base en el criterio de sus médicos tratantes, se refiera de manera oportuna a los pacientes que clínicamente lo requieran hacia otros centros médicos donde puedan recibir el servicio mientras subsista el desperfecto de aquellos equipos. Asimismo, se les ordena abstenerse de incurrir en hechos como los que sirven de base a la estimatoria de este amparo. CL

6833-11. SERVICIOS MÉDICOS. SE ORDENA BRINDAR SERVICIO DE TRANSPORTE. Alegan los recurrentes que el amparado tiene que utilizar silla de ruedas, debido a un accidente de tránsito. Refieren que tiene problemas para trasladarse, por lo que su médico tratante en el  CENARE, ha solicitado a la Clínica de Desamparados y al  mismo CENARE, que le brinden el trasporte que el tutelado requiere, con el fin de que pueda asistir a las citas médicas; sin embargo, las autoridades recurridas le han indicado que sólo pueden trasladarlo cuando  tiene que asistir a terapia en el Centro Nacional de Rehabilitación,  por lo que ha perdido algunas citas.  En este caso concluye la Sala que los recurridos debieron adoptar las medidas del caso para que el transporte del amparado se concretara; es decir, pudiera ser transportado, tanto en la ida como el regreso para acudir a las citas médicas en Cenare, y omitieron tomar en cuenta la condición de discapacidad física del tutelado y su falta de recursos para pagar transporte, lo que ameritaba que le proporcionaran los medios necesarios, razón por la cual procede declarar con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Centro Nacional de Rehabilitación, que tome las medidas necesarias y urgentes para que el amparado sea transportado de su casa de habitación a ese centro de rehabilitación cada vez que lo requiere.   En cuanto al Director de la Clínica Marcial Fallas de Desamparados se desestima el recurso. CL

6553-11. CONDICIONES DE SERVICIO. SE ORDENA A LA CCSS CONSTRUIR MURO DE CONTENCIÓN DEL EBAIS DE SAN RAMÓN. Menciona el recurrente que en el año dos mil siete el Ministerio recurrido clausuró el EBAIS de San Isidro de San Ramón, por cuanto un muro se estaba falseando. Indica que han realizado gestiones por parte del Comité de Salud de la Asociación de Desarrollo de San Isidro y de otras instituciones, para que la Caja construyera o reparara el muro, pero no ha querido hacerlo.  Menciona que debido a esa situación, han tenido que facilitarles un espacio en el salón comunal para que se atienda médicamente a los vecinos de la comunidad.  Se declara CON LUGAR el recurso.  Se ordena a la Directora Área Rectora de Salud de San Ramón; a la Ministra de Salud e  la Apoderada Generalísima Sin Límite de Suma de la Caja Costarricense del Seguro Social, adoptar de inmediato las actuaciones que se encuentran dentro del ámbito de sus competencias para que, en un plazo de 8 meses, proceda con la construcción del muro de contención requerido para el EBAIS de San Ramón, así como realizar las mejoras necesarias indicadas en el oficio RCO-URPAH-ING-LAN-003-2007 del 14 de junio del 2007, permitiendo de tal manera, el levantamiento de la orden de clausura. CL

5738-11. PROGRAMAS INSTITUCIONALES. DISPONIBILIDAD DE MÉDICOS PARA TRASPLANTES.  Acusa la recurrente que la Caja Costarricense de Seguro Social mantiene la Unidades de Transplante en el Hospital Nacional de Niños sin personal especializado con disponibilidad, máxime considerando el hecho que en dichas Unidades siempre existen niños internados en espera precisamente de un transplante, así cómo niños transplantados. Se declara sin lugar el recurso. SL

5742-11. CENTRO HOSPITALARIO. SE ORDENA MANTENER INTERNADA  EN HOSPITAL  A PERSONA ADULTA MAYOR.  Menciona la recurrente que su madre es adulto mayor  de setenta y dos años y  se encuentra internada desde el 27 de febrero del presente año, la cual requiere de cuidados especiales por su padecimiento,  sin embargo, una doctora le comunicó que la iban a egresar del hospital y se la tenía que llevar a la casa. Estima que las condiciones que requiere para su madre y el gasto en el que debe incurrir para pagar una Enfermera, no podría brindárselos, lo cual resulta violatorio de su derecho a la salud. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Médico General el primero y Jefe del Servicio de Medicina Interna el segundo, ambos del Hospital México de la Caja Costarricense del Seguro, mantener a la amparada en el Hospital que dirigen, hasta tanto no se le otorgue a su familia la ayuda económica procedente y el apoyo necesario para su adecuada atención. Una vez obtenidas esas condiciones el Departamento de Trabajo Social del Hospital, deberá fiscalizar periódicamente las condiciones de atención de la amparada en su grupo familiar. CL

5621-11. CIRUGÍA. SE ORDENA GIRAR INCAPACIDAD HASTA QUE SE REALICE LA CIRUGÍA COMO LO ORDENO JEFE DE MEDICINA LEGAL DEL OIJ. Alega el recurrente que a causa de una colecistectomía  que se le practicó le apareció una hernia post incisional que le impide trabajar como peón agrícola en una plantación de banano, pese a ello, las autoridades recurridas se rehúsan a incapacitarlo, lo que atenta contra su derecho a la salud. En este caso consta que el amparado fue incapacitado en el EBAIS de La Rita, posteriormente, otro médico consideró que no existían contraindicaciones para que el recurrente continuase con sus labores hasta el momento de la operación; sin embargo, el Jefe de Medicina del Trabajo y la Jefa del Departamento de Medicina Legal del Organismo de Investigación Judicial, concluyo que la hernia incisional abdominal del accionante le impide trabajar como peón agrícola en una plantación de banano. Así las cosas, resulta evidente la procedencia del amparo y se debe declarar con lugar. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital de Guápiles,  que de inmediato gire las instrucciones requeridas para que el amparado, sea incapacitado hasta que sea intervenido quirúrgicamente por su padecimiento de hernia incisional abdominal, con base en el criterio técnico del Jefe de Medicina del Trabajo y la Jefa del Departamento de Medicina Legal del Organismo de Investigación Judicial. CL

DERECHO DE PENSION
6284-11. PENSIÓN POR VIUDEZ. SE NIEGA BENEFICIO DE PENSIÓN POR VIUDEZ. Alega el recurrente que las autoridades recurridas rechazaron su solicitud de pensión, pues consideraron que no cumplía el requisito de dependencia económica respecto de su cónyuge fallecida. En este caso considera la Sala que la pensión por viudez sustituye el aporte económico que hacía la asegurada fallecida al núcleo familiar, con independencia de su magnitud respecto del aporte que realiza el cónyuge sobreviviente. De ahí que basta con que el interesado demuestre que el fallecido realizaba alguna aportación económica para la manutención de los gastos del núcleo familiar, motivo por el cual procede declarar con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones 0301250605-06 del 7 de noviembre de 2006 del Jefe de la Sucursal de Desamparados y 27606 del 18 de junio de 2007 de la Gerencia de Pensiones, ambas de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se ordena a la Gerente de Pensiones a.i. de la Caja Costarricense del Seguro Social, disponer lo necesario para que se resuelva, inmediatamente, la solicitud de pensión de viudez planteada por el recurrente de conformidad con lo resuelto por la Sala en la sentencia #2010-4808 de las 14:52 horas de 10 de marzo de 2010. CL

DERECHO DE PROPIEDAD

6670-11. BONO DE VIVIENDA. SE EXIGE CERTIFICACION EN TERRITORIOS INDIGENAS. El recurrente cuestiona el requisito implementado por las autoridades del Banco Hipotecario de la Vivienda de contar con una certificación de la Asociación de Desarrollo Integral Indígena, en el sentido que el beneficiario de un bono de vivienda, efectivamente pertenece a la comunidad indígena. Sobre el particular, las autoridades recurridas explicaron en su informe bajo juramento que el establecimiento de ese requisito responde a las denuncias planteadas en cuanto a que el Banco accionado otorgaba los bonos sobre territorios indígenas a personas que no pertenecen a esa comunidad. Señala la Sala que esos son aspectos de mera legalidad que exceden, sobradamente, el ámbito de competencias de esta Jurisdicción Constitucional. En lo que toca a la Sala Constitucional no se aprecia ninguna situación ilegítima que viole o amenace los derechos fundamentales del actor. Consecuentemente, lo procedente es declarar sin lugar el recurso. SL
6235-11. DAÑOS A PROPIEDAD. POR ENCAUCE DE AGUAS  Alega el recurrente que el desvió de aguas pluviales le ha generado un problema, debido a que la municipalidad recurrida  en forma arbitraria procedió a encauzar las aguas hacia la finca de la amparada, la cual se encuentra cruzando la calle, con la grave consecuencia que se está destruyendo el inmueble, pues el torrente de lluvia que cae es tan fuerte que ha producido canales profundos que han partido el terreno, y lo está dejando totalmente inutilizable, produciendo daños al medio ambiente. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Alcalde de Puriscal, que tome las medidas necesarias y urgentes para que el problema denunciado por el recurrente sea solucionado según corresponda. CL
6169-11. DAÑOS A PROPIEDAD. POR DEPÓSITO DE  TIERRA. Reclama la recurrente que la municipalidad recurrida autorizó el depósito de varias toneladas de tierra en las zonas verdes propiedad de la Asociación de Desarrollo Integral de Cuatro Reinas, las cuales generan gran cantidad de polvo y provocan problemas respiratorios y alergias a los vecinos. De otra parte, acusa que las vagonetas que trasladaron esa tierra, ocasionaron un hundimiento sobre la carretera, el cual, a su vez, coloca en grave peligro la vida de los transeúntes y conductores. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

5998-11. DEMOLICIÓN. SE ORDENA DEMOLER INMUEBLE EN REFUGIO DE VIDA SILVESTRE CAÑO NEGRO. La recurrente manifiesta que el Director del Área de Conservación Arenal Huetar Norte le notificó la resolución del Tribunal Ambiental Administrativo, que acordó la demolición de una cabina en su propiedad ubicada en el Refugio Caño Negro de los Chiles; en cumplimiento de las resoluciones 2008-17365 y 2011-3973 de la Sala Constitucional, que disponen la demolición de la cabina ubicada en la zona de protección de la Laguna Muelles en el Refugio de Vida Silvestre Caño Negro.  La recurrente expresa que en su contra se siguió la causa penal por infracción a la Ley Forestal, la cual fue desestimada; en consecuencia, pide se proceda de conformidad con el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. El acto de notificación impugnado ejecuta una orden de este Tribunal que a su vez dispuso la ejecución de la referida resolución número 22-05-TAA de las 11:03 horas del 05 de enero de 2005 del Tribunal Ambiental Administrativo, mediante la cual ordenó la demolición de la cabina que invade la zona de protección de la Laguna de Muelles. La demolición acordada no es parte del proceso penal a que la recurrente hace referencia; entonces, no es aplicable el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el cual establece qué derechos procesales tiene un imputado en un proceso penal. Por el contrario, entiende esta Sala que la interposición de este recurso es una medida dilatoria de la ejecución de la referida resolución 22-05-TAA del Tribunal Ambiental Administrativo y lo procedente es inadmitir el recurso. RF

DERECHO DE TRABAJO
6997-11. NOMBRAMIENTO. CESE DE NOMBRAMIENTO SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Indica la recurrente que laboró para la municipalidad recurrida en forma interina y bajo un período de prueba de tres meses. Establece que al no superar este período, la  recurrida decidió dejar sin efecto el nombramiento. Refiere que interpuso los correspondientes recursos de revocatoria con apelación en subsidio, pero a la fecha no se ha resuelto el recurso interpuesto, y se nombró interinamente a otro trabajador en el puesto que ella venía ocupando. En este caso concluye la Sala que el cese efectivo del puesto de la amparada resulta impropio ejecutarlo cuando aún se encuentra pendiente de resolución el recurso de apelación interpuesto. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Liberia, reestablecer los derechos laborales de la amparada, y reinstalarla en el puesto de Asistente de Proveeduría y Servicios, hasta que se resuelva el recurso de apelación por ella interpuesto contra la acción de personal número 322-2011. CL
7090-11. IUS VARIANDI. LEVANTAMIENTO DE READECUACIÓN DE FUNCIONES. Acusa el recurrente que el levantamiento de la readecuación de funciones decretada desde 2007 lesiona su derecho a la salud, a tener condiciones equitativas de trabajo y al debido proceso, por haber presentado un certificado médico original y actualizado que respalde su problema de salud. La recurrente afirma que no ha podido referir el solicitado es porque el Ortopedista del Hospital San Juan de Dios le refirió a Rayos X, y la cita se la dieron para el 03 de agosto próximo. Estima la Sala que aún cuando existe un criterio técnico emitido por el Coordinador Médico del Área de Salud Convenio CCSS-ASEMECO, las autoridades del Ministerio de Educación Pública consideran incompleto dicho dictamen y han decretado el levantamiento de la medida decretada, imponiendo requisitos que esta Sala ha estimado innecesarios por estar de por medio la salud del amparado, como es exigirle un documento técnico médico que no resulta factible conseguir con facilidad. Con ello, se corrobora que las autoridades del Ministerio de Educación Pública han incumplido su deber respetar y proteger de forma efectiva y oportuna el derecho fundamental del amparado a su salud. En este caso se cita como precedente el voto 3458-05. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que proceda en forma inmediata a mantener la medida de readecuación de funciones concedida al recurrente, según lo recomendado por criterio técnico médico, en tanto éste sea atendido por el médico especialista y pueda presentar el dictamen requerido en las condiciones indicadas. CL
6879-11. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. FALTA DEL DEBIDO PROCESO.  Manifiesta la recurrente que  estando incapacitada se le comunicó la apertura de un procedimiento ordinario disciplinario en su contra, además de haberse celebrado la audiencia oral y privada, en su ausencia, lo que es lesivo al debido proceso. En este caso consta, que se ha concedido suficiente oportunidad de defensa a la investigada, no pudiendo concluirse que se haya lesionado sus derechos fundamentales en el trámite disciplinario que se le sigue, siendo lo procedente desestimar el amparo. SL

6882-11. NOMBRAMIENTO. INTERINO POR INTERINO. Reclama el recurrente  que no se le prorrogó su nombramiento interino, y en su lugar se procedió a nombrar a otro funcionario en las mismas condiciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de la Sede de Guanacaste de la Universidad de Costa Rica, girar las órdenes pertinentes para reinstalar al actor, de inmediato, en el puesto y funciones que venía desempeñando de manera interina en la Sede de Guanacaste de la Universidad de Costa Rica, con las atribuciones, derechos y obligaciones inherentes a dicho cargo. Adicionalmente, se le ordena que se abstenga de incurrir, nuevamente, en las actuaciones que dieron mérito para acoger el presente recurso. CL

6947-11. PRESTACIONES. DEMORA EN EL PAGO. Alega el recurrente que no se ha resuelto la gestión para que se le cancelen las prestaciones legales  presentado ante las autoridades accionadas.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro a.i.,  al  Director de Recursos Humanos y al Director Jurídico de la Dirección Jurídica, todos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, respectivamente,, lo siguiente: a) adoptar las medidas que correspondan para que se resuelva, en forma definitiva, el reclamo presentado por el recurrente el veintinueve de noviembre de dos mil diez; b) que en el plazo de un mes, se tomen las medidas necesarias para que se realice el pago efectivo de las prestaciones laborales adeudadas al recurrente, si otra causa ajena a la analizada en el sub lite no lo impide y; c) que se comunique lo resuelto al Ministerio de Hacienda en cuanto al monto a cancelar al recurrente por concepto de prestaciones laborales. CL

6571-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. INVESTIGACIÓN Y SEGUIMIENTO REALIZADO A FUNCIONARIO. Manifiesta el recurrente  que se ordenó una investigación en su contra, con el fin, supuestamente, de comprobar un mal uso del tiempo laboral. Afirma que esa investigación consistió en el montaje de seguimientos de todos sus movimientos y actividades durante varios días. Sostiene que esa actividad ilegal de persecución, ejercida y ordenada por jerarcas del Instituto accionado, no solo no funciona como medio idóneo para realizar la investigación, sino que demuestra total irrespeto al vulnerársele de manera tan grosera, sus derechos fundamentales, porque no existe nunca una proporcionalidad entre lo que se pretende averiguar y el beneficio que puede traer ese tipo de acciones. Se declara con lugar el recurso. Se advierte a los Coordinador de Protección y Seguridad con recargo del proceso de Coordinador del Macro Proceso de Seguridad, y de Coordinador del Proceso de Investigaciones, así como a quien ocupe el cargo de Presidente Ejecutivo, del Instituto Costarricense de Electricidad, abstenerse de incurrir en el futuro en la actuación ilegítima aquí declarada, y de utilizar el material recabado como medio probatorio. CL

6421-11. FUNCIONES. SE ORDENA ASIGNAR FUNCIONES A FUNCIONARIO DEL CONAVI.  Menciona el recurrente que a partir de mes de octubre del año pasado y después de dejar sin efecto la suspensión de su actividad laboral como funcionario del Consejo Nacional de Vialidad, se reintegró nuevamente, y desde ese momento han transcurrido más de cuatro meses sin que la administración le asigne funciones permanentes. Señala que pese a sus solicitudes para que le restituyan sus funciones como Jefe de Gerencia de Adquisiciones y Finanzas, no se ha resuelto nada, con lo que se generan condiciones concretas que propician que le reduzcan el salario, por no tener funciones acordes con el nivel salarial asignado a su puesto. Indica que por oficio DIE-01-11-0115 del 10 de enero de 2011, sin respeto a sus condiciones laborales y al criterio emitido por el área competente, se le asignan funciones específicas que no cumplen con su nivel dentro de la organización y no corresponden a su cargo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad, que dentro del plazo de UN MES contado a partir de la notificación de esta sentencia, restituya al recurrente en el pleno goce de sus derechos, lo que implica adoptar una decisión definitiva de las funciones que debe desempeñar bajo el entendido de que deben ser congruentes con su puesto en propiedad. CL
6570-11. CONDICIONES LABORALES. HACINAMIENTO DE PLANTA FÍSICA DE DE LA DIRECCIÓN REGIONAL DE TURRIALBA DEL MEP. Reclama la recurrente que  las  condiciones de salud ocupacional y el deterioro de las instalaciones de la Dirección Regional de Turrialba del Ministerio de Educación Pública, ponen en riesgo la salud de los servidores de ese sitio. A pesar de las gestiones que se han presentado con el fin de corregir esta situación, la autoridad recurrida todavía no ha ejecutado ninguna medida con el fin de mejorar las condiciones en que laboran los funcionarios. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Directora del Departamento de Asesoría Pedagógica de la Dirección Regional de Turrialba del Educación Pública,  que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes a fin de cumplir con lo dispuesto por las autoridades de Salud respecto al plan remedial y evacuación de los funcionarios, en el plazo que éste indique, el cual no podrá ser superior a los cuatro meses contados a partir de la notificación de esta sentencia. CL
6613-11, DESPIDO. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que con fundamento en una denuncia presentada en su contra, el Ministro  recurrido  nombró un órgano director del procedimiento administrativo a fin de que se procediera conforme correspondía. Pese a que la función de ese órgano director fue sumamente específica y se instruyó su competencia a efecto de no violentar el debido proceso y los derechos de los funcionarios involucrados, se apartó de su misión legal y no cumplió con las funciones encomendadas por la Ley General de la Administración Pública, pues lo que los funcionarios nombrados como órgano director realizaron fue una investigación solapada y a hurtadillas de los investigados, conculcando todos sus derechos, en tanto procedieron a recabar únicamente aquella prueba que fuera en perjuicio de sus intereses y luego de ello se limitó a realizar un informe final. Lo anterior, sin haberle concedido derecho de defensa, que culminó con su despido. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Voto salvado de los magistrados Armijo Sancho y Jinesta Lobo. SL
6569-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. PLAZOS PARA IMPUGNAR TRASLADOS DE CARGOS. Manifiesta el recurrente que labora en el Hospital Calderón Guardia y que le fueron notificados cuarenta y seis traslados de cargos, correspondientes a diferentes procedimientos administrativos iniciados en su contra por decisión de la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Alega que en cada resolución de traslado de cargos se le indicó que podía interponer recurso de revocatoria y apelación dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación. Afirma que solicitó copias de los expedientes administrativos, sin embargo, solo le entregaron copia de once expedientes. Señala que el hecho de que le dieran tres días para contestar cuarenta y seis procesos, es un plazo que resulta insuficiente, ilógico, irrazonable, y por ende, violatorio de su derecho de defensa y debido proceso. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se dejan sin  efecto los plazos señalados en los traslados de cargos notificados al recurrente, en fecha 03 de enero del 2011 y se ordena a la Presidenta Ejecutiva y a la Directora a.i. del Centro para la Instrucción de Procedimientos Administrativos, ambas de la Caja Costarricense de Seguro Social, disponer en forma ordenada y razonable el plazo para impugnar los mismos, o cualquier otra diligencia posterior de forma tal, que no lesione el derecho de defensa del amparado. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial. 
6349-11. NOMBRAMIENTO DE PARIENTES EN LA CCSS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 2.6 inciso a), del Manual de Reclutamiento y Selección de la Caja Costarricense del Seguro Social. El accionante refiere que la presente acción la interpone en representación de los intereses gremiales, pues trabajaba de forma interina en el Hospital México, de donde fue despedido, aduciendo que, en virtud de la disposición normativa impugnada, que establece la prohibición de contratar  más de un pariente consanguíneo de primer grado en la C.C.S.S, y debido a que precisamente dos hermanas suyas laboran para dicha institución, se le deja de nombrar. Concluye que el hecho de que un tercer familiar de primer grado no pueda optar por un puesto de trabajo en la institución, implica una clara discriminación. Estima que tal disposición contiene limitaciones desproporcionales e irrazonables que conculcan el derecho fundamental al trabajo al introducir un impedimento para ejercer un puesto en la Caja Costarricense del Seguro Social, cuando algún empleado o funcionario de dicha institución tenga vínculo consanguíneo de primer grado con otros funcionarios o empleados de la misma institución. Se declara con lugar la acción y en consecuencia, se anula la frase "hasta uno de ellos" establecida en el artículo 2.6 inciso a), del Manual de Reclutamiento y Selección de la Caja Costarricense del Seguro Social. Asimismo por existir conexidad con la misma restricción del derecho fundamental del trabajo se elimina de los incisos b) y c) del mismo artículo las frases que señalan "hasta tres y hasta un máximo de dos" respectivamente, debido a que de conformidad con el principio de razonabilidad y proporcionalidad no puede existir restricción en número, lo anterior en respeto al derecho a la Constitución. Esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de entrada en vigencia de la disposición ahora declarada inconstitucional. Reséñese este pronunciamiento en La Gaceta (Diario Oficial), publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y comuníquese al Poder Judicial y a la Asamblea Legislativa. El Magistrado Gilbert Armijo Sancho salva el voto y declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. CL
6351-11. CONVENCION COLECTIVA. PAGO DE CESANTIA EN EL BANCO NACIONAL DE COSTA RICA. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 34 y 63 de la Décima Reforma a la Quinta Convención Colectiva del Banco Nacional. Las normas se impugnan en cuanto establecen en favor de algunos funcionarios bancarios privilegios concretos de los que no disfrutan funcionarios de otros Bancos ni del Estado, relativos al pago del auxilio de cesantía y el reconocimiento de beneficios salariales por  méritos, todo lo cual es violatorio del principio de igualdad contenido en los artículos 33 y 68 de la Constitución Política, éste último en relación con el salario. Adicionalmente, tales privilegios se traducen en sumas millonarias que incrementan las prestaciones y se cancelan con utilidades propiedad de todos los costarricenses. Por mayoría se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "hasta por el tope de 25 meses" del artículo 34 de la Quinta Convención Colectiva del Banco Nacional. En lo demás se declara sin lugar. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Los magistrados Calzada Miranda, Armijo Sancho y Jinesta Lobo salvan el voto y rechazan de plano en su totalidad la acción planteada por razones separadas. CL
6390-11. NOMBRAMIENTO. LE ELIMINAN RECARGO DEL 40% DE LECCIONES EN EL MEP. Acusa el recurrente que durante varios años mantuvo un recargo de clases de inglés de un 40% por trabajar hora reloj. Sin embargo, fue destituido de su recargo y en su lugar se nombró a una persona que tiene menos atestados que el amparado. Esta Sala, en múltiples oportunidades, ha declarado que los sobresueldos que dependan de alguna condición para ser otorgados, no constituyen un derecho adquirido que se incorpore al salario propiamente dicho, toda vez que su otorgamiento depende de las condiciones objetivas por las cuales fue reconocido. Por lo tanto, cuando esas circunstancias cesan, no resulta arbitrario que la Administración lo revoque en forma unilateral. Por otra parte, si la recurrente considera que el funcionario nombrado en las lecciones de Inglés Conversacional carece de idoneidad, deberá acudir ante la vía de legalidad respectiva, a fin de plantear allí las gestiones que estime pertinentes para que se resuelva lo que en derecho corresponda. RF
6385-11. NOMBRAMIENTO. NO LO NOMBRAN EN CUERPOS POLICIALES DEBIDO A PROBLEMAS MEDICOS. Alega el recurrente que en el año 2009 ingresó al Procedimiento de Selección y Reclutamiento del Departamento de Policía de Control de Drogas y cumplió satisfactoriamente todos los requisitos del caso. Sin embargo, se le excluyó de dicho proceso por tener una malformación en la pierna derecha, conocida como pie bot. Aunado a lo anterior, reclama que en el año 2010 trató de ingresar otra vez a la Policía de Control de Drogas, pero fue rechazado por su antecedente médico. Estima que se le discrimina. Esta Sala no es un contralor de la legalidad de las actuaciones o resoluciones de la Administración, ni tampoco una instancia para discutir problemas médicos ni revisar los criterios de selección empleados por la Autoridad recurrida. Por lo tanto, no le compete determinar si la malformación que sufre el accionante le impide o no desempeñarse en funciones de índole policial, labor propia de la vía común, administrativa o jurisdiccional. RP 
6188-11. DESPIDO. CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINO. Alega el recurrente que sin justificación alguna se dispuso cesar su nombramiento en el puesto que ha venido ocupando de forma interina desde octubre del 2009, en el Servicio Civil 2. En este caso concluye la Sala que al amparado  no se le dieron las razones de la determinación del cese de su nombramiento por parte de las autoridades recurridas, con lo cual se acredita que se ha  actuado de forma arbitraria en infracción de los derechos fundamentales del amparado, por lo expuesto procede declarar con lugar el recurso. Se ordena al Director General de la Fuerza Pública, y a  la Directora de Recursos Humanos, ambos del Ministerio de Seguridad Pública,  reinstalar al actor, de inmediato, en el puesto que ocupaba, número 109442, clase Oficinista de Servicio Civil 2. CL

6124-11. DESPIDO. EN PERIODO DE PRUEBA. Menciona el recurrente que la amparada fue nombrada en la Municipalidad de Liberia como oficinista interina el adquirió la propiedad en ese mismo cargo el veintiocho de diciembre de dos mil diez, fecha para al cual se inició el descuento de su período de prueba. Señala que fue despedida sin debido proceso y sin tomar en cuenta su estado de embarazo. Se declara con lugar el recurso. Se condena a la Municipalidad de Liberia al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

6122-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Establece la recurrente que es Tesorera de la Municipalidad recurrida y debido a una investigación preliminar realizada a consecuencia de un robo de documentos, se inició un procedimiento administrativo disciplinario en su contra y en contra de otros funcionarios municipales. Manifiesta que en el procedimiento, no se dio un adecuado traslado de cargos y se violó el debido proceso. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula la resolución OD-01-10 de las 08:00 horas del 13 de diciembre de 2010, suscrita por el Órgano Director del Proceso Ordinario Administrativo. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Escazú, enderezar el procedimiento administrativo ordinario instaurado a la fecha contra la recurrente, a lo indicado en las consideraciones de esta sentencia, si otra causa no lo impide. CL

6192-11. DESPIDO. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO Manifiesta el recurrente que laboró  en la Municipalidad recurrida, no obstante por medio de oficio DF-OF-214-2011, se le comunicó el cese de su nombramiento por falta de confianza y que sería sustituido por otro funcionario. Alega que dicha disposición es ilegal y arbitraria, por cuanto su puesto no era de confianza, y no se inició procedimiento administrativo alguno por medio del cual se le hiciera el respectivo traslado de cargos, para que pudiera ejercer su defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio DG-OF-214-2011 del 4 de abril de 2011 del Director General de la Municipalidad de Limón. Se ordena al Director General a.i. y al Alcalde, ambos de la Municipalidad del Cantón Central de Limón, restituir al recurrente a su situación laboral inmediata anterior a la emisión del acto anulado. CL

5936-11. TRASLADO. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Manifiesta el recurrente que mediante resolución se le comunicó su traslado sin que exista un estudio formal que justifique o lo demuestre. Alega que la resolución, aquí impugnada, carece de motivación, pues no son claras las razones por las cuales se dictó el acto administrativo, tampoco se le comunicaron las funciones asignadas y si ello implica una modificación en sus condiciones laborales. En este caso consta, que el traslado del amparado se dio por razones médicas. SL

5941-11. DESPIDO. POR ADICCIÓN AL ALCOHOLISMO. Indica el recurrente que ingresó a laborar para el Instituto recurrido en el Plantel de Colima de Tibás, que por problemas de la enfermedad de alcoholismo tuvo varias ausencias, razón por la que se inició un procedimiento ordinario disciplinario en su contra, donde no participó en la audiencia oral y privada y finalmente fue despedido. En este caso, señala la Sala que consta que el amparado fue debidamente intimado y apercibido de sus derechos y no se presentó a la comparecencia oral. Tiempo después, manifiesta que ya ha superado la situación y que no sabía que la institución tenía psicólogos que podían ayudarle, pero que ya lo superó gracias a su familia y de sus amigos. No obstante, señala la Sala que no basta con una simple manifestación del recurrente, sino que el  trabajador debe acreditar y por medios idóneos, su dependencia al alcohol y en su caso, estar recibiendo tratamiento o terapia, lo cual según indican los recurridos no se produjo en el presente caso. Así las cosas y con fundamento en la prueba aportada a los autos, este Tribunal no puede tener por configurada la lesión acusada, quedándole en todo caso al amparado, la vía judicial ordinaria para discutir con mayores elementos de prueba los alegatos expuestos. SL

5775-11. NOMBRAMIENTO. CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINO.  Menciona el  recurrente  que el Consejo Superior del Poder Judicial de manera unilateral, decidió cesar la prórroga de su nombramiento interino como Juez Contencioso Administrativo, toda vez que, en esa plaza fue designado un funcionario en propiedad. Sobre el particular, este Tribunal Constitucional ha sostenido que a los funcionarios interinos que laboran para el Estado, les corresponde una estabilidad impropia, lo que significa que, el ordenamiento jurídico les concede el derecho de permanecer en el puesto en el cual la Administración les nombró, hasta que suceda o sobrevenga un hecho que impida o no permita, válidamente, que puedan seguir desempeñándolo. Ese acontecimiento, puede darse por el regreso del titular de la plaza o, porque la plaza ha sido ocupada en propiedad, tal como aconteció en el caso en análisis.Se rechaza por el fondo el recurso. RF
5956-11. DESPIDO. ALEGA QUE SE LE NOTIFICO POR EDICTO EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Reclama el recurrente que el ministerio recurrido procedió a tramitar su despido pese a una serie de irregularidades, como son la falta de un procedimiento administrativo en su contra, la falta de notificación del traslado de cargos y le impiden el acceso al expediente, lo que violenta el derecho de defensa. En cuanto al alegato del recurrente de que el amparado nunca fue notificado del procedimiento disciplinario seguido en su contra, se constata que a pesar de los ingentes esfuerzos de la Administración, no fue posible localizar al amparado, por lo que el procedimiento seguido, consistente en comunicar por edicto al tutelado la resolución inicial del procedimiento administrativo, lo cual no quebranta los recaudos formales y sustanciales del debido proceso. Por último, se comprueba que el amparado tenía el conocimiento de que se seguían un procedimiento administrativo disciplinario en su contra. Finalmente, no consta que se le haya negado acceso al expediente. Se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHO PENAL

7052-11. DETENCIÓN. ORDEN DE CAPTURA.  Indica el recurrente que fue detenido por oficiales del Organismo de Investigación Judicial, con fundamento en una orden de captura que ya había sido dejada sin efecto.  En este caso concluye la Sala que la detención del amparado se basó en una orden de captura que no se encontraba vigente, debido a la omisión por parte del Tribunal Penal de informar al Archivo Criminal sobre su decisión de dejarla sin efecto, razón por la cual se declara con lugar el recurso. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte a los recurridos que no deberán incurrir en los actos u omisiones que dieron lugar a esta declaratoria.  CL

7067-11. MENOR DE EDAD. PRORROGA DE DETENCIÓN. Establece el recurrente que el amparado, quien es menor de edad  se le impusieron dos  meses de detención provisional, por desobediencia a la autoridad e  incumplimiento  de medidas cautelares impuestas  en  su contra y  en resguardo de su madre. Estima que la privación de libertad es ilegítima, pues a pesar de que se alega  la  existencia  de  peligros  procesales,  no  es  un  peligro  procesal  que  el amparado pueda conciliar con   la víctima;  además dado que tiene catorce años,  no puede exigir  tener un domicilio alternativo.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

7102-11. PRISIÓN PREVENTIVA. NO SE ACATA MEDIDA CAUTELAR ORDENADA POR TRIBUNAL SUPERIOR. Manifiestan los recurrentes que dentro del proceso penal que se sigue a sus representados, quienes son extranjeros, el Tribunal Penal recurrido dispuso el arresto domiciliario y para ello, debían adquirir  y señalar un domicilio que estuviera en San José,  entre  otras medidas  cautelares  que fueron fijadas. No obstante, representantes  del Ministerio  Público, Policía  Judicial,  de  la  Dirección  de Inteligencia  y Seguridad, del Ministerio  de Seguridad Pública, y  la prensa, se dieron a la tarea de intimidar y coaccionar a las arrendantes  y a los demás condóminos del lugar que encontraron, con el  fin de que se retractaran del arrendamiento. Alegan que  a  la fecha ellos han cumplido  con  todas  las disposiciones de la  resolución y acusa que el Juzgado Penal ha hecho caso omiso, de manera que los amparados  siguen injustamente  encarcelados  en Máxima Seguridad de La Reforma, por cuanto el Juez  Penal de Pavas, desacatando la disposición del Tribunal y atendiendo solicitudes  improcedentes del Ministerio Público y del Ministerio de Seguridad Pública, no ha ordenado  el  traslado correspondiente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y rechaza de plano el recurso. El Magistrado Armijo pone nota. SL

7078-11. DETENCIÓN. CAPTURA ORDENADA POR EL MINISTERIO PÚBLICO. Manifiesta el recurrente que el Ministerio Público giró una orden de captura y presentación en su contra, sin haber agotado las vías administrativas para su localización. Afirma que lo correcto para impulsar la querella era que el fiscal agotara los medios para su localización y no que girara la orden de detención. Concluye la Sala que el Ministerio Público está facultado por ley para hacer comparecer a las personas, con fines procesales, y para utilizar, de ser necesario, el auxilio de la Fuerza Pública. Además fue necesario disponer la captura, dado que fue imposible localizar al recurrente.  Se declara sin lugar el recurso. SL

7079-11. DETENCIÓN. POR MAS DE VEINTICUATRO HORAS. Alega la recurrente que dentro de las causas penales que se le siguen a su representado fue declarado rebelde y se giró orden de captura en su contra. Indica que el amparado fue detenido y  puesto a la orden del Tribunal Penal de Gúapiles, el cual  puso en conocimiento a la defensa de dicha causa, contestando dicha audiencia y solicitando la realización de una vista para extender sus alegatos. Agrega que hasta las 07:30 horas del 16 de mayo de 2011, el Organismo de Investigación Judicial puso al detenido a la orden del Tribunal por  una de las causas y ese día se le notificó sobre su detención, es decir, que por esta causa el tutelado estuvo detenido por más de sesenta y nueve horas sin ser puesto a la orden del despacho correspondiente para que resolviera su situación jurídica. En este caso concluye la Sala que el amparado ya estaba a la orden del juez a partir de la resolución que decretó su rebeldía, por lo expuesto procede declarar sin lugar el recuso. SL

7077-11. PRISION PREVENTIVA. AUDIENCIA NO ES NECESARIA CUANDO SE DECRETA LA REBELDÍA.  Reclama el recurrente que en contra de la tutelada se decretó prisión preventiva por el plazo de tres meses pues había sido declarada rebelde. No obstante, el día antes del dictado de esa medida la amparada había actualizado el dato de su domicilio. Acusa que esa medida cautelar se dictó sin que se realizara una audiencia oral y sin que se convocara a la defensa para ese efecto. No obstante, conforme ha sostenido este Tribunal, no resulta necesario realizar una audiencia oral para decretar la prisión preventiva del imputado que ha sido declarado rebelde. Se cita el voto 3399-11. Se declara sin lugar el recurso. SL
6806-11. IMPUTADO. NO LE QUITAN ESPOSAS EN AUDIENCIA. Acusa el recurrente que antes de que iniciara la audiencia solicitada por el Ministerio Público, funcionarios de las celdas informaron que carecían de personal para trasladar y custodiar en la audiencia al amparado, de tal manera que sólo si el tribunal autorizaba hacerlo con esposas en pies y manos se haría,  aunado a que se trataba de una persona que según ellos es bipolar y violenta; gestión que fue autorizada por el juez recurrido, que no permitió que se removieran los instrumentos de seguridad al amparado durante la audiencia, sin fundamentar el juzgador  sus razones, pese a que el amparado se encontraba enfermo y pasivo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

6618-11. IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAÍS. Alega la recurrente que en la causa penal que se le siguió el Juzgado recurrido, les impuso un impedimento de salida del país por un plazo de seis meses. Indica que tal medida ya no está vigente; pero se les impidió viajar al exterior porque aún estaba anotado. En el presente caso concluye la Sala que al haberse omitido enviar los levantamientos de impedimento de salida del país de las imputadas en el momento oportuno, fue lo que generó que se les impidiera salir del país; no obstante el  Despacho recurrido dispuso que de inmediato se levantara el impedimento.  Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

6758-11. IMPEDIMENTOS DE SALIDA DEL PAÍS. A PESAR DE HABER SIDO INDULTADA Alega la recurrente que a pesar de que el dieciséis de diciembre del dos mil nueve recibió el beneficio del indulto y que gestionó ante un Juez Penal, que se eliminaran sus antecedentes del Registro de Delincuentes y se quitara cualquier impedimento de salida del país, el diecinueve de abril de este año, oficiales de migración le indicaron que no podía salir del país debido a un impedimento de salida dictado en su contra. En este caso, se constata que la amparada fue privada de su libertad de tránsito por un error en la gestión del levantamiento de la medida de impedimento de salida del país, motivo por el cual procede declarar con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Justicia y Paz,  que gire las órdenes necesarias y tome las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y de sus competencias para que la Jefatura de Cómputo de Penas, del Instituto Nacional de Criminología, comunique todos los casos de indulto al despacho judicial que haya dictado la sentencia condenatoria en cada caso concreto, y a la Dirección General de Migración y Extranjería, con el fin de ponerlos en conocimiento de la situación legal actual de los beneficiados. CL
6616-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO Alega el recurrente reclama que se ha procedido a dictar prisión preventiva  en contra de su representado, a pesar de que ha presentado prueba que descarta el peligro de fuga. Esta Sala no puede sustituir al juzgador en la valoración de la prueba  ni es una instancia más en el proceso penal, pues para el juzgador el hecho de que el proceso tenga fecha para celebración de juicio fue una circunstancia que valoró para estimar que las pruebas aportadas no incidían en su ánimo para ordenar la  libertad. También se tuvo en cuenta que en su pronunciamiento se indicaron los peligros procesales, tales como que en el caso se trata de un asunto contra menor de edad, quien fue amenazada por el acusado; que el tener un domicilio no sustituye el peligro de amenazas contra testigos, ya que le dijo a una de ellas que las iba a matar (obstaculización); que los elementos de probabilidad del hecho se hacen patentes con la elevación a juicio y en libertad podría evadir la acción de la justicia, en virtud de que el juicio se celebrará el 22 de julio de 2011. Por ello, determinar si valoró bien o mal aquellas probanzas no es tarea de este Tribunal, máxime que no se evidencia un craso error en la apreciación judicial. En todo caso, es a la instancia del Tribunal Superior que le compete esta actividad mediante los recursos que le otorga el ordenamiento al recurrente. Se declara sin lugar el recurso. SL

6617-11. CASACIÓN. MORA JUDICIAL Y CAMBIO DE JUECES EN LA VISTA Y EN LA DECISIÓN FINAL. Alega el recurrente, formuló recurso de casación y se le concedió la vista para marzo de 2011; sin embargo, hasta 2 meses después, se resolvió rechazar la casación interpuesta, lo que considera dilación del recurso. Asimismo, se resolvió con otro juez distinto al que conoció en la vista oral, por lo que considera, no se dio inmediación de la prueba. Sobre la violación al principio de justicia pronta y cumplida se indica que consta que el Tribunal ha actuado de manera garante, célere y oportuna, además del respeto a los derechos fundamentales del amparado. En cuanto a la intervención de los jueces en la vista, y en la toma de la decisión final en el caso concreto, se cita el voto 6681-96 y se afirma que consta que en la audiencia oral no hubo recepción de prueba testimonial o de otra índole que significara, que la distinta integración del Tribunal lesionara el principio de inmediación o la oralidad. SL
6620-11. EXTRADICIÓN. VENCIMIENTO DE LOS PLAZOS DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. Refieren los recurrentes que el plazo de la detención excede los plazos legalmente establecidos. En este caso la Sala descarta la lesión a los derechos fundamentales de los amparables debido a que los procesos de extradición son diferentes a los procesos penales nacionales y se rigen por reglas diversas.  Se declara sin lugar el recurso en cuanto a la lesión a la libertad de los amparables. En cuanto a la lesión al artículo 41 de la Constitución Política del tutelado debe estarse a lo resuelto en la resolución 2011-00410 de las once horas y cuarenta y cinco minutos del catorce de enero del dos mil once. En cuanto a la tutelada se rechaza de plano el recurso por violación al artículo 41 de la Constitución Política. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto, conforme lo indica en el penúltimo considerando de esta sentencia. SL
6801-11. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN. VENCIMIENTO DE PLAZO. Menciona el recurrente que a su representado se le prorrogó la prisión preventiva por nueve días, por cuanto el debate se suspendió hasta el día once de mayo y se le brindó un plazo de ocho días para presentar, una apelación de un dictamen médico legal. Alega que la prisión preventiva vencía el veintinueve de abril, día en que también vencían los quince días del procedimiento expedito de flagrancia, pero el Tribunal, sin sustento legal, prorrogó la privación de libertad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

6800-11. MEDIDAS CAUTELARES. NIEGAN CAMBIO DE MEDIDA CAUTELAR .Alega el recurrente que al amparado se le impuso quince años de prisión por considerarlo responsable de tres delitos de penalidad del corruptor, por lo que se le decretó por primera vez prisión preventiva, por el término de dieciocho meses. Acota que ante el Tribunal recurrido presentó una solicitud de modificación de la medida cautelar; sin embargo, el Tribunal rechazó las gestiones de la defensa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Voto salvado de la  Magistrada Calzada.  

6756-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Reclama el recurrente que el amparado permanece detenido de manera ilegítima desde el doce de mayo del dos mil once, sin una resolución jurisdiccional que justifique la restricción de su libertad. La Sala Constitucional en la sentencia No. 2009-16295 de las 15:02 hrs. de 21 de octubre de 2009 se pronunció respecto de un asunto similar al que aquí ocupa, considerándose que la actuación de la autoridad recurrida no lesiona la libertad personal del tutelado ni el Derecho de la Constitución, en la medida en que ya existe certeza sobre el juicio de reproche que cabe atribuir al actor por los delitos aludidos, quedando pendiente únicamente determinar el monto de la pena. Se declara sin lugar el recurso. SL

6408-11. PRÓRROGA DE PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Alega el recurrente que los amparados se mantienen ilegítimamente privados de su libertad, por cuanto el Tribunal recurrido declaró con lugar la apelación interpuesta por la Fiscalía y ordenó la prorroga de la prisión preventiva de sus representados por espacio de un mes, con vencimiento el 07 de mayo de 2011.Indica que la resolución carece de la debida fundamentación pues únicamente se refiere al indicio comprobado y no a los peligros procesales.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

6409-11. PRORROGA DE PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Acusa el recurrente falta de fundamentación de la resolución oral emitida por el Juzgado Penal recurrido que prorrogó en contra del amparado la medida cautelar de prisión preventiva, por cuanto en su contra solo existe una simple sospecha y no existe prueba alguna que determine o justifique tal prórroga. Indica además, que su defensor planteó una recusación, la cual el mismo juez resolvió en la audiencia oral. Se analiza la oralidad en el proceso penal y con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
6406-11. PRÓRROGA DE PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO.  Alega el recurrente que dentro del proceso penal que se sigue en su contra se le impuso una medida de prisión preventiva por el plazo de tres meses.  Menciona que durante todo el proceso, ha presentado múltiples elementos probatorios para acreditar su arraigo laboral, domiciliar y familiar en Costa Rica y, de esta manera, desvirtuar el peligro de fuga, inicialmente, alegado por la Fiscalía. Asimismo, indicó que ha aportado información sobre la verdad de los hechos acusados y lo atinente a su no participación en éstos. Acusó, que a pesar de lo anterior los recurridos han prorrogado su prisión preventiva, sin motivar, suficientemente, sus resoluciones. Se declara sin lugar el recurso. SL

6410-11. REBELDÍA. SE DECRETA REBELDÍA POR NO ASISTIR AL DEBATE. Manifiesta el recurrente que el despacho recurrido dicto en contra del amparado resolución decretando su rebeldía y orden de captura por su inasistencia al debate. Indica que en la audiencia oral  se aportó un documento debidamente extendido por un médico, que acreditaba la incapacidad física de su representado, estableciéndose su incapacidad física entre esa fecha al diecisiete de abril. Indica que si bien es cierto dicho documento era de carácter provisional y fue extendido por el médico tratante, el Tribunal optó por decretar la rebeldía y captura de su representado, pero indicando que una vez aportado el certificado médico debidamente timbrado, debía resolverse nuevamente sobre la rebeldía. Alega que una vez concluida la audiencia oral de ese día, en forma inmediata aportaron el respectivo certificado médico, sin embargo, sin razón alguna, el Tribunal omitió revocar la rebeldía de inmediato. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

6562-11. PRUEBA. NO SE HACE EXAMEN PSIQUIATRICO SOLICITADO. Alega el recurrente que por orden de la Fiscalía recurrida fue detenido en virtud de una denuncia en su contra por estafa. Afirma que la Fiscalía solicitó al Juzgado Penal de San José prisión preventiva de tres meses que iniciaban el veintiséis de febrero de dos mil once. Indica que el día de la indagatoria con la defensa presente, se solicitó a la Fiscalía un examen mental obligatorio, pues tiene expediente psiquiátrico abierto en el Hospital Tony Facio de Limón, sin embargo no se ordenó. Alega que el veinticinco de abril pasado se le hizo un recordatorio a la Fiscalía en relación con dicho examen, pero a la fecha tampoco se ha hecho nada al respecto.  Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto, conforme lo indica en el último considerando de esta sentencia. SL
6350-11. MEDIDAS ALTERNATIVAS. DIRECTRIZ DE LA PROCURADURÍA EN PROCESOS PENALES. Acción de Inconstitucionalidad contra de las instrucciones o circulares verbales de la Procuraduría General de la República que rechazan la aplicación de medidas alternativas en las causas penales por conducción temeraria, delitos contra la autoridad pública e infracción a la Ley de Armas. Las directrices se impugnan en cuanto restringen en forma absoluta la posibilidad de aplicar medidas alternativas, tales como la suspensión del proceso a prueba, la reparación integral del daño y la conciliación, en los delitos de conducción temeraria, los cometidos contra la autoridad pública e infracciones a la Ley de Armas. Señalan que la determinación de la política criminal del Estado compete al Poder Legislativo a través de las leyes, de forma que si dentro de los principios y garantías procesales se encuentra la solución del conflicto y el restablecimiento de los derechos de la víctima, el rechazo absoluto a cualquier medida alternativa constituye una interpretación irrazonable, desproporcionada y restrictiva de la política criminal del Estado que atenta contra la libertad del imputado, el debido proceso, la tutela judicial efectiva y el principio de justicia pronta y cumplida. Las soluciones alternativas están orientadas a la restauración y reparación del daño, evitan la persecución y la imposición de la pena privativa de libertad, así como responden a las tendencias internacionales de reparación a favor de la víctima, que buscan un equilibrio entre el daño, la capacidad de cumplir con la reparación y el delito. Además, consideran que se violenta el principio de igualdad, dado que los tribunales de flagrancia han hecho arreglos en más de 1500 casos sin la intervención de la Procuraduría, en causas por los mismos delitos.  Refieren que las directrices de la Procuraduría no se encuentran fundamentadas, como debe estar cualquier acto administrativo, no están plasmadas en forma escrita y no han sido publicadas, por lo que se causa indefensión. Refieren que particularmente, en el delito de conducción temeraria, por ser un delito contra la seguridad común, la Procuraduría carece de legitimación procesal expresa para actuar como víctima. Se declaran CON LUGAR las acciones acumuladas. En consecuencia se anulan las instrucciones giradas por la Procuraduría General de la República, que limitan en forma absoluta la posibilidad de negociar salidas alternativas en los procesos penales seguidos por los delitos de conducción temeraria, contra la Autoridad Pública e infracción a la Ley de Armas. Para evitar graves dislocaciones de la seguridad jurídica, la justicia y la paz social, esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos prospectivos a partir de la publicación íntegra de la sentencia en el Boletín Judicial, de manera que se aplicará, únicamente, para los procesos en trámite o suspendidos que no hayan sido resueltos, consecuentemente no será aplicable a las causas penales fenecidas por sentencia firme o que se encuentren en la fase de impugnación, salvo en los asuntos base de esta acción, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese a la Procuradora General de la República, el accionante, las partes del asunto base,   al Ministerio Público y a la Defensa Pública. Publíquense los avisos e íntegramente el voto en el Boletín Judicial y reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese. El Magistrado Mora declara con lugar la acción únicamente en cuanto se refiere a la falta de legitimación de la Procuraduría General de la República para actuar como parte en los delitos de conducción temeraria. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Castillo Víquez salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Castillo Víquez consigna nota.-

6361-11. DETENCION. IMPUTADO ESTUVO ESPOSADO DURANTE ALLANAMIENTO. Alega el recurrente que fue allanada su casa de habitación y durante la diligencia no hubo violencia, ni resistencia al acto judicial; no obstante, acusa que fue esposado con las manos hacia atrás durante las nueve horas que duró el allanamiento, lo que considera que constituyó un acto vejatorio, excesivo, humillante, cruel e innecesario, pues los hechos investigados eran todos por falsedades documentales, no era ninguno de ellos cometido con violencia o intimidación. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese a las partes, al Ministerio Público y al Director General y al Jefe de la Oficina de Asuntos Internos, ambos del Organismo de Investigación Judicial, para que investiguen la posible comisión de alguna falta o delito, y realicen las diligencias que en derecho corresponde. CL
6353-11. PRISION PREVENTIVA. SE MANTIENE A PESAR DE QUE LA SENTENCIA FUE ANULADA Y REENVIADA POR LA SALA TERCERA. Alega el recurrente que la Sala Tercera resolvió el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, y resolvió a favor del imputado, en donde anuló el fallo respecto a la fijación de la pena y se dispuso el reenvío de la causa a su oficina de origen, con el fin de que dicho extremo fuera sustanciado conforme a derecho; no obstante, acusa que no se hizo referencia a la apelación de la prisión preventiva que vencía el veintisiete de abril, por lo que al anularse la citada sentencia, también se estaría anulando la pena, y en consecuencia la prisión preventiva sería ilegal, por lo que el tutelado debería estar en libertad.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
6360-11. REBELDIA. DICTADA EN PROCESO CONTRAVENCIONAL POR NO ASISTIR A LA AUDIENCIA. Alega el recurrente que fue demanda por la contravención de amenazas personales ante el Despacho Judicial recurrido. Fue citada para audiencia oral, pero por razones de salud y recomendación médica no pudo asistir. De nuevo se hizo otro señalamiento, pero con justificación médica demostró que no podía apersonarse, situación que se repitió en otra ocasión. No obstante, se señaló nueva fecha para la audiencia, pero esta vez fue su abogado el que no podía presentarse por razones de salud, tal y como se comunicó al Despacho Judicial. Como consecuencia de ello, el Juez decretó rebeldía y giró orden de captura en su contra. Estima contrario a derecho dicha actuación, pues se pone en riesgo su libertad ambulatoria por una causa que a la fecha está prescrita y a pesar de que se ha solicitado que así se declare, el juez lo ha rechazado de plano. Asimismo se le ha pedido dictar sobreseimiento definitivo, por no constituir falta o contravención, ya que se trata de un delito de acción privada, pero el juzgado insiste en continuar con el proceso y perjudicarla con la captura y remisión al centro institucional más cercano y sin señalamiento de audiencia, a pesar de que se han justificado debidamente las no comparecencia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

6272-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Alega la recurrente  que el Tribunal recurrido confirmó la prisión preventiva en contra de los amparados, no obstante dicha resolución carece de la debida fundamentación debido a que no se recibió la prueba testimonial ofrecida, además de violación al principio de oralidad al suspender la audiencia para revisar el expediente. En este caso consta que la prisión preventiva está debidamente fundamentada y que después de haberse realizado la audiencia oral ante el Tribunal de Juicio, se  pronunció confirmándose esa medida cautelar por el plazo de tres meses. Por consiguiente, no se acredita violación alguna a los derechos fundamentales de los tutelados durante el transcurso de la audiencia oral. Sobre la prueba testimonial ofrecida se le recuerda a la recurrente que, de conformidad con lo establecido en el artículo 15 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, el hábeas corpus es un recurso sumario y preferente por medio del cual se solicita el restablecimiento del derecho constitucional a la libertad personal, al Tribunal Constitucional no le corresponde verificar, entre otros aspectos, si las evidencias materiales, los testimonios y declaraciones de testigos, ofendidos o imputados y todo otro elemento de prueba que hubiera podido existir en autos, demuestran la culpabilidad o inocencia de las personas encartadas.  SL
6087-11. DETENCION. IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAIS NO HABÍA SIDO LEVANTADO. Alega el recurrente que la policía Especial de Migración le impidió abordar un vuelo con destino a los Estados Unidos de América, pese a que no existe impedimento de salida dispuesto en su contra. Se declara con lugar el recurso porque en este caso consta que contra el amparado existía un impedimento de salida del país desde hacía mucho  tiempo, que por trámites administrativos no había sido levantado.  Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

6078-11. DETENCIÓN. POR MENOS DE VEINTICUATRO HORAS. Alega el recurrente fue detenido de manera arbitraria por oficiales de la Fuerza Pública. Señala que estuvo detenido  aproximadamente de dos a seis de la tarde, que fue golpeado y agredido sin justificación alguna. Se declara parcialmente con lugar por uso irracional y desproporcionado de la fuerza. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Comuníquese a todas las partes y al Ministro de Seguridad Pública.  En cuanto a la Fiscalía Adjunta de Pococí se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

6081-11. DEFENSOR. MISMO DEFENSOR DEL IMPUTADO Y OFENDIDO EN DIFERENTES PROCESOS.  Alega el recurrente que le prorrogó la prisión preventiva en una audiencia en la cual participó su defensor público, quien figura como abogado defensor del ofendido en otro proceso. En este caso, del análisis de la audiencia oral consta que en ningún momento el encartado fue puesto en indefensión por parte de su defensor público quien, por el contrario, acreditó gran suficiencia en el ejercicio de una defensa profesional a favor del imputado y, a juicio de esta Sala, actuó de acuerdo con los fines del proceso, pues no tuvo conocimiento, hasta momentos antes de la audiencia, sobre la coincidencia de que el ofendido en esa causa fuera su defendido en otro proceso. De todas formas, es un aspecto que debe alegar en vía penal. Se declara sin lugar el recurso. SL

5967-11. PRISIÓN PREVENTIVA. LA PRORROGAN TARDE. En este caso consta que existió un lapso de 14 horas con 20 minutos, durante el cual el tutelado estuvo privado de su libertad personal sin que mediara orden judicial en ese sentido. Es importante tomar en cuenta que los Jueces del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, aceptaron lo ocurrido e indicaron que se debió a un yerro cometido por el Juez Tramitador del Despacho. Así las cosas, el recurso es procedente, sin embargo – dado que se dictó nueva prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva – solo para efectos de la condenatoria al pago de los daños y perjuicios ocasionados. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado. CL
5971-11. PRISION PREVENTIVA. SE ASEGURA QUE NO FUE SOLICITADA POR EL MINISTERIO PUBLICO. Señala el recurrente que la autoridad jurisdiccional recurrida dictó prisión preventiva por diez días, sin que el representante del Ministerio Público hiciera esa petición. Sostiene el recurrente que la única vez que el Ministerio Público mencionó la palabra prisión preventiva lo hizo en referencia al artículo 239 del Código Procesal Penal porque el mismo dispone la procedencia de la prisión preventiva, pero no para pedir una medida represiva sino porque se requiere que los hechos encuadren en el supuesto del inciso a) u otros. El Juez del Tribunal de Cartago se ha opuesto a las pretensiones del recurrente y acredita la minuta de audiencia en la que consta que el Ministerio Público solicitó prisión preventiva y en forma subsidiaria medidas menos gravosas. En el caso enjuiciado en el presente recurso, no puede esta Sala entrar a debatir la pretensiones del Ministerio Público y la interpretación que de ellas haya hecho el juez recurrido, pues esto es un asunto que le corresponde a la instancia recursiva. La prisión preventiva se dio por un plazo de 10 días con suficiente fundamentación. SL 

5974-11. DETENCION. SE LE AMENAZA SI NO SE PRESENTA A COMPARECENCIA ORDENADA POR JUEZ DE FAMILIA. Alega la recurrente que la Fuerza Pública se hizo presente en su vivienda para entregarle a la tutelada la orden de citación, seguida de la manifestación de que sino se presentaba dentro del término otorgado, sería conducida ante el Juzgado Contravencional en cuestión, por medio de la Fuerza Pública, situación que estima violatoria de los derechos fundamentales, por cuanto -según indica- no existe normativa alguna que faculte a la autoridad judicial a conducir por medio de la fuerza a la ofendida, para que ratifique una denuncia por violencia ante el Juzgado de Familia, que requiere la instancia de parte, ya que debe ser ella quien acuda en forma voluntaria, y de no ser así, el expediente debería ser archivado, pero nunca amenazar su libertad. Señala la Sala que en este caso, el fundamento de la autoridad recurrida no solo se encuentra en la aplicación de una ley, sino que el artículo 153 de la Constitución Política.  De esta forma, si la tutelada ha sido citada a comparecer, tiene el deber de presentarse y si mostrara renuencia en asistir, la autoridad recurrida tiene la potestad de hacerla comparecer con la ayuda de la Fuerza Pública si fuere necesario.  Ahora bien, si la tutelada considera que existen causas justificadas para no asistir a alguna audiencia, deberá gestionar lo pertinente ante la autoridad jurisdiccional correspondiente, para que se valore su situación particular. De manera que, no se considera que se haya violentado derecho fundamental alguno con la advertencia que se le hizo a la tutelada Cadena Cadena, pues resulta claro que la autoridad recurrida tiene potestad para ello. Igualmente, si considera que la causa debe ser archivada, debe plantear los reparos que estime oportunos, a través de los mecanismos previstos al efecto, ante las instancias jurisdiccionales competentes. RF
5967-11. PRISIÓN PREVENTIVA. LA PRORROGAN TARDE. En este caso consta que existió un lapso de 14 horas con 20 minutos, durante el cual el tutelado estuvo privado de su libertad personal sin que mediara orden judicial en ese sentido. Es importante tomar en cuenta que los Jueces del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, aceptaron lo ocurrido e indicaron que se debió a un yerro cometido por el Juez Tramitador del Despacho. Así las cosas, el recurso es procedente, sin embargo – dado que se dictó nueva prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva – solo para efectos de la condenatoria al pago de los daños y perjuicios ocasionados. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado. CL
05971-11. PRISIÓN PREVENTIVA. SE ASEGURA QUE NO FUE SOLICITADA POR EL MINISTERIO PUBLICO. Señala el recurrente que la autoridad jurisdiccional recurrida dictó prisión preventiva por diez días, sin que el representante del Ministerio Público hiciera esa petición. Sostiene el recurrente que la única vez que el Ministerio Público mencionó la palabra prisión preventiva lo hizo en referencia al artículo 239 del Código Procesal Penal porque el mismo dispone la procedencia de la prisión preventiva, pero no para pedir una medida represiva sino porque se requiere que los hechos encuadren en el supuesto del inciso a) u otros. El Juez del Tribunal de Cartago se ha opuesto a las pretensiones del recurrente y acredita la minuta de audiencia en la que consta que el Ministerio Público solicitó prisión preventiva y en forma subsidiaria medidas menos gravosas. En el caso enjuiciado en el presente recurso, no puede esta Sala entrar a debatir la pretensiones del Ministerio Público y la interpretación que de ellas haya hecho el juez recurrido, pues esto es un asunto que le corresponde a la instancia recursiva. La prisión preventiva se dio por un plazo de 10 días con suficiente fundamentación. SL 

5974-11. DETENCIÓN. SE LE AMENAZA SI NO SE PRESENTA A COMPARECENCIA ORDENADA POR JUEZ DE FAMILIA. Alega la recurrente que la Fuerza Pública se hizo presente en su vivienda para entregarle a la tutelada la orden de citación, seguida de la manifestación de que sino se presentaba dentro del término otorgado, sería conducida ante el Juzgado Contravencional en cuestión, por medio de la Fuerza Pública, situación que estima violatoria de los derechos fundamentales, por cuanto -según indica- no existe normativa alguna que faculte a la autoridad judicial a conducir por medio de la fuerza a la ofendida, para que ratifique una denuncia por violencia ante el Juzgado de Familia, que requiere la instancia de parte, ya que debe ser ella quien acuda en forma voluntaria, y de no ser así, el expediente debería ser archivado, pero nunca amenazar su libertad. Señala la Sala que en este caso, el fundamento de la autoridad recurrida no solo se encuentra en la aplicación de una ley, sino que el artículo 153 de la Constitución Política.  De esta forma, si la tutelada ha sido citada a comparecer, tiene el deber de presentarse y si mostrara renuencia en asistir, la autoridad recurrida tiene la potestad de hacerla comparecer con la ayuda de la Fuerza Pública si fuere necesario.  Ahora bien, si la tutelada considera que existen causas justificadas para no asistir a alguna audiencia, deberá gestionar lo pertinente ante la autoridad jurisdiccional correspondiente, para que se valore su situación particular. De manera que, no se considera que se haya violentado derecho fundamental alguno con la advertencia que se le hizo a la tutelada Cadena Cadena, pues resulta claro que la autoridad recurrida tiene potestad para ello. Igualmente, si considera que la causa debe ser archivada, debe plantear los reparos que estime oportunos, a través de los mecanismos previstos al efecto, ante las instancias jurisdiccionales competentes. RF
5722-11. MENOR DE EDAD. NO SE EJECUTA ORDEN DE LIBERTAD. Alega la  recurrente que el amparado que ha sido detenido en varias ocasiones, a pesar de que ya se dejó sin efecto la orden de captura que existía en su contra. En este caso concluye la Sala que el  Juzgado Penal Juvenil de San José dejó sin efecto la orden de captura dictada contra el tutelado hasta el veintisiete de abril de ese año, en que se procedió a incluir dicha decisión en los registros del Archivo Criminal, situación que generó que el amparado fuera detenido en dos ocasiones pues en esas fechas aún aparecía vigente en el Sistema de Expediente Único la orden citada, por lo expuesto procede declarar con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
5725-11. DEFENSOR. AUDIENCIA SIN LA PRESENCIA DEL DEFENSOR Aduce la recurrente que  la autoridad recurrida llevó a cabo  el debate de la causa que se le sigue a su representada, a pesar de  que  solicitó su suspensión porque ese día tuvo que ser atendida en el Servicio de Emergencias del Hospital de Guápiles, ocasionando que la encartada no contara con asistencia técnica durante el debate. En este caso estima la Sala que no ha habido indefensión por el hecho de haberse llevado a cabo la audiencia programada sin la presencia de la abogada particular de la amparada, pues el Juzgado recurrido resolvió su absolutoria, por lo tanto la ausencia de la abogada particular no perjudicó a la amparada, razón por la cual procede declarar sin lugar el recurso. SL

5715-11. PRORROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. SE RESUELVE SIN PRONUNCIARSE SOBRE UN INCIDENTE DE RECUSACIÓN. Afirma  el recurrente que en una audiencia oral requerida por el Ministerio Público para solicitar la prórroga de las medidas cautelares impuestas contra los encartados del proceso, presentó una incidencia de recusación contra el juzgador. Cuestiona que el juez penal procedió a desestimar la incidencia y entró a resolver la solicitud de prórroga de la prisión preventiva impuesta contra su representado.  Considera ilegítimo el proceso empleado por el recurrido violentando, en su criterio, las garantías del debido proceso, así como, los principios de juez natural y de legalidad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

5714-11. ALLANAMIENTO. SIN ORDEN JUDICIAL.  Alega el recurrente que en forma arbitraria, se allanó su casa de habitación y su negocio, decomisándole algunos bienes. Asegura que esa diligencia se efectuó sin que existiera una orden judicial dirigida en su contra que le sirviera de sustento. En ese caso consta, que contrario a lo afirmado por el recurrente, la diligencia de allanamiento se encontraba debidamente fundamentada. Además, según lo informado, para la ejecución del allanamiento se contó con la presencia de una Jueza Penal como garante de la legitimidad del acto y de los derechos fundamentales de las partes. Ahora bien, si como lo alega el tutelado, hubo un error a la hora de identificar los lugares que debían allanarse es una cuestión que no compete ser analizada mediante el recurso de habeas corpus, sino que deberá plantearse en la vía judicial correspondiente, en donde podría reclamar los eventuales daños y perjuicios causados una vez que se establezca la responsabilidad por ese yerro judicial. Asimismo, la pretensión para que se le devuelvan los bienes decomisados, deberá plantearla en la propia sede penal. SL
5566-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Alude el recurrente, después de más de 8 meses, no se ha logrado desvirtuar la presunción de inocencia dispuesta en el artículo 39 constitucional a favor del amparado. Considera, la resolución carece de fundamentación y no valora en forma efectiva la existencia de prueba que desvirtúa la decisión tomada en referencia al arraigo. En este caso consta que existen elementos suficientes para sustentar la prisión preventiva del encartado a fin de garantizar la realización del juicio oral y público, y minimizar el peligro de obstaculización y peligro para las víctimas. Señala el recurrido, que sobre la presunción de inocencia, existen abundantes pruebas que determinan la existencia de un juicio de probabilidad que ha señalado que el justiciable llegue hasta la fase plenaria, y por ello, hay señalamiento a debate para ser celebrado próximamente. En lo que al arraigo respecta, se constata que al amparado le fueron impuesta sendas medidas cautelares diversas a la prisión preventiva; sin embargo, no cumplió ninguna. Así las cosas, lo procedente es declarar sin lugar el presente recurso, como en efecto se ordena. SL
5573-11. PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DEL PLAZO. En el caso concreto, el recurrente acusa que a la fecha de interposición del recurso se encontraba privado de libertad ilegítimamente, pues ya había vencido la prisión preventiva que le fuera impuesta. Ahora bien, luego de analizar los elementos aportados a los autos, la Sala descarta la alegada violación a los derechos del amparado, pues se tiene por probado que, el Juzgado Penal de Limón prorrogó la prisión preventiva que le había impuesto por lo que a la fecha que planteó el presente asunto, dicha medida cautelar se encontraba todavía vigente. SL
5562-11.  PRISIÓN PREVENTIVA. IMPUESTA DURANTE LA ETAPA DE JUICIO. La recurrente solicita el restablecimiento de la libertad personal de su representado. Acusa que las autoridades del Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de Alajuela procedieron de oficio y sin fundamentación a imponer una medida cautelar de prisión preventiva contra el tutelado. Es preciso aclarar que este Tribunal Constitucional ha establecido una línea jurisprudencial en el sentido que el  dictado de una sentencia condenatoria en un proceso penal puede tomarse como causa suficiente y justificada para que el Tribunal competente dicte de oficio o prorrogue la prisión preventiva del imputado durante un período de seis meses. Nótese que la posibilidad que el Tribunal de Juicio ordene una medida cautelar de prisión preventiva, está prevista en el artículo 364 del Código Procesal Penal. De lo anterior, se deduce que la propia normativa procesal penal autoriza que el Tribunal de Juicio, ante una sentencia condenatoria, disponga de oficio la prisión preventiva del condenado. Lo anterior, con el propósito de garantizar que los fines del proceso penal sean cumplidos a cabalidad. En el caso concreto se acreditó que, efectivamente, contra el tutelado, se dictó una sentencia condenatoria por habérsele encontrado autor responsable del delito de lesiones graves, por tales hechos, se le impuso una pena de tres años y seis meses de prisión.  Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada pone nota. SL

5699-11. PRISION PREVENTIVA. ES DEBER DE LOS JUECES SUMINISTRARLES A LAS PARTES EL REGISTRO DIGITAL DE LAS RESOLUCIONES DICTADAS ORALMENTE. DEBEN VERIFICAR QUE EL EQUIPO ESTE FUNCIONANDO DE MANERA CORRECTA. La accionante reclama que al momento de resolver en apelación la prisión preventiva impuesta a los amparados por el Juzgado Penal de La Unión, el Tribunal Penal de Cartago hubiera decidido devolver el asunto al último, dado que no se había grabado la audiencia correspondiente, a efectos de que emitiera una resolución de prisión preventiva. En este caso, señala la Sala que la prisión preventiva es la medida cautelar de carácter personal más grave que prevé la ley procesal penal; como todas las medidas cautelares, tiene que reunir determinados requisitos para que su dictado sea legítimo. Precisamente, en la celebración de la audiencia en que se examina la procedencia la imposición de una medida cautelar, “es deber ineludible del juez asegurarse que el equipo que se utiliza para la grabación de la audiencia esté funcionando debidamente, de manera que si no es así, proceda a la trascripción de la audiencia oral. Al respecto, el artículo 238 del Código Procesal Penal determina la obligación del juez de convocar a audiencia cuando el Ministerio Público estima que procede la prisión preventiva y el deber del juzgador de resolver lo solicitado una vez terminada la audiencia, para cuyo efecto, si se contare con medios de grabación, el respaldo mediante ellos es suficiente para acreditar la existencia de la celebración de la audiencia y de lo resuelto; contrariu sensu, si se carece de tales medios de grabación, resulta ineludible consignar por escrito la audiencia. En el caso concreto, quedó demostrado que la Jueza Penal Supernumeraria de La Unión, aseguró que había quedado debidamente grabada la audiencia celebrada ese día para decidir sobre la prisión preventiva impuesta a los amparados, lo cual no era cierto. En consecuencia, está claro que la jueza incumplió su deber de verificar que el equipo de grabación estuviese funcionando de modo correcto, situación que resulta aún más gravosa, porque la bitácora de la audiencia es del todo omisa respecto de la fundamentación usada por la Juzgadora para resolver la gestión mencionada. Además, debe recalcarse que las autoridades jurisdiccionales están obligadas a suministrarles a las partes el registro digital de las resoluciones dictadas oralmente, toda vez que se trata de una herramienta imprescindible para hacer efectivo el derecho de defensa, obligación que también se incumplió en este asunto, comprometiendo así el derecho de comentario en perjuicio de los amparados. En consecuencia, lo actuado por la Jueza del Juzgado Penal de La Unión, resulta contrario al orden constitucional. Por otra parte, el Tribunal de Juicio de Cartago, ordenó al Juzgado Penal de La Unión que en el plazo de veinticuatro horas confeccionase una minuta sobre la resolución impugnada que se estaba conociendo en alzada, toda vez que el archivo digital correspondiente a dicha diligencia no se podía abrir; tal minuta no se pudo elaborar porque la Jueza porque estaba incapacitada. Este intento por subsanar el error cometido resulta, no obstante, contrario al derecho a la defensa efectiva y oportuna de los amparados. En criterio de esta Sala, la actuación que procedía, a fin de subsanar el defecto apuntado, debió consistir en devolver el expediente al Juzgado Penal para que a la brevedad celebrara, nuevamente, la audiencia de imposición de medidas cautelares, toda vez que no se puede hablar de la inexistencia de una resolución, porque todas las partes procesales estuvieron presentes en el momento en que, oralmente, la Jueza dispuso imponer la medida cautelar de prisión preventiva a los amparados. Pese a lo expuesto, el Tribunal de Juicio de Cartago ordenó la libertad de los amparados por falta de fundamentación con base en el artículo 142 del Código Procesal Penal. Dado ese elemento y puesto que lo que la accionante pretende con este proceso de constitucionalidad es precisamente la libertad de sus defendidos, esta Sala resuelve declarar con lugar el hábeas corpus solo para efectos del pago de eventuales costas, daños y perjuicios. CL
5698-11. SENTENCIA. ANULACIÓN DE SENTENCIA ABSOLUTARIA EN CASACION NO LESIONA EL PRINCIPIO DE NO REFORMA EN PERJUICIO. Consulta Judicial Preceptiva de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal de San Ramón en lo referente a un de revisión. En la gestión se alega que contra la sentencia absolutoria 197-2008 se planteó un recurso de Casación por parte del Ministerio Público, lo que produjo la anulación de dicha sentencia pero el Tribunal de Casación se fundó en un motivo diferente al reclamado.-  Tal actuación produjo que se diera un nuevo debate y en él se le impusieron ocho años de prisión por el supuesto delito con lo que se lesionó su derecho a la no reforma en perjuicio. Concluye la Sala que la situación que plantea la recurrente no se habría dado afectación al principio de no reforma en perjuicio, pues al fundarse la sentencia anulatoria emitida por el Tribunal de Casación en un recurso planteado exclusivamente por el Ministerio Público, se habría actuado conforme en la legislación penal vigente (ver artículo 451 del Código Procesal Penal).- Además, y en segundo lugar, se aprecia que el reclamo planteado por la recurrente no se dirige a reclamar la sentencia condenatoria, ni un acto que haya sido tomado en cuenta de forma directa para emitir la decisión de condena, con lo cual procede evacuar la consulta señalando que -en criterio de la Sala- el tema planteado no está incluido dentro de los cabe analizar mediante el procedimiento de revisión pro debido proceso contenido en el artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal. Se evacua la consulta formulada en el sentido de a) la anulación de una sentencia absolutoria como resultado de un recurso de casación presentado por el Ministerio Público no lesiona el principio de no reforma en perjuicio; b) las posibles incorrecciones de naturaleza legal de una sentencia anulatoria del tribunal de Casación que retrotrae el proceso para un nuevo juicio, no forman parte de las faltas al debido proceso que cabe proteger mediante el procedimiento establecido en el artículo 408 inciso g) del Código Procesal.  Evacuada.
5663-11. SOBRESEIMIENTO. FUNDAMENTO. Alega el recurrente que el Juzgado de la Etapa Intermedia dictó sobreseimiento definitivo a favor del amparado; por lo que el Ministerio Público la apeló y el  Tribunal recurrido, declaró la ineficacia total del sobreseimiento definitivo dispuesto por el Juzgado A quo. Considera que dicha resolución carece de fundamentación, no se valoró la prueba,  no existe  una relación congruente entre lo recurrido por el Ministerio Público y la fundamentación de la misma y previo al dictado, no se realizó  la escucha de la grabación de la resolución del sobreseimiento definitivo, lo que  lesiona el derecho a un debido proceso. La Sala concluye que estos aspectos deben plantearse en vía penal. SL
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

7103-11. PARTIDOS POLITICOS. ACCESO A PERSONAS CON DISCAPACIDAD A PUESTOS DE ELECCIÓN POPULAR Y ESTRUCTURAS PARTIDARIAS. El recurrente estima que ha existido una omisión de los partidos políticos al contemplar en sus estatutos los mecanismos que garanticen cuotas para la designación de personas con discapacidad en puestos de elección popular y de administración de tales agrupaciones, con lo que se infringe la Convención Internacional sobre los Derechos para las personas con Discapacidad y la Constitución Política. Señala la Sala que todos los representantes de los partidos políticos que se tuvieron como co-recurridos fueron contestes en informar a este Tribunal, bajo fe de juramento y con sus consecuencias jurídicas, que no han impedido, limitado o prohibido la plena integración y participación de las personas con discapacidad en sus estructuras partidarias, tanto para plantear candidaturas para que puedan optar por puestos o cargos públicos de elección popular, como para formar parte de la administración de las agrupaciones políticas. En lo relativo a sí lo estatutos de los partidos políticos deben incluir o no cuotas predefinidas para las personas con discapacidad, tanto en los puestos de elección popular como en la administración de las estructuras partidarias, se trata de un tema de competencia del legislador ordinario, el que a través de la legislación electoral debe definir la oportunidad y conveniencia de establecer una previsión legislativa de tal naturaleza que vincule a los partidos políticos y provocar la reforma o modificación de sus estatutos. Nótese que la Convención de los Derechos de las personas con discapacidad lo que garantiza es una participación plena y efectiva de esa población en la vida política y pública en igualdad de condiciones, ya sea planteando candidaturas para ser electos o para participar de las actividades, organización y administración de los partidos políticos, de manera que de comprobarse que a alguna persona con discapacidad o a un grupo de éstas se les conculcan tales derechos en una agrupación política, el amparo podría ser, eventualmente, procedente, extremo que no se ha logrado acreditar fehaciente e idóneamente en el presente asunto. SL
FAMILIA
6807-11. MENORES. MEDIDAS CAUTELARES SOBRE DEPÓSITO DE MENORES EN EL P.A.N.I. Acusa la recurrente que a pesar de haber vencido la medida dictada, sus hijos siguen ubicados fuera del hogar bajo medida de abrigo temporal, además se le negó el acceso al expediente administrativo.  Se declara con lugar el recurso únicamente por la omisión del Patronato Nacional de la Infancia de entregar a los amparados a su madre en la fecha de vencimiento dispuesta en la resolución de las 11:30 horas del 15 de noviembre de 2010. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

6401-11. GASTOS DE EMBARAZO. PLAZO DE DOCE MESES PARA EL REEMBOLSO DE GASTOS DE EMBARAZO Y MATERNIDAD. Consulta judicial facultativa referente a la resolución de las 14:30 horas de 6 de noviembre de 2009, dictada dentro del proceso de investigación de paternidad y reembolso de gastos de embarazo y maternidad de K.V.V.Z. contra A.B.S.C., tramitado en el expediente No. 09-000069-0364-FA, del artículo 96, párrafo primero, del Código de Familia. La norma señala que cuando el Tribunal acoja la declaración de paternidad, este podrá condenar en la sentencia al padre a reembolsarle a la madre, según los principios de equidad, los gastos de embarazo y maternidad de la hija o el hijo durante los doce meses posteriores al nacimiento. Estos rubros tendrán un plazo de prescripción de diez años. Se acusa que la norma tiene un límite de tiempo (12 meses que siguen al nacimiento) que parece contravenir las disposiciones contenidas en la  Convención para Eliminar Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la frase del artículo 96, párrafo primero del Código de Familia que dice: durante los doce meses posteriores al nacimiento, resulta inconstitucional en los términos expuestos en el considerando VI de esta sentencia. Esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, relaciones o situaciones jurídicas consolidadas por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa jugada material. Por lo anterior debe entenderse que el órgano jurisdiccional estará habilitado para condenar al padre, incluso, a rembolsar a la madre aquellos gastos de maternidad del hijo o de la hija, debidamente acreditados, posteriores a los doce meses del nacimiento siempre que no estén cubiertos por la prescripción decenal a tenor de lo dispuesto en el mismo artículo 96 del Código de Familia. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa, al Juzgado Consultante y a la Procuraduría General de la República.-

5762-11. MENORES. DEPÓSITO DE MENOR EN ALBERGUE DE PANI.  Alega el recurrente su disconformidad en contra de la decisión del Patronato Nacional de la Infancia de ubicar, temporalmente a su hijo en un albergue de la institución sin haberse garantizado el debido proceso y sin realizarse de previo un estudio psicosocial. Estima la Sala que  en el caso concreto la Administración se dio a la tarea de estudiar el conflicto familiar y de buscar apoyos y alternativas de ubicación para los menores, con lo que se descarta que las medidas adoptadas no hayan tenido sustento en algún estudio previo. Se declara sin lugar el recurso. SL
INTIMIDAD

6951-11. DENUNCIA. SOLICITUD DE  PROTECCIÓN DE IDENTIDAD.  Refiere el recurrente que  presentó una denuncia por la supuesta usurpación a la zona pública  de la zona marítimo terrestre ante el Departamento de la Zona Marítimo Terrestre de la Municipalidad recurrida y a su vez remitió copia de dicha queja ante el Concejo recurrido, siendo que en la sesión ordinaria 45, artículo III, inciso e) celebrada el 9 de marzo de 2011, la cual es pública de conformidad al artículo 41 del Código Municipal, se  dio lectura al documento en cuestión, revelando así el nombre del denunciante. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Consejo Municipal de la Municipalidad de Garabito, que inmediatamente a la notificación de esta sentencia gire las instrucciones pertinentes para que se proteja la identidad del recurrente en el proceso administrativo iniciado en virtud de la denuncia interpuesta ante el Departamento de la Zona Marítimo Terrestre de la Municipalidad recurrida. CL

6843-11 .INFORMACIÓN CREDITICIA. SE ORDENA ELIMINAR INFORMACIÓN PRIVADA.  Alega el recurrente que pese a que hace más de cuatro años que canceló sus adeudos con el Banco de Costa Rica, el Popular y de Desarrollo Comunal, Banco Uno- y Scotiabank de Costa Rica S. A, al solicitar nuevos recursos crediticios, se le niegan con el argumento que no es sujeto de crédito, por ostentar deudas pendientes y un récord crediticio manchado, según los registros de diversas entidades protectoras de crédito y de la Superintendencia General de Entidades Financieras. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al representante legal de la empresa WWWDATUMNET S.A;  al presidente de la empresa Cero Riesgo Información Digitalizada S.A y  a la representante de la TRANSUNION Costa Rica S.A, que verifiquen la información crediticia que de la amparada contienen sus bases de datos y eliminen aquellos datos que carezcan de actualidad. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

6431-11. INFORMACIÓN PENAL.  SOBRE DENUNCIAS PLANTEADAS ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO. Alega la recurrente que en las bases de datos del Ministerio Público continúan apareciendo, anotadas a su nombre, una serie de denuncias planteadas en su contra a pesar de que fue sobreseída en forma definitiva. Indica que esa errónea información se la brindan a cualquier particular que la solicite en el Ministerio Público. Manifiesta que ha solicitado que se excluya de los registros esa errada información, sin embargo, no lo hacen perjudicando con ello sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Fiscal Adjunto Primero de San José, a la Fiscal Coordinadora de la Unidad de Fraudes; al Fiscal Coordinador de la Unidad de Delitos contra la Propiedad ambos del Segundo Circuito Judicial de San José y  al Fiscal Coordinador de la Unidad de Asuntos de Género y Delitos Varios, todos del Ministerio Público o a quienes ocupen tales cargos: a) mantener información actualizada a nombre de la amparada; b) mantener actualizada la información que registre el Ministerio Público respecto de las personas investigadas o contra quienes la Fiscalía realiza algún acto inherente a la función requirente c) compartir el contenido de la información recabada en las labores de investigación y persecución criminales en poder del Ministerio Público únicamente con aquellas personas autorizadas por ley. Se ordena a Luis Paulino Mora Mora, en su carácter de Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial en el plazo de SEIS MESES a partir de la notificación de esta sentencia, tomar las medidas y girar las instrucciones necesarias para implementar mecanismos de prevención, incluso tecnológicos, que garanticen el derecho a la intimidad de la información que identifique a las partes en los distintos asuntos que registre el Ministerio Público, ya sea en publicaciones, incluso por Internet. CL

6158-11. IDENTIDAD. SUPLANTACIÓN DE IDENTIDAD. Reclama  el recurrente el hecho de tener a nombre suyo una causa penal, la cual consta en su hoja de antecedentes penales, siendo que él no ha cometido ningún delito, sino que el imputado cada vez que se enfrenta ante la justicia, da el nombre y cédula del amparado y es a él a quien se le achacan los hechos. Además agrega, está bien demostrado que se trata de dos personas distintas, por lo cual se trata de una suplantación de identidad. En este caso consta que el recurrente y el imputado eran personas diferentes, por lo que procede declarar con lugar el recurso. Se le ordena al Director del Registro Judicial, o a quien ejerza su cargo, proceder con el cumplimiento de la resolución 451-2011 del 28 de marzo del 2011, del Juzgado de Ejecución de la Pena, mediante la cual se le ordena proceda a borrar el asiento respectivo en el cual se tiene como sentenciado al recurrente y se proceda a inscribir la sentencia a nombre del verdadero imputado, en un plazo de 10 días, a partir de la notificación de esta resolución. CL

6170-11. INFORMACIÓN CREDITICIA. SOLICITUD PARA ELIMINAR INFORMACIÓN PERSONAL. Aduce el recurrente que las empresas recurridas mantienen en sus registros y distribuyen a sus clientes datos personales, sin haber otorgado la autorización pertinente. Además, alegó que se consigna una operación crediticia en la cual figura como acreedor Instacredit S.A., esto pese a que nunca la gestionó. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
6856-11. DESAFILIACIÓN.  SUSPENSIÓN  DE COOPERATIVA. Alega la recurrente que la cooperativa recurrida suspendió su condición de asociada, sin observar el debido proceso. Incluso, en el sistema de cómputo aparece como si hubiera renunciado. Menciona que exigió que le explicaran con base en qué procedían de esa manera, pero no le satisface la respuesta que recibió. Indica que la cooperativa aplica deducciones de planillas a los fiadores y el destinó el capital social al pago de la deuda. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula la suspensión de la recurrente como asociada de la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los Servidores Públicos R.L . En todo lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
6162-11. DESAFILIACIÓN. SE ANULA ACTA DE DESAFILIACIÓN.  Alegan los recurrentes que son afiliadas a la Asociación recurrida desde hace varios años, pero no fueron convocados a la Asamblea General Extraordinaria. Indican que en  ningún momento han renunciado a dicha agrupación ante la Junta Directiva ni ante la Asamblea General en forma verbal o por escrito, lo que implica que debieron ser convocadas a dicha asamblea como en derecho corresponde. Sin embargo, en el acuerdo sexto del acta levantada al efecto ese mismo día, en el punto referido a las desafiliaciones por  no querer pertenecer más a dicha Asociación, aparecen sus nombres como si hubieran renunciado a la misma,  pese a que son asociados activos a la agrupación recurrida, que nunca han presentado gestión de renuncia alguna. Se declara con lugar el recurso. Se restituye a los amparados en el pleno goce de sus derechos. Se anula el artículo VI de la Asamblea General Extraordinaria de la Asociación de Mujeres Artesanas de Manuel Antonio, celebrada el 10 de abril de 2011. Se advierte a la Presidenta de la Asociación de Mujeres Artesanas de Manuel Antonio, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito para acoger el recurso. CL

LIBERTAD DE PRENSA
6893-11. INFORMACIÓN. NIEGAN INFORMACIÓN RELACIONADA CON RECAUDACIÓN TRIBUTARIA.   Indica el recurrente que solicitó ante la Dirección General de Tributación una copia del contrato del partido de fútbol realizado entre Argentina y Costa Rica, ya que dicha información se requirió con el fin de elaborar un trabajo periodístico de interés público, que se publicaría en el periódico Al Día, y al amparo de la libertad de prensa como instrumento de comunicación al servicio de la opinión pública, así como instrumento de control y fiscalización de la actividad de recaudación tributaria. Establece que dicha publicación permitiría a la sociedad y a la opinión pública informarse y verificar las condiciones en las cuales se negoció dicho encuentro, y si realmente se efectuó el pago de las respectivas sumas de dinero, por concepto de impuesto sobre la renta, que se debían cancelar ante Tributación. En este caso, no puede constatarse una violación a los derechos del tutelado, pues la copia requerida constituye un documento de carácter privado y no público, por lo que no puede enmarcarse dentro del derecho previsto por el numeral 30 de la Constitución Política, ya que está dentro de las excepciones mencionadas, específicamente la establecida por el derecho a la intimidad protegido por el artículo 24 de la Carta Magna. Asimismo, conviene indicar que en atención a lo dispuesto por los artículos 115 y 117 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, la Dirección General de Tributación se encuentra imposibilitada para atender la petición del accionante, pues dichos artículos le otorgan un carácter de confidencial a la información que la Administración Tributaria obtenga de los contribuyentes, impidiendo expresamente su traslado o remisión a otras oficinas, dependencias o instituciones públicas o privadas, salvo las excepciones previstas por los propios numerales, de ahí que no pueda otorgarse al accionante la documentación solicitada. Se declara sin lugar el recurso. SL

LIBERTAD DE TRANSITO

6906-11. PARTES DE TRÁNSITO.  SE EJECUTA BOLETA SIN RESOLVER RECURSO DE APELACIÓN.  Menciona el recurrente  que la multa impuesta en la boleta de citación número 2009-256011 fue ejecutada por los recurridos, a pesar de que se encontraba impugnada. En este caso estima la Sala que se procedió a ejecutar la sanción impuesta por la boleta de citación, sin que de previo se resolviera el recurso planteado contra ésta, dejando al amparado en un estado de indefensión. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la alegada violación al artículo 39 de la Constitución Política. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

6900-11. VÍAS PÚBLICAS. FALTA DE SEÑALIZACIÓN Y REDUCTOR DE VELOCIDAD. Alega la recurrente que el Liceo de  Puente de Piedra tiene aprobada la señalización vertical, horizontal y reductor de velocidad desde el dos de septiembre de dos mil nueve, pero a la fecha únicamente se ha realizado la señalización vertical, en virtud de una llamada realizada ante la Oficina Regional de Tránsito de San Ramón. Menciona que urgen los reductores de velocidad y la señalización horizontal sobre la ruta nacional 717, frente al Liceo en mención. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Dirección General de Ingeniería de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Se ordena al Director General de Ingeniería de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes y al Jefe de la Regional de San Ramón de la Dirección General de Ingeniería de Tránsito, que procedan DE INMEDIATO a coordinar las acciones necesarias para solucionar de forma definitiva el problema de señalización que existe en las inmediaciones del Liceo de Puente Piedra. Se declara sin lugar respecto al Consejo Nacional de Vialidad. CL Parcial
6846-11. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA ARREGLO DE CALLE LA CHIRRACA DE TURRIALBA. Refiere el recurrente  que su integridad física se ve amenazada, diariamente, en virtud que frente a su casa de habitación, en la carretera nacional 10 en el sentido Turrialba- San José-, frente a la entrada de la calle Chirraca existe un paredón en el carril izquierdo en una curva, que representa un grave peligro. Estima la Sala que si bien el Consejo Nacional de Vialidad está considerando la colocación de vallas metálicas para proteger las casas de habitación que podrían verse afectadas; lo cierto del caso es que se echa de menos la adopción de medidas preventivas para evitar el riesgo que representará ese diseño de la vía en cuestión, motivo por el cual procede declarar con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo a.i. del Consejo Nacional de Vialidad, que en el plazo de seis meses contado a partir de la notificación de la presente resolución, adopte las medidas necesarias para evitar el riesgo que representará el diseño de la curva que se ubica frente a la entrada de la calle Chirraca, ruta nacional 10. CL

6805-11. MULTA.  POR LA NO UTILIZACIÓN DEL CINTURÓN DE SEGURIDAD. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 131.K de la Ley de Tránsito. No. 7331 del 13 de abril de 1994 y sus reformas.  La norma impugnada establece la multa de 286.050 colones, por la no utilización del cinturón de seguridad, pues considera que vulnera los principios de razonabilidad y proporcionalidad. Por mayoría se declara inconstitucional el inciso k del artículo 131 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres en cuanto a la multa que se impone por el no uso del cinturón de seguridad. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Los Magistrados Mora Mora, Araya García y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Hernández Gutiérrez pone nota.- CL

6590-11. AGUJA.  UBICADA EN ALAMEDA. Reclama la recurrente que en el lugar donde reside, existe una aguja en la entrada que le limita su derecho a la libertad de tránsito. En este caso concluye la Sala que la  medida tiene como finalidad evitar que en la alameda en cuestión ingresen vehículos, pues se trata de una zona de uso meramente peatonal, en la que deben transitar en principio, únicamente personas y no automotores. Por otra parte la Municipalidad realizó mejoras en dicha alameda para permitir la accesibilidad de ambulancias o unidades de bomberos en caso de emergencia, razón por la cual procede declarar sin lugar el recurso. SL

6348-11. BOLETAS DE CITACION. IMPUGNACIÓN DE BOLETAS DE CITACIÓN EN MATERIA DE TRANSITO. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Artículos 152 y 153 de la Ley de Tránsito. Las normas se impugnan en cuanto deniegan la posibilidad de emplear recursos de impugnación verticales en contra de las resoluciones dictadas por los órganos administrativos del Consejo de Seguridad Vial (en adelante COSEVI) conocidos como "Unidades de Impugnación de Boletas de Citación". Señala la accionante que el Estado ha conculcado su derecho de recurrir los actos administrativos ilegítimos o abusivos, al impedir el empleo de los recursos de apelación y revisión que se encuentran establecidos en la Ley General de la Administración Pública, el Código Procesal Contencioso Administrativo y el Código Procesal Penal, en lo conducente a materia de contravenciones. Ello por cuanto, el artículo 153 in fine dispone que "la resolución de fondo del asunto, dictado por la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación del COSEVI, pondrá fin al procedimiento administrativo y se ejecutará de inmediato." Afirma la accionante que los artículos 152 y 153 cuestionados, establecen un procedimiento administrativo "sui géneris" al crear un recurso de inconformidad en contra de las boletas de citación que extienden los inspectores de tránsito, que son los operadores físicos del COSEVI a nivel nacional. El denominado "recurso de inconformidad" se materializa en un formulario prediseñado que es llenado por el administrado y se presenta ante el mismo COSEVI, lo cual evidencia que se trata de un recurso horizontal atípico que se tramita ante una oficina administrativa, lo que hace ver que se está ante un procedimiento administrativo, que debería regirse por las reglas de la Ley General de la Administración Pública, para garantizar el debido proceso en sede administrativa. El artículo 153 dispone que con las resoluciones de fondo del asunto se pondrá fin al procedimiento administrativo y se ejecutarán de inmediato, eliminando así las garantías de acceso a la justicia pronta y cumplida, sin denegación y estricta conformidad con las leyes. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 

6398-11. PARTES DE TRANSITO. IMPUESTOS A VEHÍCULOS DE EMPRESAS DE ARRENDAMIENTO. Alega el recurrente que su empresa se dedica al arrendamiento de vehículos automotores al público en general, en especial a turistas y señala que el Consejo de Seguridad Vial brinda información de las infracciones cometidas por los conductores, por medio de reportes que llegan hasta con tres meses de atraso.  Esta situación, impide que la empresa amparada pueda ejercer cualquier tipo de derecho de defensa en tiempo hábil, por infracciones a la Ley de Tránsito, que puedan cometer sus clientes. Además, cuando los usuarios o clientes de la empresa, proceden a devolver el vehículo arrendado, no informan nada respecto a las boletas de infracción que les hayan podido levantar los inspectores de tránsito.  De esta manera, la sociedad amparada no tiene manera alguna de cobrar el monto de la multa a la que se hicieron acreedores los conductores de sus vehículos, puesto que no está enterada de las infracciones impuestas al conductor.  Por otra parte, de conformidad con el mismo artículo 152 de la Ley de Tránsito, la infracción -en principio-se le impone al conductor, no al vehículo. Por esta razón, tampoco su representada, como dueña del vehículo conducido por el infractor, no goza de legitimatio ad causam activa para formular recurso de apelación en contra de la boleta levantada por el inspector de tránsito.  Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación del Consejo de Seguridad Vial, Nº 0516-2010-UIZS de las 7:00 hrs. de 7 de octubre de 2010 y en consecuencia, se restituye a la sociedad Talomex, S. A. en el pleno goce de sus derechos fundamentales por lo que debe ser integrada a la litis administrativa, como parte principal, notificándole la boleta de citación, llamándola al procedimiento y otorgándole plazo para impugnarla. CL
6399-11. PARTE DE TRANSITO. IMPUESTO AL VEHICULO SIN DARLE AUDIENCIA AL PROPIETARIO. Manifiesta el recurrente que en el Consejo de Seguridad Vial se le indicó que había una infracción registrada al vehículo placa, por un monto de doscientos noventa y tres mil cuatrocientos colones, más otros rubros y recargos que sumaban un total de cuatrocientos cincuenta mil ochocientos treinta y ocho colones con cuarenta y cuatro céntimos. Alega que funcionarios del Consejo de Seguridad Vial le manifestaron que no tenía derecho de apelar, y que la única opción era pagar todo el monto, y posteriormente hacer el cobro a la persona que cometió la infracción. Considera violentados sus derechos fundamentales, concretamente el derecho a un debido proceso, pues nunca fue notificado de la existencia de una infracción hecha a su vehículo y cuando tuvo conocimiento de ella, no tuvo oportunidad de apelar. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director Ejecutivo y Responsable de la Unidad de Impugnaciones, ambos del Consejo de Seguridad Vial, inmediatamente, notificar al recurrente, en su condición de propietario registral del vehículo, la boleta de citación No. 2-2010-207900248  y concederle plazo para plantear la impugnación administrativa procedente en contra de ese documento. CL
6364-11. RESTRICCION VEHICULAR. EXCEPCION PARA  VEHICULOS DEDICADOS AL COMERCIO. La recurrente manifiesta que es chef y propietaria de un servicio de catering y explica que con el decreto del año anterior, el 35804-MOPT, se extendió un permiso formal y por escrito de excepción a la restricción vehicular a vehículos de carga liviana dedicados al comercio. Señala que el nuevo decreto 36547-MOPT elimina tal permiso y en su lugar, exonera a los vehículos de carga liviana dedicados al transporte de artículos perecederos y los operadores de cada vehículo deberán demostrarlo a las autoridades competentes. Reprocha que el concepto de artículo perecedero es ambiguo y queda sujeto a la interpretación subjetiva de los oficiales de tránsito. Alega como discriminatorio que su actividad se haya excluido de las excepciones del decreto y en consecuencia, estima que no guarda los parámetros de razonabilidad necesarios, por lo cual es ilegítimo. Señala la Sala que del artículo 38 bis de la Ley de Tránsito por vías terrestres se desprende que es potestad reglamentaria del Poder Ejecutivo realizar restricciones a la circulación vehicular y el artículo 6 párrafo quinto del reglamento que decretó la restricción vehicular establece que el MOPT, vía resolución administrativa, determinará el otorgamiento de la excepción a la restricción para la circulación vehicular en aquellos casos que considere pertinentes, previa presentación de la solicitud. En consecuencia, la recurrente debe acudir ante la Administración y solicitar el otorgamiento de la excepción. Se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Calzada y Jinesta salvan el voto y ordenan dar curso al amparo conforme lo exponen en el último considerando de esta sentencia. RF
5927-11. AGUJAS. SE ORDENA REMOVER AGUJAS QUE IMPIDEN EL PASO EN BARRIO LA GUARIA DE MORAVIA. Menciona el recurrente que frente a la Escuela y Colegio Saint Joseph High School, en el Barrio La Guaria de Moravia,  existen dos calles en forma de semicírculo, en las cuales han puesto agujas de cierre de calles y  en la acera se pusieron dos casetas de guardas.  Refiere que las agujas que se pusieron por la entrada este están cerradas permanentemente y  los guardas  no dejan transitar por las agujas de la entrada oeste,  con  excepción de las personas  que viven en ese barrio; Establece que debido a lo anterior no se puede transitar ni a pie ni en vehículo; debido a que la caseta oeste se construyó sobre la acera, asemejándose más a una  habitación que a una caseta, lo que impide el libre tránsito, debiendo caminar por la calle y no por la cera, con los peligros que ello implica  para la integridad física; además sobre la acera este se instaló una cámara de vigilancia, la cual atenta contra el derecho a la imagen y privacidad de las personas, quienes  no han dado el consentimiento para ser tomadas por un cámara de video privada. Se declara con lugar el recurso únicamente por violación a la libertad de tránsito. Se ordena al Alcalde Municipal y a la Presidenta del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Moravia, remover de forma INMEDIATA al comunicado de la presente resolución, los obstáculos ubicados en la vía pública que restringen o limitan el acceso del Barrio La Guaria de Moravia, 100 metros al oeste de la entrada principal del Club La Guaria. CL

6016-11. SANCIONES. DETERMINACIÓN DEL ALCOHOL EN LA SANGRE EN CONDUCTORES Y SUS SANCIONES. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 200 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y 254 bis del Código Penal. En el caso del artículo 200, estima el recurrente que es contrario al principio de seguridad jurídica en la medida en que señala que las autoridades de tránsito, podrán requerir al conductor sospechoso de conducir bajo los efectos del licor o de drogas enervantes de uso no autorizado, para que se realice pruebas químicas de sangre, aliento, saliva y orina. Ello por cuanto, estima que ninguna de esas pruebas puede determinar con exactitud que la concentración de alcohol en la sangre es producto de la ingesta de bebidas alcohólicas o drogas de uso no autorizado y siendo que el artículo 254 bis indica “influencia de bebidas alcohólicas” es imprescindible acreditar que se trata de una bebida o ingesta de “líquido”.  Refiere que se puede dar una exposición al alcohol en estado gaseoso como alcohol evaporado, gas de alcohol, geles congelados, o bien, alcohol en otra presentación que sea diferente a la de un líquido o bebida alcohólica. Señala la Sala que lo refutado por el accionante, en el sentido de que esos tipos de exámenes son inidóneos para determinar que la concentración de alcohol en la sangre  no es producto de la ingesta de bebidas alcohólicas o drogas de uso no autorizado, corresponde ser discutido en el caso concreto, a través de los medios probatorios que la parte considere convenientes. El que la norma se refiera a determinados medios de prueba no vulnera en modo alguno la seguridad jurídica, pues está debidamente tipificada la conducta y la sanción.  Corresponde al juez al valorar el caso concreto, determinar si se configura el ilícito atribuido, a través del análisis de los distintos elementos probatorios ofrecidos por las partes o bien, solicitados como prueba para mejor resolver.  La parte que se encuentre inconforme con la prueba utilizada en su caso particular tiene las herramientas procesales necesarias para refutarla o contrarrestarla, sin que constituya ese aspecto un tema que deba ser expresado en las normas cuestionadas. Basta afirmar entonces, que las normas no son contrarias al principio de seguridad jurídica y por ende, la acción debe rechazarse por el fondo. RF
5838-11. LICENCIA. IMPIDEN SACAR LICENCIA POR TENER CARNE PROVISIONAL DE REFUGIADO.   Manifiesta la recurrente que al presentarse a renovar sus licencias con el único documento de identificación que porta, sea de carne de refugiado, no le aceptaron el trámite y le dijeron que ese documento no tenía valor para ellos y que no podían darle la nueva licencia, pues no tenía un documento válido que le identificara. Señala el Jefe a.i. del Departamento de Acreditación de Conductores, Dirección General de Educación Vial, del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que no le consta que el recurrente se hubiera apersonado a renovar su licencia de conducir. Pero que en todo caso, en esa Dirección se dictó en marzo del año en curso, una resolución administrativa, mediante la cual se autoriza la renovación de la licencia de conducir con el carné provisional de solicitante de refugio, siempre y cuando dicho carné esté vigente, en buen estado y coincida con los datos de identificación registrado en el sistema de acreditación de conductores. Así las cosas, este Tribunal no encuentra ninguna actuación que tutelar, por ello el recurso en cuanto a este extremo debe desestimarse. En relación con   la falta de resolución que acusa el recurrente de una solicitud de refugiado formulada a su favor,  en proceso que se tramita ante la Dirección General de Migración y Extranjería, que se encuentra en la espera de que el Tribunal Administrativo Migratorio se pronuncie al respecto, lesionándose en su perjuicio su derecho a obtener una justicia pronta y cumplida, debe plantearlo en vía contenciosa. Se rechaza de plano el recurso por violación al artículo 41 de la Constitución Política. Los Magistrados Castillo Víquez y Guerrero Portilla salvan el voto, conforme lo indica el penúltimo considerando de esta sentencia.  En lo demás se declara sin lugar el recurso. RP y SL
5923-11. PARTES DE TRÁNSITO. SE ANULA PARTE COBRADO EN DERECHO DE CIRCULACION. Argumenta el recurrente que los oficiales de tránsito aplicaron un parte impersonal a un vehículo que es de su propiedad, situación que lo dejo en total estado de indefensión, toda vez que se enteró de la situación hasta el momento de cancelar el derecho de circulación. Se declara con lugar el recurso En consecuencia, se ordena al Ministro de Obras Públicas y al Director Ejecutivo del Consejo de Seguridad Vial, cada uno dentro del ámbito de sus competencias, realizar todas las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias y atribuciones, a fin de que en el plazo de ocho días contados a partir de la notificación de esta resolución, se elimine del Sistema de Infracciones la Boleta de Citación número 2-218200213-2010. CL

5795-11. PARTES DE TRÁNSITO.  EXTRANJERO POR NO PORTAR PASAPORTE. El recurrente manifiesta que es ciudadano de los Estados Unidos y que cuando conducía cerca de su casa habitación, fue detenido por un oficial de tránsito que le solicitó su pasaporte y su licencia. Explica que la Embajada de su país ha publicado instrucciones de llevar copia del pasaporte; entonces, mostró al oficial de tránsito una copia de su pasaporte; no obstante, éste no aceptó la copia y le confeccionó una boleta. La Sala señala que no le compete revisar si el amparado cometió o no la falta contenida en la boleta, toda vez que se trata de una labor propia de la vía común -administrativa o jurisdiccional-. En consecuencia, de considerarlo pertinente, la parte recurrente puede plantear su inconformidad o reclamo ante la misma autoridad recurrida o en la vía jurisdiccional competente, vías en las cuales podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. RP
MINORIAS
7062-11. PERSONA MENOR CON DISCAPACIDAD. CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA DE CENTRO EDUCATIVO. Acusa la recurrente que la institución educativa recurrida donde estudia la menor amparada no cuenta con las disposiciones establecidas en la Ley 7600, además esa edificación es sumamente vieja y se encuentra en pésimas condiciones estructurales e higiene. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Liceo de Miramar de Puntarenas, al de Director de Desarrollo e Infraestructura y al  Ministro de Educación Pública, que de manera inmediata giren las órdenes necesarias para que en un plazo de SEIS MESES sean adoptadas las medidas que sean necesarias dentro del ejercicio de sus competencias para garantizar a los estudiantes del sistema prevocacional del Liceo de Miramar de Puntarenas hacer efectivo su derecho a la educación en instalaciones acorde con sus necesidades y que cumplan con las condiciones adecuadas desde el punto de vista estructural. CL
6950-11. PERSONA CON DISCAPACIDAD. AUSENCIA DE RAMPAS DE ACCESO EN ESTABLECIMIENTO COMERCIAL DE TURRIALBA. Manifiesta el recurrente que es usuario de silla de ruedas, y vive en Santa Rosa de Turrialba. Indica que el establecimiento comercial "Sala de Juegos Roma" no cuenta con accesibilidad para personas como él,  además carece de servicios sanitarios adecuados, lo cual incumple la Ley 7600. Aduce que no obstante lo anterior, la Municipalidad de Turrialba le otorgó la patente y el permiso de funcionamiento a dicho local comercial. Indica que presentó una denuncia ante la Municipalidad recurrida, y no se ha solucionado dicha problemática. Se declara con lugar el recurso únicamente en contra de la Municipalidad de Turrialba. En consecuencia de ordena a la Alcaldesa Municipal de Turrialba, adoptar las medidas necesarias, para que, de inmediato, las autoridades competentes de ese ente municipal, den inicio al procedimiento de ley para constatar el cumplimiento de las disposiciones Ley 7600 en el local comercial Sala de Juegos Roma y en caso contrario, imponer las sanciones o ejecutar las acciones que correspondan, lo cual deberá ser informado a esta Sala. Será responsabilidad de la Alcaldesa Municipal velar por que tales órdenes sean cumplidas a cabalidad. En cuanto al Ministerio de Salud, se declara sin lugar el recurso. CL 
6548-11. PERSONA CON DISCAPACIDAD. AUSENCIA DE RAMPAS DE ACCESO EN EDIFICACIÓN PRIVADAS EN TURRIALBA. Alega el recurrente que el establecimiento comercial “Almacén Smith”, ubicado en Turrialba, no cumple con los parámetros de accesibilidad para personas con discapacidad. Reclama que las autoridades recurridas no han intervenido de manera efectiva para solucionar las irregularidades. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Turrialba del Ministerio de Salud,  a la Alcaldesa y  a la Presidenta del Concejo, ambas de la Municipalidad de Turrialba,  coordinar acciones y girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para exigirle al establecimiento comercial Almacén Smith, el cual es una edificación privada de acceso público, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la Ley No. 7600  Ley de Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, de forma tal que, el recurrente y todas las personas que presenten alguna discapacidad puedan acceder sin barreras arquitectónicas a sus instalaciones. CL

6568-11. PERSONA CON DISCAPACIDAD. SE ORDENA CONSTRUCCIÓN DE ACERAS, CUNETAS  Y CORDONES DE CAÑO EN TERMINAL DE BUSES DE TURRIALBA.  Menciona le recurrente que las autoridades recurridas demarcaron una zona para parqueo de taxis frente a la Terminal de buses Transtusa, en Turrialba, justo en una zona peatonal, lo que le dificulta a todas las personas y a él, como discapacitado, que se desplaza en silla de ruedas, movilizarse por ese lugar. Solicita  que se ordene a los recurridos la construcción de aceras y cunetas para la circulación de peatones. Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la  Alcaldesa y  a la Presidente del Concejo Municipal, ambas de la Municipalidad de Turrialba,  que adopten las medidas pertinentes, para que en el plazo de un mes a partir de la notificación de esta sentencia, aperciban, delimiten y construyan las aceras y cordones de caño en la zona indicada en el escrito de interposición, tanto las que le corresponden a  la Municipalidad  como las que son responsabilidad de los propietarios o poseedores de bienes inmuebles, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley N°7600 y su reglamento. En los demás extremos se declara sin lugar el recurso. CL Parcial. 

6187-11. PERSONA CON DISCAPACIDAD. AUSENCIA DE RAMPAS DE ACCESO EN LA MUNICIPALIDAD DE GOLFITO. Alega la recurrente la omisión de las autoridades de la Municipalidad del Cantón de Golfito de tomar las medidas necesarias para facilitar el acceso de las personas con discapacidad a la segunda planta del edificio municipal, donde está situado el salón de sesiones y las oficinas de atención al público. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Concejo Municipal del Cantón de Golfito y al Alcalde de esa corporación,  que adopten de manera conjunta las medidas necesarias y que ejecuten las medidas pertinentes para que dentro del plazo improrrogable de seis meses a partir de la notificación de esta sentencia, se facilite el acceso de las personas discapacitadas a la segunda planta de la sede municipal. CL

6234-11. PERSONA CON DISCAPACIDAD. SE ORDENA INSTALAR RAMPAS DE ACCESO EN NEGOCIOS Y EDIFICACIONES EN TURRIALBA. Reclama el recurrente que las instalaciones de la Zapatería La Española, Empeños Servicash, Zapatería Monserrat, y Tienda y Accesorios Yery, en Turrialba no cumplen con lo estipulado en dicha ley, así como que en la esquina de dichos establecimientos la acera es muy angosta y no puede transitar con su silla de ruedas. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena a la  Alcaldesa de la Municipalidad de Turrialba y a la Directora del Área Rectora de Salud de Turrialba, respectivamente, coordinar acciones y girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para exigirle a la Zapatería La Española, Casa de Empeño Servicash, Zapatería Lanet (conocidad como Moserrat) y Tienda Yery, la cual es edificación privada de acceso público, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la Ley número 7600, "Ley de Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad", de forma tal que, el recurrente y todas las personas que presenten alguna discapacidad puedan accesar debidamente a dichas edificaciones. Asimismo, se le ordena a la Alcaldesa Municipal de Turrialba girar las órdenes y emitir las instrucciones respectivas para que se proceda según lo dispuesto en los ordinales 75 in fine y 76 inciso g) del Código Municipal, de modo tal que el problema de acera en la esquina de los establecimientos mencionados quede resuelto en definitiva en el plazo improrrogable de tres meses contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. CL

6114-11. INDIGENAS. REPRESENTACION INDIGENA A NIVEL INTERNACIONAL DEBE SER CONSULTADA. Aclaración. Alega el recurrente que el Ministerio de  Relaciones Exteriores designó arbitrariamente al representante de los pueblos indígenas ante la IX Asamblea General del Fondo Indígena, a realizarse en España, sin ser tomadas en cuenta las diferentes organizaciones indígenas. Este asunto se declaró con lugar y se ordenó al Ministro de Relaciones Exteriores y Culto, consulte a los pueblos indígenas, el nombre de la persona desean los represente ante el Fondo Indígena por el resto del plazo del nombramiento, dentro del plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta sentencia. El Ministro de Relaciones Exteriores, posteriormente indicó que la resolución es clara al indicar que deben consultar de nuevo a los pueblos indígenas sobre su representante y la manera en la cual deben llevar a cabo tal consulta. Señala la Sala que lo que procedía era en la parte dispositiva del Voto, ordenar a la Cancillería, respetar lo que en un principio fue la designación de mayoría de las 24 comunidades indígenas, por medio de la Asamblea General celebrada el 23 de setiembre de 2009, por lo que es procedente la aclaración y adición en cuanto a ese extremo, pero no debe confundir el delegado acreditado por los Gobiernos, con el delegado de los pueblos indígenas. Además, se aclarara que la designación de los futuros delgados de los pueblos Indígenas, deben respetar los mecanismos de consulta previstos a nivel internacional y nacional, así como las Directivas Operacionales de dicho órgano.  

5919-11. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. RAMPAS DE ACCESO EN BAR EN SAN FRANCISCO DE DOS RÍOS. Alega el recurrente que ha denunciado ante la municipalidad recurrida que el comercio ubicado en San Francisco de Dos Ríos frente a la Escuela República Dominicana, llamado "Bull Dogs", no cumple con la ley 7600. Señala que la municipalidad recurrida y el Ministerio de Salud han permitido su funcionamiento y han procedido a las renovaciones de permisos y demás, durante años. Expone que tanto el ministerio recurrido como la Municipalidad de San José no han solucionado el problema del incumplimiento de la Ley 7600. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Alcalde de la Municipalidad de San José y a Ministra de Salud, coordinar acciones y girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para exigirle al Bar Bull Dogs, la cual es edificación privada de acceso público, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la Ley número 7600, "Ley de Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad", de forma tal que, el recurrente y todas las personas que presenten alguna discapacidad puedan accesar debidamente a dichas edificaciones. CL

MUNICIPALIDAD
6903-11. AGUAS PLUVIALES. INUNDACIONES POR DESFOGUE DE AGUAS PLUVIALES. Mencionan los recurrentes que son vecinos de Yoses Sur y Calle Mora de Zapote y  que  en innumerables ocasiones han acudido ante el municipio accionado con el propósito de que solucione un problema en el alcantarillado de aguas pluviales, debido a que la mala planificación ha provocado el desbordamiento de las aguas. Indican que el alcantarillado es insuficiente para canalizar todas las aguas que ahora discurren, lo que provoca constantes inundaciones en época lluviosa.  Señalan que el problema se agravó con el hecho de que existen conexiones de aguas negras al alcantarillado, lo que puede producir enfermedades. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Municipalidad de San José. Se ordena al Alcalde Municipal de San José, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de DOCE MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se brinde una solución efectiva al problema de inundaciones que afecta a los vecinos de Yoses Sur y Calle Mora de Zapote. CL
6902-11. VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE PUENTES EN ACOSTA. Alega el recurrente que producto del paso de la tormenta tropical Tomas por el país, un puente que comunicaba uno de sus barrios con el centro del pueblo fue destruido, por lo que desde que ocurrió dicho desastre, se vieron en la necesidad de improvisar un paso con una tuca de madera, lo cual es muy peligroso. Estima esta Sala que la Municipalidad  recurrida no ha tomado medidas efectivas en el asunto, a pesar de que, como administradora de los intereses locales, tiene la obligación de atender este tipo de situaciones y brindar una solución en conjunto con los interesados, dentro del menor tiempo posible, por lo antes expuesto procede declarar con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra la Municipalidad de Acosta. Se ordena al Alcalde de Acosta, que, en el ámbito de sus competencias, disponga lo necesario para resolver el problema que aqueja al recurrente y a los amparados, de manera que se garantice el libre tránsito de las personas, en el plazo de dieciocho meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia. En cuanto a la Presidenta Ejecutiva de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

6889-11. DAÑOS A PROPIEDAD. POR INUNDACIONES EN PÉREZ ZELEDÓN.  Menciona el recurrente que cada invierno sufre cuantiosas pérdidas económicas, en razón de la destrucción de muebles y artefactos eléctricos, cuando el agua proveniente de la calle ingresa dentro de su vivienda y a pesar de que desde octubre del año pasado presentó una queja ante la Municipalidad de Pérez Zeledón, no se ha solucionado el problema. En este caso concluye la Sala que no se acreditar que la Municipalidad de Pérez Zeledón, haya brindado mantenimiento adecuado al acueducto pluvial del Barrio Ciudadela Blanco, lo que ha incidido en la problemática acusada, omitiendo dicha Corporación Municipal recurrida cumplir con los deberes impuestos, constitucionalmente, en el sentido de velar por los intereses locales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de Pérez Zeledón, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de doce meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se resuelva el problema denunciado por el recurrente. CL

6901-11. VÍAS PÚBLICAS. AUSENCIA DE ACERAS EN SANTA ROSA DE TURRIALBA. Indica el recurrente que es vecino de Santa Rosa de Turrialba y en el sector del puente La Alegría hacia Barrio Recope, se han estado construyendo casas nuevas a las cuales no se les ha construido la acera respectiva, lo que se le dificulta debido a que utiliza silla de ruedas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de Turrialba, adoptar las medidas necesarias, para que, de inmediato, las autoridades competentes de ese ente municipal, den inicio al procedimiento de ley para constatar el incumplimiento de los permisos otorgados y el cumplimiento de la Ley 7600 en las construcciones del sector indicado por el recurrente, de forma tal que disponga la imposición de sanciones o que se ejecuten las acciones necesarias, a fin de corregir lo alegado. Será responsabilidad de la Alcaldesa velar porque tales órdenes sean cumplidas a cabalidad. CL
 6948-11.  VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE CALLE. Alegan los recurrentes que la calle del barrio Calle Barrantes, del distrito San Antonio de la Cueva de Naranjo se encuentra intransitable. Manifiestan que debido a la entrada del invierno va a ser mucho más grave ese problema, porque ya ni los vehículos de doble tracción van a entrar a recoger a los vecinos de ese barrio. Indican que ahí viven personas con problemas de salud, además de niños que van a la escuela y para la temporada de invierno, el recolector de basura no ingresa a esa calle. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. Se les ordena al Presidente del Consejo, y a la Alcaldesa, de la Municipalidad de Naranjo, que dentro del término de tres meses, que se contará a partir de la notificación de esta sentencia, elaboren y ejecuten un plan de reparación de la calle de acceso al barrio de la comunidad de los amparados, de manera que quede razonablemente transitable y segura para quienes por ahí transiten; sin embargo deberá reparar esta vía en forma definitiva y como corresponde, en un plazo no mayor a un año, a partir igualmente de la notificación de esta sentencia. CL

6483-11.VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE CALLE  EN PUNTARENAS. Indica el recurrente que la calle que empieza cerca a la línea del tren, que pasa por el Parque Marino en Puntarenas y, que termina por el sector de la Universidad de Costa Rica, se encuentra en muy mal estado, lo cual dificulta el tránsito peatonal por el lugar. Expresa que los vecinos del lugar se exponen a accidentes y a contraer enfermedades infectocontagiosas en época de lluvia, pues por los huecos que existen en el lugar, se produce estancamiento de aguas que producen mosquitos transmisores del dengue, y que también se convierten en trampas mortales que atentan contra la integridad física de niños y adultos mayores que transitan por el lugar. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Municipalidad de Puntarenas. Se ordena al Alcalde, y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Puntarenas,  realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo  de DIECIOCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se solucione el problema que existe en la calle que empieza cerca a la línea del tren, pasa por el Parque Marino en Puntarenas, sube a El Cocal y termina por el sector de la Universidad de Costa Rica. CL

6484-11. DAÑOS A PROPIEDAD. POR FUNCIONAMIENTO DE SALÓN DE PATINES.  Indica la recurrente que cerca de su propiedad se construyó una pista de patinaje, la cual ha traído como consecuencia, serios daños a su propiedad, pues los jóvenes que hacen uso de ella, consumen bebidas alcohólicas y producen mucho ruido. Añade que las paredes de su vivienda han sido pintadas con dibujos, asimismo, se han producido fuertes olores a orina, pues los muchachos realizan sus necesidades en la pared de su casa. Agrega que durante todo el día y hasta altas horas de la noche se produce mucho ruido. Manifiesta que alrededor de esa pista no hay basureros, por lo que su corredor se ha convertido en un basurero, pues los visitantes del lugar tiran toda clase de objetos a su propiedad, lo que ha ocasionado criaderos de ratas. Refiere que  ha solicitado a la municipalidad recurrida su intervención, sin embargo; ésta sólo envió a un funcionario a realizar una inspección y a que levantara un informe, pese a ello, aún el problema sigue sin resolver. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Vázquez de Coronado, que realicen las acciones necesarias para solucionar el problema generado a la propiedad de la amparada, en el improrrogable plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL

6293-11. PARQUES.  CONSTRUCCIÓN DE CENTRO DE ANCIANOS. Indica la recurrente que la municipalidad recurrida pretende seccionar o dividir un parque público situado en Los Lagos, Heredia. Manifiesta que dicho parque permaneció cerrado durante los últimos diez años, por un concepto erróneo en cuanto a la naturaleza del mismo, pero debido a los trámites presentados por algunos vecinos, la municipalidad  corroboró que el terreno era parque público y que debía estar abierto en un horario controlado diurno. Establece que en dicho terreno se construyó un centro de ancianos, el cual debía estar aislado del resto del terreno de parque, para preservar dicha estructura. Alega que se realizó una reunión de información y convivencia comunal, y se proporcionaron las explicaciones sobre la legalidad del terreno. Aduce que al permitírsele a la Municipalidad recurrida, instalar una malla más allá de rodear la construcción, se estaría incumpliendo la Ley de Planificación Urbana y con ello se afectaría la naturaleza para la cual fue creada y el ámbito social que pretende proteger. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

6283-11. DAÑOS A PROPIEDAD. CONSTRUCCIÓN DE DESAGÜE PROVOCA INUNDACIÓN EN VIVIENDA.   Reclama la recurrente que hace más de diez años la Junta de Caminos de San Luis de La Tesalia, hizo un desagüe para el agua a ambos lados de la calle y abrió una zanja en el  inmueble vecino, provocando que las aguas de ésta fueran a dar a su propiedad. Indica que desde  ese momento ha solicitado ayuda a  la municipalidad recurrida para que concluyan las obras, pues  quedó inconclusa. Añade que dicha situación le preocupa, ya que su vivienda se encuentra al final de calle, por cuanto las aguas van de lado a lado recogiendo basura, todo lo cual puede afectar su propiedad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde, proveer lo necesario para que en los seis meses siguientes a la notificación de esta sentencia se resuelva el problema de inundación de la vivienda de la recurrente. CL
6125-11.VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE CALLES.Indica el recurrente que en el Barrio Chorotega  de Cañas, Guanacaste  las calles son de lastre. Manifiesta que durante los meses de enero a mayo, por ser una época de viento, se levantan nubes de polvo que  penetra en las casas  y  afecta la salud de los vecinos, por cuanto provoca alergias  que  podría generar problemas de asma en la población, como consecuencia de la inhalación de polvo durante el día y la noche. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde, y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Cañas, que en el improrrogable plazo de DIECIOCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia inicie las acciones necesarias para solucionar el problema del camino público cantonal situado en el Barrio Chorotega  2 de Cañas, Guanacaste. CL

6247-11. CEMENTERIOS. EXHUMACIÓN DE CADÁVER. Alega el recurrente que la autoridad recurrida procedió de forma arbitraria a demoler las lápidas del Cementerio Calvo, donde reposan los restos de su madre sin previa notificación del acto. Estima la Sala que lo anterior se realizó basado en el Reglamento General de Cementerios, el cual le da potestad a la Municipalidad de San José de realizar exhumaciones de los restos de las personas que sepulten allí después de cierto tiempo. Asimismo el acto fue publicado con el debido tiempo, al público en general, mediante una publicación en el Diario Oficial La Gaceta, razón por la cual se declara sin lugar el recurso. SL

5753-11. AGUAS. PROBLEMAS DE ALCANTARILLA GENERA REBALSE DE AGUAS SERVIDAS. Indica la recurrente que desde el 26 de noviembre del año pasado presentó una denuncia ante las autoridades de la Municipalidad recurrida acusando una serie de irregularidades con un alcantarillado que se realizó al margen de las autorizaciones urbanísticas de la corporación municipal, siendo que, dicha red de cloacas y alcantarillado se rebalsa y está generando un problema de salud pública.  Acusa que a la fecha no habían atendido la denuncia en cuestión. Se declara con lugar el recurso.  Se le ordena al Alcalde Municipal de Jiménez, adoptar las medidas pertinentes que se encuentren dentro de la esfera de sus competencias a efecto que se solucione, en el término de tres meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, el problema de contaminación producido por el rebalse de aguas servidas y que afectan la propiedad de la amparada. CL
5760-11. PROPIEDAD ABANDONADA. PROBLEMAS DE CONTAMINACIÓN QUE GENERA CASA EN ABANDONO. Acusa el recurrente que en San Juan de Tibás existe una casa abandonada que es utilizada por presuntos drogadictos y delincuentes, siendo que, se ha convertido en un foco de contaminación por acumulación de basura y, además, constituye un punto de inseguridad ciudadana. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso.  SL

5761-11. VIAS PÚBLICAS. FALTA DE ILUMINACIÓN EN LA VÍA  HACIA EL ROBLE DE PUNTARENAS.  Reclama el recurrente que la ciclo-vía que va hacia El Roble de Puntarenas, no cuenta con la adecuada iluminación, lo cual ha generado que dicho lugar se convierta en un "blanco" para que los delincuentes cometan sus asaltos. Se declara sin lugar el recurso. SL  

5807-11. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA REPARACIÓN DE ACERA EN RUTA 10 DEL RECREO DE TURRIALBA. Acusa el recurrente la omisión de las autoridades recurridas de dar mantenimiento a la acera que se ubica en El Recreo de Turrialba, sobre la ruta 10, carretera nacional Turrialba-San José, la cual en criterio, se encuentra en muy malas condiciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal del Cantón de Turrialba y al Ministro de Obras Públicas y Transportes, que adopten inmediatamente y en forma coordinada las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes a fin de que dentro del plazo improrrogable de 6 meses a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las reparaciones a la acera que se ubica en El Recreo de Turrialba, sobre la ruta 10, carretera nacional Turrialba-San José. CL
5814-11. VÍAS PÚBLICAS. GESTIÓN PARA DRAGADO DEL RIÓ MARIA AGUILAR.  Establece la recurrente que un grupo de vecinos de Barrio La Gloria de Zapote y Barrio Fátima de San Francisco de Dos Ríos, solicitaron al Alcalde de San José un plan urgente de dragado del Río María Aguilar y la construcción de gaviones en las zonas de riesgo de desbordamiento aledañas a esos barrios, y a la fecha no han recibido respuesta. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal, y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de San José, que dentro del plazo de diez días contado a partir de la notificación de esta sentencia, comuniquen a la recurrente formal acto administrativo en el que se le informe, de forma clara y detallada, las acciones realizadas a esa fecha por la Municipalidad en atención a la gestión que planteó el quince de febrero del dos mil once, las acciones que planean realizarse en procura de enfrentar el acusado riesgo de inundaciones y el procedimiento que debe seguirse para tales efectos. CL

NOTARIADO

6346-11. NOTARIOS DE PLANTA. LINEAMIENTOS IMPUESTOS POR LA DIRECCIÓN NACIONAL DE NOTARIADO. Alega el recurrente que el Consejo Superior Notarial de la Dirección Nacional de Notariado, en su sesión número 27, celebrada el 6 de octubre de 2010, por acuerdo número 2010-003, publicado en el Diario Oficial La Gaceta número 212 del 2 de noviembre de 2010, emitió nuevos Lineamientos para el Ejercicio y Control del Notario Institucional que no sólo derogaron los lineamientos vigentes, sino que además, delimitaron dichos actos notariales protocolares y extraprotocolares de los notarios institucionales.  Esos nuevos lineamientos establecen que el Notario de Planta únicamente puede actuar en aquellos documentos en que la institución para la cual labora sea parte directa, de lo contrario se debe acudir al rol de notarios externos establecido en el artículo 173 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica.  De esa manera, el recurrido delimitó, las actuaciones que pueden llevar a cabo los notarios de planta, al punto de restringir la autorización de escrituras en términos tales de prácticamente impedir el ejercicio de la función notarial institucional en el ejercicio de la actividad bancaria, pese a que el Código Notarial no circunscribió la actuación de los Notarios de Planta a un determinado tipo de notariado.  Alegan que a la luz de las disposiciones referidas, toda actividad crediticia de las entidades financieras de derecho público quedaría sometida a la contratación de notarios externos que perciben honorarios. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
PENSIONES ALIMENTARIAS

6611-11. IMPEDIMENTOS DE SALIDA. RESTRINGEN SALIDA DEL PAÍS A DIPLOMÁTICO POR PROCESO DE PENSIÓN ALIMENTARIA.  Acusa el recurrente que en proceso alimentario que se sigue en su contra, pese a ser funcionario diplomático de Embajada de la República Bolivariana de Venezuela, se ha dado un cúmulo de violaciones a las garantías procesales y una afectación arbitraria a su libertad personal en el tanto se le impide la salida del país pese a cuenta con inmunidad diplomática, asimismo se le ha negado a los abogados el acceso al expediente, y la juez recurrida  le invitó a realizar audiencia conciliatoria pese a que no tenía asistencia letrada. Establece que su esposa decidió fijar su residencia y la de los hijos en territorio costarricense en contra de su voluntad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

6354-11. ADULTO MAYOR. APREMIO CORPORAL. Alega el recurrente que es una persona adulta mayor de setenta y un años, once meses y veintidós días y que en el Despacho Judicial recurrido se tramita proceso de fijación alimentaria en su contra y a pesar de que el artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias impide que se dicte apremio corporal en contra de una persona mayor de setenta y un años, el juez ha dictado en su contra apremio corporal, lo cual resulta contrario a derecho y violatorio de su derecho fundamental a la libertad personal. Se declara CON LUGAR el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.  CL
PODER EJECUTIVO
6555-11. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA REPARACIÓN DE CALLE EN BARRIO LOS ANGELES DE SANTO DOMINGO DE HEREDIA. Acusan los recurrentes que la calle principal del Barrio Los Ángeles de Tures, cantón de Santo Domingo de Heredia presenta un tramo inconcluso del Bar Gima trescientos metros al oeste que impide el desplazamiento de personas con discapacidad y adultos mayores. Refieren que las zonas de seguridad  peatonal no se han demarcado, ni se cuenta semáforo para las personas con discapacidad visual. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se les ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes y al Director General de Ingeniería de Tránsito, bajo pena de desobediencia que en el término improrrogable de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, realicen las gestiones necesarias para la demarcación vial en los Ángeles de Tures- San Miguel de Santo Domingo, Rutas Nacionales # 116 y # 504. Asimismo se elaboren los estudios requeridos para determinar la viabilidad de la instalación de un semáforo para personas con capacidades especiales. En los demás extremos se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

PODER JUDICIAL
6018-11. AUTENTICACIÓN. REQUISITO DE AUTENTICACIÓN EN VIA CIVIL Y CONSTITUCIONAL. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 114 del Código Procesal Civil y el artículo 78 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. La queja del actor radica en que las normas transcritas establecen requisitos que menoscaban el derecho de justicia, que implica el derecho de audiencia, de defensa, a un trato justo, digno, a una justicia gratuita, a la igualdad ante la ley y a todas las garantías del debido proceso. Esta Sala estima que el espíritu del legislador al exigir en el ordenamiento jurídico la autenticación o patrocinio letrado, al tenor de lo preceptuado por el artículo 114 impugnado, gira en torno a garantizar un adecuado ejercicio de defensa técnica de los intereses de las partes procesales que intervienen, ello en virtud de la naturaleza y por ende de las formalidades propias del proceso civil, aspectos que  de ninguna manera podría considerarse como un obstáculo en el acceso a la justicia o al derecho de defensa. Debe quedar claro que las normas procesales del código referido son de orden público y de obligatorio acatamiento para el juez, las partes; a su vez, la norma en cuestión debe interpretarse de forma integral y armónica en conjunto con el marco de legalidad y entre ellas el ya mencionado artículo 116, normas que reflejan un númerus clausus, es decir constituyen un imperativo legal. En el sublite, el actor expresa su oposición de costear la autenticación que exigen las normas cuestionadas ante el contralor de constitucionalidad, debido  precisamente a esa voluntad, no es razonable efectuar la prevención como lo estipula el artículo 80 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, porque en realidad no se trata de una omisión, sino de una resistencia a someterse al marco de legalidad establecido. Con respecto a la opinión del actor de que en procesos de desahucio se debe apersonar la defensa pública, tal aseveración resulta improcedente por la naturaleza civil, cuyas pretensiones son esencialmente patrimoniales, aspecto que dista por completo de  las funciones propias de la defensa pública que interviene en proceso penales, pensiones alimentarias, procesos penales juveniles, ejecución de la pena, etc, sin perjuicio de que su jefatura proceda a solicitar el cobro de honorarios cuando ello sea  procedente. Ahora bien, en lo que concierne al artículo 78 de la Ley de Jurisdicción, este Tribunal Constitucional en sentencia número 2000-7729 de las 14:46 horas del 30 de agosto de 2000 estipula: “…Por decisión del legislador, la acción de inconstitucionalidad es una gestión que debe reunir determinadas formalidades, contrario a lo que sucede con los recursos de hábeas corpus y de amparo, caracterizados ante todo por privilegiar el contenido sobre la forma”. RF
PRIVADOS DE LIBERTAD
6883-11. CONDICIONES. PROBLEMAS CON EL ABASTECIMIENTO DE INSUMOS DE LIMPIEZA EN CENTRO INSTITUCIONAL DE CARTAGO. Acusa el recurrente que las autoridades del Centro de Atención Institucional de Cartago  no le suministra insumos sanitarios.  Se declara con lugar el recurso, y en consecuencia, se ordena al Director del Centro Institucional de Cartago y a la Administradora del Centro Institucional de Cartago, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para suministrar inmediatamente a los privados de libertad del centro accionado, en cantidades suficientes y con la periodicidad debida, los implementos de limpieza para el cuidado del aseo e higiene personal. CL

6612-11. TRASLADO. FORMA EN LA QUE TRASLADAN PRIVADOS DE LIBERTAD EN PERRERAS. Alega el recurrente que se encuentra privado de libertad y que cada vez que se le traslada, los recurridos le encadenan con una cadena a la cintura y le esposan las manos. Indica que asimismo se le colocan unas esposas en los pies con una cadena muy corta. Manifiesta que dicho encadenamiento le imposibilita poder sujetarse dentro de la unidad o "perrera" en la cual se le traslada. Alude que esa imposibilidad de apoyo eventualmente le podría producir lesiones. Afirma que este tipo de esposamiento se le aplica al considerarse que tiene un "perfil de peligrosidad", hecho que estima como una doble pena. Asegura que es diabético y que dicho esposamiento le puede producir escoreaciones y úlceras en los tobillos que ponen en riesgo su salud, las cuales, incluso, le pueden ocasionar la amputación de sus extremidades inferiores.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso. Comuníquese a todas las partes. SL
6331-11. ATENCIÓN MÉDICA. SE ORDENA DAR ATENCIÓN MÉDICA A PRIVADO DE LIBERTAD. Alega el recurrente que se encuentra privado en el Centro de Atención  Institucional accionado. Refiere que acudió a una cita en el centro penal, ocasión en que le indicó al médico que lo atendió que tenía un fuerte dolor en su mandíbula, por lo que requería rehabilitación para tratar su padecimiento, sin embargo, dicho profesional argumentó que no era necesario brindarle terapia, y se limitó a prescribirle pastillas para el dolor.  Explica que los anteriores hechos demuestran que se le negó la atención médica para tratar el dolor en su mandíbula, y se evidencia que se prescribieron medicamentos inadecuados y que le ocasionaron daños severos, lo que atribuye a la negligencia del médico que labora en el centro penal. Se declara CON lugar el recurso. En consecuencia se ordena a la Directora del Centro de Atención Institucional de Pérez Zeledón, proceder a: girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se programe -a la mayor brevedad- la cita requerida por el recurrente para la atención de su fractura mandibular, a fin que se valore cuál es el grado de urgencia de su padecimiento, haciendo constar si tiene necesidad de preferencia en la correspondiente referencia, en el centro médico que corresponda. CL
5711-11. CONDICIONES. HACINAMIENTO EN AMBITO B-A-2 DEL CENTRO PENITENCIARIO  LA REFORMA.  Alega la recurrente que  su esposo  se encuentra ubicado en el Ámbito B-A2 del centro institucional recurrido,  lugar donde no cuenta con una cama, ni con una colchoneta para dormir, por lo que debe hacerlo en el piso. Establece que ha  hecho del conocimiento de las autoridades de la administración, pero no ha tenido ningún resultado. Indica que le cobran por usar el teléfono, por la limpieza y por entregarle los alimentos, situación que denunció ante la oficialía, y le dijeron que así eran las cosas en ese lugar, sostiene además que lo han amenazado con apuñalarlo si no paga las sumas que le indican, pero ella no tiene los medios económicos para eso. Refiere que ante tal situación solicitó a las autoridades recurridas el traslado del amparado al área de Talleres Industriales, pero todo ha sido negativo.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, en cuanto a la falta de camas de los privados de libertad. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que adopte inmediatamente las medidas pertinentes para solucionar el problema del amparado que se encuentran durmiendo en el suelo, de tal forma que se les facilite una cama en igualdad de condiciones con los demás reclusos que sí la poseen. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
5878-11. CONDICIONES.  HACINAMIENTO EN ÁMBITO “B” DE LA REFORMA. Reclama el recurrente que tiene casi seis meses de estar recluido en el centro penitenciario La Reforma, donde la Administración no se ha preocupado en su caso en darle una espuma ni cama para tener las condiciones mínimas de vida. Dice que la capacidad del centro penal es de novecientos cincuenta privados de libertad y hay casi mil trescientos en un nivel de aislamiento, durmiendo en el suelo sin donde poner sus pertenencias y en condiciones inhumanas. Reclama que las instalaciones del centro se encuentran en mal estado en la parte de afuera, donde reciben la visita, pues están las alcantarillas sin tapas, lo que pone en peligro la salud de la población privada de libertad. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Ministro de Justicia y Paz, al Director, y al Director a.i. del Ámbito de Convivencia B, ambos del Centro de Atención Institucional La Reforma, y al Director General de Adaptación Social, que procedan a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se disminuya la sobrepoblación que se mantiene en el Ámbito B de ese centro penal, hasta llegar a su capacidad real. Asimismo, que de manera inmediata se solucione el problema del faltante de tapas en el alcantarillado de ese Centro Penitenciario. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

5574-11. INTEGRIDAD FÍSICA. UBICACIÓN DE PRIVADO DE LIBERTAD. Manifiesta el recurrente que está detenido en la etapa de mínima indiciados, pabellón B-1 del centro penal recurrido. Señala que sufre persecución sistemática por parte de un Inspector de Seguridad  y mientras se encontraba en su celda, envió a dos oficiales para que le detuvieran, posteriormente lo trasladaron a la "oficialía" para hacerle una requisa, situación que puso en riesgo su integridad física, pues pudo haber sido asesinado por el resto de privados de libertad que se encontraban en el lugar. Añade que la requisa pudo haber sido realizada en el mismo pabellón en donde se encontraba. Indica  que al denunciar el problema con el funcionario citado, se expone a que  lo ubiquen en el pabellón  en donde actualmente se encuentran algunos privados de libertad con quienes ha tenido diferencias, por lo que su vida está en peligro. Estima la Sala que dicha situación constituye una violación a lo dispuesto por el artículo 21 de la Carta Fundamental, así como a la obligación de la Administración Penitenciaria de garantizar la integridad física de los reclusos que se encuentran bajo su custodia, mediante la adopción de las medidas necesarias para evitar situaciones que pongan en riesgo la vida y la salud de estas personas, acogiéndose en este extremo el recurso. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la alegada violación al artículo 21 de la Constitución Política. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para garantizar que la integridad física del recurrente no se vea puesta en peligro. CL

5565-11. INTEGRIDAD FÍSICA. UBICACIÓN DE PRIVADO DE LIBERTAD EN CELDA DE AISLAMIENTO. Refiere el recurrente que en enero anterior su representada cumplía la media pena, y solicitó el beneficio de libertad condicional, por lo que el Juzgado de Ejecución de la Pena ordenó al centro penitenciario la valoración y rendición del respectivo informe, sin que a la fecha ello se haya hecho. Indica  que debido a hechos violentos entre las privadas de libertad, a su representada la ubicaron en un "bocho" o celda de castigo desde el veinte de abril anterior, con el argumento de salvaguardar su integridad física, condición que tampoco permite que la amparada asista a realizar sus evaluaciones académicas. Aduce que el encargado jurídico de ese centro penitenciario manifestó que el abordaje y valoración de su representada se haría cuando él quisiera y que lo de la condicional, todavía no le correspondía. Establece que  lo anterior además de ser una burla y violación a los derechos humanos de su patrocinada, le ha producido a ésta un deterioro emocional, generando un riesgo potencial de suicidio o un innecesario homicidio. El pasado veinticinco de abril visitó el centro penitenciario y se dirigió a revisar el expediente de la amparada para conocer sobre los hechos violentos sucedidos, pero el informe correspondiente no estaba agregado y tan sólo le dijeron que posiblemente lo tenían en orientación. En este caso estima la Sala que la medida cautelar impuesta a la amparada se decretó para garantizar el orden, la estabilidad y la sana convivencia de la población penitenciaria, así como para salvaguardar la integridad física de la tutelada, razón por la cual  procede declarar sin lugar el recurso. SL

5644-11. CONDICIONES. HACINAMIENTO EN CENTRO PENITENCIARIO LA REFORMA.  Alegan los recurrentes que en el centro penitenciario que se encuentran recluidos y  a pesar de que el edificio fue construido para  albergar a cincuenta personas, las autoridades penitenciarias han sobrepasado ese límite y tiene internos durmiendo en el suelo, sin ningún tipo de protección, y además con los consecuentes problemas que causa entre los privados de libertad la sobrepoblación, pues no cuentan con las condiciones mínimas para su convivencia penitenciaria. En este caso concluye la Sala que se ha dado una  violación a los derechos fundamentales de los amparados, pues actualmente se encuentran ubicados en un dormitorio que excede en más de 32% su capacidad, y si bien se han adoptado medidas para paliar dicha situación, lo cierto es que a la fecha se encuentran sufriendo los problemas generados por esa sobrepoblación, por lo expuesto procede declarar con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Justicia y Paz, y al Director del Centro de Atención Institucional San Rafael, que procedan a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se disminuya la sobrepoblación que se mantiene en el Dormitorio B-2 de ese centro penal, hasta llegar a su capacidad real. CL

SERVICIOS PUBLICOS
7004-11. SERVICIO DE ELECTRICIDAD. SUSPENSIÓN DEL SERVICIO POR PARTE DE SUJETO DE DERECHO PRIVADO.  Manifiesta la recurrente que es inquilina del recurrido, y pese a encontrarse al día en el pago de sus obligaciones, el recurrido le suspendió el servicio eléctrico, por lo que requiere le sea reinstalado el mismo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. Se ordena al recurrido adoptar de inmediato las actuaciones que corresponda, para reestablecer el servicio de electricidad en el inmueble arrendado por la recurrente, así como abstenerse de cometer en el futuro actos similares respecto de cualquier servicio público que sirva al bien arrendado. CL

6855-11.SERVICIO DE AGUA. SUSPENSIÓN POR DEUDA PENDIENTE. Manifiesta la recurrente que el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, varió de manera ilegítima la tarifa de cobro del lugar donde viven ella y varias familias. Señala que en función de esto, lo adeudado por concepto del suministro de agua potable asciende a ¢ 2.434.575,91, monto que no pueden cancelar. Reclamó que, la autoridad recurrida suspendió el servicio lo que pone en riesgo la salud de los ocupantes del inmueble. En el presente caso concluye la Sala que si bien el Instituto recurrido puede proceder a la desconexión del servicio de suministro de agua potable por morosidad actual, debe a la vez  debe garantizar a través de una fuente pública de fácil acceso, el suministro del recurso hídrico.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, solamente, por no haber garantizado la existencia de una fuente pública de agua potable de fácil acceso. CL

6614-11. SERVICIO DE ELECTRICIDAD. NIEGAN INSTALACIÓN. Alega el recurrente que debido a sus padecimientos requiere el sistema de electricidad para su vivienda, motivo por el cual solicitaron en forma escrita al Instituto recurrido, Agencia de Laurel, la electrificación para su vivienda, pero les respondieron que el proyecto se encuentra pendiente de ejecución. Manifiesta que a pesar de que se les ha dicho que por estar una persona en esa propiedad con necesidades especiales, que la carencia de electricidad disminuye su calidad de vida y la compromete, no se ha logrado establecer una manera real y efectiva de que se le conecte el servicio eléctrico. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Coordinador de la Agencia Eléctrica de Laurel del Instituto Costarricense de Electricidad, extender la red para proveerle ese servicio público esencial al recurrente en el plazo improrrogable de tres meses. CL
6467-11. TELÉFONO. OBLIGACION DE COMPRAR CELULAR AL ICE, PARA INSTALAR DISPOSITIVO GPS.  Menciona el recurrente que solicitó una línea celular con servicio de Internet, para un dispositivo GPS. Refiere que, posteriormente, pudo constatar que la línea de cita no podía ser usada para el servicio de llamadas, no obstante se le informó que tenía que apersonarse a una sucursal del Instituto para devolver la línea y requerir una nueva. Indica que se le advirtió que si el servicio solicitado era GSM, debía comprar el aparato celular con el Instituto, ya que, de lo contrario, no le venderían la línea. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

6581-11. SERVICIO DE AGUA. PRESTADO EN FORMA IRREGULAR. Mencionan los recurrentes que son vecinos de Residencial Poza Azul en Atenas,  y que  desde hace años reciben el servicio de agua potable de forma discontinua, el racionamiento o falta de dicho líquido es constante, en promedio, de las ocho de la mañana a las diez de la noche, de lunes a domingo. Refieren que la solución que se les ha ofrecido tardará dos años en llegar, así que no es una solución inmediata. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que: 1) Se adopten las medidas necesarias y ejecuten las acciones pertinentes a fin de que se corrijan los problemas y se garantice a los vecinos de la comunidad de Calle Cementerio de Atenas un suministro continuo y de calidad, a fin de que el agua sea potable. 2) Se adopten todas las medidas de urgencia que sean necesarias, como reparto de agua con camiones cisterna y cualesquiera otras, para disminuir al máximo la carencia del agua potable en la comunidad de Calle Cementerio de Atenas. 3) Proceder en forma inmediata a gestionar lo pertinente para que en el menor plazo posible concluya la puesta en operación de la infraestructura necesaria para el correcto funcionamiento del sistema de acueducto en el Cantón de Atenas, en cuenta, el proyecto de inversión que se está tramitando. CL

6221-11. SERVICIO DE AGUA. NIEGAN INSTALACIÓN DEL SERVICIO. Refiere la recurrente que es adjudicataria de una granja familiar,  del Asentamiento San Gabriel, del Instituto de Desarrollo Agrario, ubicado en San Juan de Mata del cantón de Turrubares, el cual está compuesto por 58 lotes de vivienda, 17 granjas familiares y 47 parcelas, de los cuales 42 predios, entre lotes y granjas familiares, no tienen acceso a agua potable. Indica que en San Gabriel de Turbares no existe una Asociación de Acueducto Rural que se encargue de brindar el servicio de agua potable.  Se declara con lugar el recurso, se  ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y al Presidente Ejecutivo del  Instituto de Desarrollo Agrario, para que dentro de un plazo de DIECIOCHO MESES, realicen las gestiones necesarias, para dotar de recurso hídrico al Asentamiento de San Gabriel de Turrubares. CL

6154-11. SERVICIO DE AGUA. PRESTADO EN FORMA IRREGULAR. Menciona el recurrente que es vecino del Barrio Las Brisas de Pérez Zeledón, que en su casa con mucha frecuencia sufren de falta de agua, situación que les dificulta realizar los quehaceres diarios. Señala que al consultar a las oficinas del AyA, les indican que se están dando racionamientos por la escasez que existe o que hay problemas con la cañería o con una válvula, sin embargo, a la fecha no han hecho nada para resolver el problema. Alega que en su comunidad desde el veintidós de febrero están sin agua. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

5880-11. TELEFONO. CAMBIO DE TECNOLOGÍA CELULAR. Manifiesta  la recurrente que era poseedora de una línea TDMA y la institución recurrida la obligó a cambiarse de tecnología, pues de lo contrario perdería la línea. En consecuencia, se cambió a la tecnología 3G, pero acusa que no existe buena cobertura. En este caso se indica que no corresponde a este Tribunal conocer sobre ese reclamo, por ser un asunto de legalidad ordinaria. Se rechaza de plano el recurso. RP

SUJETO DE DERECHO PRIVADO
6322-11. SERVICIO DE TELEVISIÓN. TELEVISORA DE COSTA RICA NIEGA INCLUIR CANAL DE TELEVISIÓN EN SISTEMA DE CABLE. Menciona el recurrente que  su representada es dueña del canal nacional de televisión 44, que transmite su señala en la frecuencia UHF las veinticuatro hora del día, los siete días de la semana, el cual incluye en su programación noticias, entrevistas, reportajes de realidad nacional y servicios sociales entre otros. Indica que desde el año dos mil nueve  se ha venido solicitando a la empresa Cable Tica que es parte de Televisora de Costa Rica, incluir en su parrilla de oferta al público dicho canal, sin embargo, ha existido una negativa total y absoluta a acceder a dicha petición. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

5620-11. COOPERATIVAS. DEVOLUCIÓN DE CAPITAL SOCIAL. Asevera el actor que contraviene sus derechos fundamentales la negativa del Fideicomiso COOPEMEX/BCR/2010 de devolverle sus cuotas de aportación a Coopemex R.L. Considerados los argumentos y prueba aportados por las partes, concluye la Sala que no se ha producido la violación de ningún derecho fundamental del actor. Las cuotas de aportación que efectuó a la cooperativa Coopemex R.L. no han sido confiscadas, sino que su devolución está sujeta al resultado favorable de las medidas que se adoptaron frente a los problemas financieros en que entró la entidad el año pasado y cuyo desenlace no puede ser inmediato, sino que requiere de la compleja gestión que actualmente está en marcha. Con ello no se lesiona inconstitucionalmente el patrimonio del recurrente, ni se le trata con desigualdad. Asimismo, la gestión de julio de 2010 recibió respuesta oportuna y concordante con su solicitud en agosto del mismo año. Consecuentemente, lo que corresponde es desestimar el amparo planteado. SL

TRAMITE

6804-11. MEDIDA CAUTELAR. SE REVOCA SUSPENSIÓN DE CONSTRUCCIÓN DE PLAZA LINCOLN. El amparo cuestiona la construcción de un centro comercial en Moravia, por falta de estudios. En esta resolución interlocutoria, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se revoca la decisión de suspender las obras de construcción del proyecto Plaza Comercial Lincoln que se están llevando a cabo en los terrenos del antiguo Colegio Lincoln en Moravia, adoptada en la resolución de curso de las quince horas y diecinueve minutos del diecinueve de mayo del dos mil once. 
6441-11. DESALOJO. DIMENSIONAN ALCANCES DE LA SENTENCIA DE DESALOJO DE PRECARIO CONOCIDO COMO TRIANGULO DE SOLIDARIDAD. Ante la desobediencia acusada a la Sala sobre el desalojo del precario conocido como Triangulo de Solidaridad, en donde se declaró con lugar el recurso y se ordenó al Ministro de Seguridad Pública, cumplir con la resolución emitida por su despacho número 1813-02-D.M. de las trece horas del trece de mayo del dos mil dos, todo sin perjuicio de la coordinación interministerial que debe existir con el Ministerio de Obras Públicas y Transportes y el Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos a efecto de solucionar el problema que requieren las personas que habitan en el precario denominado “Triángulo de la Solidaridad” o “Triángulo Solidario”.  Ahora, en esta sentencia, se declara con lugar la gestión formulada y se dimensionan los alcances de la sentencia de fondo N° 2006-014275, en el sentido de que la Comisión Interinstitucional de Desalojos debe garantizar el ejercicio de las libertades individuales  y la seguridad nacional, así como buscar soluciones alternativas para el manejo de conflicto de ocupación precaria de tierras, en el precario conocido como "Triángulo de la Solidaridad", a fin de brindar una respuesta integral al mismo, que contribuya a mejorar las condiciones de vida de los habitantes, promueva la integración y la paz social.-

6077-11. IMPUESTOS. COBRO DE IMPUESTOS A MAQUINARIA DE CONSTRUCCIÓN. Acción de Inconstitucionalidad contra de la interpretación del  artículo 9 de la Ley número 7088 del 30 de noviembre de 1978 (Ley de Reajuste Tributario) y de la Resolución 18 inciso a) del Consejo Arancelario y Aduanero Centroamericano, así como de los Decretos Ejecutivos números 34109-H, 34871-H y 35605-H, por considerarlos contrarios a los principios de razonabilidad, proporcionalidad, legalidad, igualdad, principio de reserva de ley en materia tributaria  y al debido proceso, dispuesto en los artículos 10, 11, 27, 39, 41, 121 y 129 de la Constitución Política. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se le reitera a la Administración Tributaria, abstenerse de dictar resolución administrativa final en los procedimientos administrativos en trámite que supongan la aplicación de las normas impugnadas. Lo anterior implica que no puede dictarse resolución final en el procedimiento de determinación tributaria donde son aplicadas las normas cuestionadas.















